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La desigualdad como señala Therborn “es una violación de la dignidad humana porque 
deniega la posibilidad de que todos los seres humanos desarrollen sus capacidades” 
(Therborn: 2016, 9). El mantenimiento de desigualdades no es otra cosa que la prolon-
gación de condiciones desfavorables para unos y favorables para otros a partir de con-
diciones sociales y asimetrías de poder preexistentes, y no del mérito personal. 

La desigualdad social también se refiere a la disparidad en el trato y las oportunidades 
que experimenta un individuo debido a su posición social, económica, religión, raza, 
género, orientación sexual, lugar de origen o cultura, entre otros aspectos. Se trata de 
un problema que perjudica la distribución entre personas, países y generaciones, y, en 
consecuencia, afecta las relaciones sociales e institucionales. Su análisis requiere un 
enfoque multidimensional y holístico para comprender la dinámica y las fuerzas que la 
perennizan, para así poder proponer soluciones sostenibles y efectivas.

En América Latina y el Caribe (ALC) la desigualdad está presente en el nivel de ingresos, 
educación, empleo, salud, género, y también en situaciones de privación de derechos 
humanos, apropiación de recursos naturales, en la concentración del poder, entre otras. 
Aunque en los primeros años del siglo XXI se observó una reducción y desaceleración 
importante de las desigualdades en ALC, esta tendencia se entorpeció por la llegada del 
COVID-19 que generó efectos negativos, que se juntaron, además, con otros aspectos 
negativos del cambio climático y conflictos geopolíticos que han exacerbado proble-
mas históricos y han puesto al descubierto otros. Así, por ejemplo, la pandemia causó un 
retroceso nunca antes visto al alcanzar un 32,8% de pobreza en ALC al 2020. Además, 
en términos de desarrollo humano, la región fue una de las más afectadas por la pande-
mia con la pérdida en un año del equivalente al 30% de su progreso previo al COVID-19 
desde 1990 (progreso medido a través del Índice de Desarrollo Humano – IDH) (PNUD, 
2022a).

En términos de concentración, solo el 10% de la población de ALC concentra el 55% de 
los ingresos y el 77% de la riqueza total, lo que la posiciona como la región con mayor 
desigualdad de riqueza. Además, según estimaciones de la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL), el 25% de la población de la región no tiene una 
fuente de agua potable, el 66% no tiene servicios de saneamiento y solo el 56,3% está 
cubierta por al menos una prestación de protección social.

Los organismos internacionales prevén el incremento de la pobreza, repercusiones en 
la productividad, menores ingresos y el recrudecimiento de otros indicadores sociales 
en los próximos años. Sumado a lo anterior, ALC sigue siendo una región en donde el 
acceso a servicios vitales como salud, educación, empleos dignos y el ejercicio de los 
derechos dependen de factores intrínsecos de cada persona como el género, la raza, el 
lugar de procedencia, edad, entre otros, por lo que esta problemática se agrava al anali-
zar la desagregación de los diferentes grupos mencionados. 
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Por parte de los Estados existen políticas públicas que intentan resolver varias de estas 
problemáticas, sin embargo, los esfuerzos quedan cortos y esto ha provocado que des-
de las organizaciones de la sociedad civil (OSC) se planteen iniciativas pensadas desde 
y para la población. De esta manera, la sociedad civil de la región ha evolucionado hasta 
convertirse en el denominado tercer sector, fuera de lo público y de lo privado, pero ar-
ticulado a todos los actores para intentar aportar a la reducción de la desigualdad y a la 
generación de espacios en donde las poblaciones, especialmente las más vulnerables, 
tengan acceso a más y mejores oportunidades.   

En esta línea el objetivo del presente estudio es aportar con un análisis del estado de la 
desigualdad socioeconómica en América Latina y el Caribe, con especial énfasis en los 
efectos producidos por la pandemia del COVID-19, y su relación transversal con el cam-
bio climático y el espacio cívico. Este primer análisis sirve como introducción de cuatro 
casos de estudio de Argentina, Ecuador, Guatemala y Perú, que facilitan la comprensión 
de la dinámica de la desigualdad en la región. Así también se hace un acercamiento al 
rol de la sociedad civil en los cuatro países para concluir con ejemplos de iniciativas de 
la sociedad civil que, de manera innovadora, a través de la tecnología o de nuevas me-
todologías en donde las mismas comunidades o individuos plantean sus prioridades y 
proponen soluciones, trabajan junto con comunidades y grupos específicos para aportar 
a la reducción de las desigualdades existentes. 

Entre las principales reflexiones que se encuentran a lo largo del documento está la ca-
pacidad de las OSC de trabajar con un enfoque participativo, innovador y adaptativo, 
características que han permitido que proyectos sociales surjan, se desarrollen y florez-
can hasta lograr incidir en ámbitos públicos. Por otro lado, el estudio evidencia que, si 
bien el Estado y la sociedad civil han estado a lo largo de la historia en conflicto por las 
demandas sociales, son sectores que necesariamente deben trabajar articuladamente 
para construir sociedades en donde todos los ciudadanos puedan ejercer sus derechos 
sin que esto dependa de sus características socioeconómicas o geográficas. Es decir, 
el Estado, el sector privado y la sociedad civil pueden generar cambios relevantes en la 
reducción de la desigualdad, y esto es algo que la pandemia ya lo ha demostrado.

El presente documento se organiza de la siguiente manera: en el primer capítulo se reali-
za un acercamiento conceptual a la desigualdad e inequidad para entender la diferencia 
de estos conceptos y la importancia de no solo reducir la desigualdad, sino de alcan-
zar sociedades equitativas o justas. En este capítulo también se realiza un acercamien-
to conceptual sobre las organizaciones de la sociedad civil. En el segundo capítulo se 
analiza el contexto de las desigualdades en la región y el rol de las OSC en su reducción. 
El tercer capítulo es una presentación de la metodología, mientras el capítulo cuatro con-
siste en los casos de estudio de Argentina, Ecuador, Guatemala y Perú, que incluyen 
iniciativas innovadoras de la sociedad civil que trabajan en reducir las desigualdades de 
sus territorios. Finalmente se presentan las conclusiones del estudio y una tabla con los 
principales indicadores de los cuatro países.
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1.1. Acercamiento conceptual 
a la desigualdad e 
inequidad

Tanto desigualdad como inequidad son 
términos que suelen ser utilizados in-
distintamente, sin embargo, tienen sig-
nificados diferentes que valen la pena 
ser descritos antes de iniciar un análi-
sis sobre las causas que los producen 
y sus diferentes enfoques. Por un lado, 
la igualdad es un derecho humano es-
tablecido en la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas (1948) e implica el trato homo-
géneo para todas las personas, inde-
pendientemente de sus características 
o circunstancias. En contraste, la equi-
dad está relacionada con la justicia ya 
que se trata de que cada individuo ob-
tenga lo que se merece, es decir, toma 
en cuenta las particularidades de cada 
caso (OAS, 2011).

Por mucho tiempo la desigualdad se ha 
abordado desde el crecimiento econó-
mico y su relación con el bienestar social. 
La tesis de Simón Kuznets, premio nobel 
de economía, sostenía que el crecimien-
to económico conducía, naturalmente, 
a desigualdades en la distribución de la 
renta, pero en el largo plazo este provo-
caba mayor igualdad. Durante varias dé-
cadas esto se consideró un hecho ya que 
era consistente con la realidad de países 
desarrollados. 

Con el avance y disponibilidad de datos, 
numerosos estudios han permitido hacer 
un contraste entre esta tesis y evidencia 
empírica, concluyendo que no hay una 
relación estrictamente causal entre el 
crecimiento y la desigualdad, y que hay 
numerosos factores que juegan un rol 
en esta correspondencia. Por ejemplo, 
Deininger y Squire (1996) muestran que 
el comportamiento de la curva de des-
igualdad planteada por Kuznets (curva en 
forma de campana)1 no es consistente si 
se considera una diferente composición 
en la muestra de países utilizada y varios 
periodos de observación. Otro ejemplo 
es el estudio de Bruno, Ravallion y Squire 
(1996), quienes analizaron 44 países entre 
1960 y 1990, y no encontraron evidencias 
de la curva invertida de la desigualdad, y al 
ahondar en el caso de India tampoco con-
cluyeron que el crecimiento económico 
tenga una relación directa con la desigual-
dad. Lo que sí encontraron es que exis-
ten otros factores que influyen en la des-
igualdad como la educación, el comercio, 
o la composición sectorial del mismo 
crecimiento, así como políticas dirigidas 
a la población en situación de pobreza 
mediante las cuales se acumulan activos 
productivos (salud, educación y nutrición) 
y cuando son aplicadas en ciertos con-
textos, pueden ser instrumentos podero-
sos para lograr un alto crecimiento. Para 
países de América Latina, otros estudios 
indican que la relación entre crecimiento 
y desigualdad debe examinarse tomando 
en cuenta otras variables, por ejemplo:

1	 En la curva de Kuznets en forma de campana o de U invertida se incluye al índice de Gini en el eje vertical Y (donde 1 es total 
desigualdad y 0 es total igualdad) y al ingreso per cápita en el eje horizontal X. En esta curva se observa que con el crecimiento 
económico aumenta la desigualdad (los datos se alejan del 0) pero en un determinado momento la desigualdad empieza a 
reducirse (los datos se acercan más al 0).
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1)	 Las de tipo histórico, político y 
cultural;

2)	 Considerar que la desigualdad es 
una función de la dependencia y 
parte de un sistema cultural y político 
corporativo, burocrático y autoritario;

3)	Tomar en cuenta la educación y las 
disparidades regionales en espacios 
subnacionales.

Durante varios años se pensaba que la 
pérdida de dinamismo económico era el 
costo que la sociedad debe asumir para 
poder reducir las asimetrías y desigualda-
des inherentes a la economía del mercado. 
Los modelos tradicionales de desarrollo 
apuntaban a que la desigualdad favorecía 
el crecimiento económico debido a que la 
concentración de los recursos en ciertos 
sectores aumentaría su capacidad ahorro 
y posterior inversión. Y paralelamente, se 
consideraba que corregir la desigualdad 
comprometía el crecimiento puesto que 
reduciría los estímulos al esfuerzo indivi-
dual. Sin embargo, ya existe literatura con-
cisa que soporta la economía de la igual-
dad (Acemoglu et. al., 2013) (Ostry, Berg, 
& Tsangarides, 2014) y que explora sus 
beneficios sobre la demanda efectiva y la 
oferta. En este sentido, la igualdad puede 
aumentar la velocidad con que se innova, 
absorber las innovaciones concebidas 
en distintas partes del mundo, reducir la 
brecha tecnológica, aumentar la produc-
tividad y expandir nuevos espacios de in-
versión.  En términos de mercado, desde 
la perspectiva de la oferta, la igualdad es 
relevante porque en el contexto de una re-
volución tecnológica, ayuda a la construc-
ción de capacidades y el cierre de brechas 
de productividad; mientras que, de lado 
de la demanda, mejora la distribución del 

ingreso y la estructura productiva se di-
versifica (CEPAL, 2018). De manera prác-
tica, un estudio de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) con datos de 31 países muestra 
que la disminución del 0,01 en el índice 
de desigualdad (Gini) aumenta anualmen-
te 0,1 puntos porcentuales al crecimiento 
promedio anual (United Nations, 2013).

Por otro lado, el entendimiento de la des-
igualdad debe ser multidimensional y ho-
lístico. Si bien la desigualdad suele rela-
cionarse a pobreza, no se debe confundir 
ambos conceptos:

“La desigualdad hace referencia 
a la variación de los estándares 
de vida de la población, 
independientemente de si dicha 
población está o no en pobreza” 
(Galindo & Viridiana, 2015).

Por su parte la pobreza hace referencia, 
tradicionalmente, a:

“ciertos umbrales en términos de 
ingreso que permiten determinar 
la medida en que las personas 
pueden cubrir sus necesidades 
básicas” (Banco Mundial, 2018).

Las nuevas formas de medición recono-
cen que las personas pueden definirse 
como pobres respecto a la sociedad don-
de viven, incluso cuando su capacidad 
de consumo supera USD 1,9  al día, y se 
amplía a factores básicos del bienestar 
como acceso a servicios de salud y sa-
neamiento y educación. Baratz y Grigsby 
(1971) definen a la pobreza como “la priva-
ción severa del bienestar físico y bienestar 
mental que está estrechamente asociada 
con recursos económicos y de consumo.” 
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Por su parte, la desigualdad proporciona 
información en términos relativos de la si-
tuación de la población, pero no lo hace en 
términos absolutos. Es así que la desigual-
dad perjudica la distribución entre perso-
nas, entre países y entre generaciones y por 
consecuencia, esta afecta las relaciones 
sociales e institucionales. Este concepto 
se puede analizar desde dos dimensiones: 
la desigualdad vertical y la desigualdad 
horizontal (Beyond 2015 Campaign, 2012). 
La primera se da sobre la base del acce-
so a recursos sin tomar en cuenta el grupo 
social al que pertenecen. Mientras que la 
desigualdad horizontal surge entre grupos 
y familias y está determinada por la raza, el 
sexo, la religión o el lugar de nacimiento. 
Ambos conceptos de la desigualdad se 
fortalecen alternativamente y perpetúan y 
crean ciclos de desigualdad y pobreza en 
el tiempo OAS, 2011).

La desigualdad se puede reflejar en las 
brechas de la distribución de ingresos, 
renta de capital, acceso a bienes y servi-
cios en un grupo, sociedad, país o entre 

países. También se puede representar 
en relaciones de poder arbitrarias como 
resultado de procesos de acumulación, 
apropiación y concentración económica, 
política, cultural que excluyen a otros. Para 
Piketty (2014, pág. 266), la definición de 
una sociedad desigual en los ingresos

“es la suma de dos componentes: 
la desigualdad en los ingresos del 
trabajo y la desigualdad de los 
ingresos del capital. Cuanto más 
desigualmente están distribuidos 
estos componentes, mayor es la 
desigualdad total”.

Piketty además menciona que existe un 
tercer elemento que es el vínculo entre 
los dos primeros componentes, su corre-
lación estadística. La evidencia sugiere 
que el capital y sus retornos están distri-
buidos de manera más desigual que el tra-
bajo, pues la distribución de la propiedad 
del capital y de los ingresos resultantes es 
sistemáticamente más concentrada que la 
de los ingresos del trabajo.

En el caso de la región, las causas de la desigualdad de tipo histórico, político y 
cultural se pueden resumir en la señalada “cultura del privilegio” arraigada pro-
fundamente en las instituciones formales e informales. Según la CEPAL (2018) la 
cultura del privilegio tiene 3 componentes principales: 

a)	La naturalización de la diferencia entre grupos e individuos, es decir, se 
normaliza la existencia de la desigualdad desde los derechos de propiedad, 
poder, nivel de vida, acceso a activos, redes de influencia y condición de ciu-
dadanía; que termina reproduciendo como normal las esferas de las élites y de 
los grupos dominados. 
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b)	Los grupos que defienden esta realidad no son imparciales, son actores 
que procuran apropiarse de los beneficios que trae consigo la desigualdad. 
Estos actores obtienen esa posición de privilegio por su origen de clase, su 
posición socioeconómica, su raza, su género, cultura o una combinación de 
las anteriores. 

c)	Para operacionalizar la cultura del privilegio, la jerarquía se tiene que difundir 
a través de instituciones formales e informales, reglas y prácticas. Es así 
que las desigualdades del pasado se traspasan y heredan en las presentes y 
futuras generaciones.

El efecto de la cultura del privilegio es que hace posible que las desigualdades del 
pasado se sigan transmitiendo y reproduciendo por actores de la sociedad e institu-
ciones productivas y de política. De ahí que la sociedad civil surge como una esfera 
que cuestiona, confronta y lucha contra la desigualdad y en defensa de los derechos 
humanos en todas sus dimensiones, y en términos generales, trabaja en la defensa 
de la población discriminada y excluida de los beneficios del progreso.

1.2. Acercamiento conceptual 
a las organizaciones de la 
sociedad civil 

El origen de las organizaciones de socie-
dad civil (OSC) ha transitado por perse-
guir objetivos relacionados a política pú-
blica, ambiente, derechos humanos, entre 
otras. Desde un acercamiento conceptual, 
las definiciones de sociedad civil varían de 
acuerdo a cada paradigma, origen históri-
co y contextos nacionales en las que cada 
organización emerge. A pesar de que no 
se conoce un origen específico de las 
organizaciones de sociedad civil, Aristó-
teles menciona en su obra “Política” que 
la sociedad civil es una asociación de in-
dividuos caracterizados por mantenerse 
unidos de forma libre e igualitaria. 

Según Thayer y Elizalde (2011), la noción 
de sociedad civil se basa en la idea de que 

existe una tercera esfera de la sociedad, 
además del Estado y el mercado, siendo 
el principal distintivo la libre asociación e 
interacción social. En esta misma línea, la 
sociedad civil se compone de dos ele-
mentos principales: instituciones sociales 
y movimientos sociales. Las instituciones 
sociales se refieren a los derechos indivi-
duales, políticos y sociales que permiten 
una libre asociatividad, y participación 
ciudadana en asuntos públicos. El segun-
do conjunto o movimiento social se refiere 
a la construcción de nuevos valores, prin-
cipios y demandas sociales de interés de 
cada organización. Así mismo para Olvera 
(1998), las organizaciones civiles son en-
tendidas como asociaciones de ciudada-
nos que haciendo uso de insumos sim-
bólicos, materiales, identidades emotivas 
y morales, actúan sinérgicamente en pro 
de un mismo objetivo, y generalmente se 
ubican por fuera del sistema tradicional 
político y de mercado. De acuerdo con 
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Rodríguez (2005), este tercer sector es 
movilizado por las instituciones sociales 
con diferentes formas de organización, y 
motivadas por la promoción de la coope-
ración social y del trabajo voluntario, bajo 
una lógica altruista y solidaria. 

Para De Piero (2020) la noción de socie-
dad civil es la construcción y conforma-
ción de grupos o movimientos plurales y 
autónomos de las acciones estatales y del 
mercado, cuyo objetivo inmediato no es 
la dominación política o la acumulación 
de capital. La historia de la conceptuali-
zación de la sociedad civil es amplia y el 
interés por este sector surge, sobre todo, 
después de la crisis de los dos grandes 
paradigmas del siglo XX, el marxismo y el 
funcionalismo (De Piero, 2020), de mane-
ra que la cuestión de la sociedad civil se 
encuentra profundamente vinculada con 
luchas revolucionarias, democracia, tran-
sición a la modernidad, espacio público, 
opinión pública, ética ciudadana y cons-
trucción de movimientos sociales. Es así 
que la teoría política entiende a la socie-
dad civil como:

“la esfera de relaciones de 
individuos entre diferentes 
grupos y clases sociales que se 
desarrollan fuera de las relaciones 
de poder que caracterizan a las 
instituciones estatales” (Bobbio, 
Mateucci, & Pasquino, 1997).

Frente a esta definición, De Piero encuen-
tra un conflicto con la definición de so-
ciedad civil, el peso histórico del proceso 
político de Europa Occidental y el ale-
jamiento de la realidad latinoamericana. 
Esta contraposición se basa en el hecho 
que los procesos históricos y políticos 
relacionados a la revolución industrial, el 

capitalismo y el nacimiento de los estados 
son específicamente europeos. Mientras 
que la historia de los procesos políticos en 
América Latina está ligada a la coloniza-
ción, modelos económicos extractivitas y 
democracias nacientes.

Como se mencionó, la diferencia con-
ceptual entre las organizaciones de so-
ciedad civil se encuentra en la naturaleza 
y propósito de cada una, sin embargo, se 
mantiene la idea de que estas trascien-
den las estructuras formales del Estado y 
del mercado, porque, para el primer caso, 
no buscan control, y para el segundo, no 
buscan un lucro. Por otro lado, también la 
conceptualización de la sociedad civil es 
diferente desde cada perspectiva ideo-
lógica que se la mire. Desde un pensa-
miento liberal, la sociedad civil puede ser 
considerada como un espacio privado en 
el cual los individuos, sin el amparo del 
Estado, pueden materializar sus intere-
ses y deseos, organizarse, participar, etc. 
Desde este acercamiento, Barber (2001, 
pág. 26 y 27), especifica que:

“el modelo libertario no da 
paso a la sociedad civil, sino al 
sector privado. Es por esto que 
el concepto de sociedad civil 
se fusiona con el concepto de 
sociedad de mercado desde la 
teoría liberal”.

La sociedad civil desde la perspectiva 
comunitaria es un espacio de solidari-
dad e intercambio entre personas que se 
identifican con lazos comunes, en con-
traposición a la riqueza dependiente del 
mercado. Esos mecanismos de solidari-
dad e integración no se basan solamente 
en relaciones de individuos aislados, sino 
mutuamente vinculados, donde las sub-
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jetividades y simbolismos adquieren un 
valor significativo (De Piero, 2020). Por 
último, desde una perspectiva radical, 
la sociedad civil es un espacio destina-
do a generar transformaciones sociales 
profundas, con el propósito de generar 
condiciones para alcanzar el fin del ca-
pitalismo y la construcción de una nueva 
sociedad, con una nueva hegemonía do-
minante, el proletariado, o con una con-
trahegemonía. 

En un contexto democrático, la esfera pú-
blica involucra dos dimensiones importan-
tes: el sistema institucional y la sociedad 
civil. Desde la teoría de Habermas (1999), 
el rol de la sociedad civil es procesar y or-
ganizar necesidades de la sociedad como 
un todo. En contraste con el sistema judi-
cial que actúa de acuerdo a normas im-
partidas por actores políticos y sociales, 
la sociedad civil valida o no estas normas 
y acciones, que generan desacuerdos y/o 
conflictos. En este sentido, las organiza-
ciones sociales no representan un conjun-
to homogéneo,

“Son organizaciones sociales 
que buscan intervenir en la 
construcción de agenda pública 
desde distintas dimensiones y con 
varias herramientas” (De Piero, 
2020, pág. 43).  

Sergio De Piero (2020), menciona tres ti-
pos de organizaciones de sociedad civil 
para poder medir un nivel de impacto en 
políticas públicas o en determinado tema: 
las organizaciones dedicadas principal-
mente a asistencia directa (OPAD), aque-
llas que se concentran en la asistencia 
técnica a otras organizaciones (OPAT), 

y las que desarrollan estudios e inves-
tigaciones (OPEI). En la literatura de los 
estudios de las organizaciones de socie-
dad civil, generalmente, se excluye de las 
unidades de análisis a partidos políticos, 
sindicatos, iglesias, asociaciones de pro-
fesionales, cámaras empresariales, y cen-
tros estudiantiles puesto que representan 
tradiciones particulares, y estructuras, 
como el Estado y el mercado, les asignan 
un rol en la sociedad (De Piero, 2020). 

Por otro lado Salamon y Anheier (1999) 
también aportan con una clasificación de 
organizaciones de la sociedad civil, toman-
do en cuenta características operativas:

1)	 Organizaciones formales, con pre-
sencia y estructura institucional, con 
mecanismos legales que regulan el 
ingreso, permanencia, promoción y 
exclusión de sus miembros y sus re-
laciones;

2)	 Organizaciones privadas e indepen-
dientes con posibilidades de recibir 
recursos del sector público y privado;

3)	Organizaciones basadas en la “uti-
lidad social”, donde los beneficios 
son reinvertidos;

4)	Organizaciones autónomas que 
controlan sus actividades, tienen un 
grado de independencia y equipa-
miento que les permite decidir sus 
actividades;

5)	Organizaciones que funcionan con 
participación voluntaria, pero sin 
que sus ingresos dependan de sus 
miembros. 
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Otra clasificación es planteada por Najam (1999), la cual se ancla en el propósito 
de cada organización y de cómo esta aporta un valor social a sus comunidades, 
resultando en el fortalecimiento del tejido social: 

a)	Organizaciones que monitorean acciones, apoyos y recursos que se destinan 
a un propósito y que velan porque se ejecuten de forma adecuada.

b)	Organizaciones que presionan que se cumplan acciones que son de su interés. 

c)	Organizaciones que desarrollan nuevas formas de diseño e implementación 
de programas y acciones (innovadoras).

d)	Organizaciones que se dedican al servicio, especialmente de grupos margi-
nados y vulnerables.

e)	Organizaciones que construyen capacidades y apoyan a comunidades o a 
otras organizaciones. 

Touraine (2000) sostiene que, en la socie-
dad actual, la subordinación de las normas 
de la vida social se está debilitando y el in-
dividuo se encuentra más a menudo en si-
tuación de marginalidad, que de pertenen-
cia. En este sentido, este es el individuo 
que conforma las organizaciones sociales 
y según el autor, se vuelve imprescindible 
que los individuos se repiensen de for-
ma colectiva y cohesionada. Para Clark 
(1997), la existencia de organizaciones 
de sociedad civil tiene como propósito la 
contribución al desarrollo social, y lo hacen 
desde: a) escalabilidad, b) habilidad para 
alcanzar a poblaciones pobres, c) capa-
cidad para innovar, d) representatividad y 
permanencia, e) trato personalizado, y; f) 
complementariedad de recursos. En este 
sentido, al estar más cercanas a la comu-
nidad es más probable que logren solucio-
nes a problemas complejos de su entorno. 

Una característica en común de 
las OSC que se observa en va-
rios enfoques, por ejemplo en los 
de Najam (1999) y Clark (1997), 
es la capacidad de innovar.

Esta característica, como se mencionó 
inicialmente, se ve potenciada en esce-
narios más equitativos. Según Schumpe-
ter (1976) la innovación se trata de “llevar 
efectivamente a la práctica nuevas com-
binaciones” (Schumpeter, 1976, pág. 88) 
que se relacionan, sobre todo, con di-
ferentes combinaciones de factores de 
producción. Esto termina incidiendo en la 
forma en cómo se hace distintas activida-
des. En este sentido, la innovación social, 
la ciencia y tecnología son los elementos 
clave para el desarrollo de las sociedades, 
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y a su vez permite la generación de exter-
nalidades positivas de carácter económi-
co y social. 

La innovación social para Hernández et al. 
(2016) está definida como: 

Ideas nuevas (productos, servicios 
y procesos) que satisfacen 
simultáneamente las necesidades 
sociales de una forma más 
eficiente que las existentes y 
crean relaciones o colaboraciones 
sociales nuevas y duraderas. Son 
innovaciones que no solo son 
buenas para la sociedad, sino que 
también mejoran la capacidad de 
la misma para actuar (Hernández 
et al., 2016, pág. 177).

Por su parte, para Morales (2008) uno de 
los tipos de innovación social es la orga-
nizativa, que trata de instituciones con 
voluntarios profesionales, sistemas de in-
tercambio novedosos, vinculación entre 
profesionales y cooperación internacional. 
Los otros tipos de innovación social están 
relacionados a la innovación financiera, 
medioambiental, comercial y metodoló-
gica (colaboración público-privada para 
la actuación local). En este sentido, las 
organizaciones de sociedad civil tienen 
un amplio campo de acción para aportar 
con procesos de innovación social, ya que 
esta apuesta por proyectos y procesos 
con participación ciudadana activa que 
sea responsable de sus decisiones y co-
herente con su propio contexto.

Otro de los aspectos característicos de las 
OSC es la relación con otros actores, pues 
parte de la naturaleza de estas organiza-
ciones está dada por el tipo de nexos con 

otros actores relevantes para la construc-
ción del bienestar común y la búsqueda del 
desarrollo social. Una de las principales co-
nexiones de la sociedad civil es el Estado. 
Desde la definición del tercer sector que se 
ha planteado, la relación entre las organi-
zaciones no gubernamentales y el Estado 
surge de la constante lucha, o respuesta de 
cambio, entre los ciudadanos con determi-
nados valores y perspectivas en contesta-
ción a las decisiones del Estado.

Por su parte, el vínculo del tercer sector 
con el sector privado requiere una distin-
ción, pues, pese a que las organizaciones 
sociales son privadas en cuanto a su tra-
bajo, su fin como tal no se relaciona con 
una actividad empresarial o personal. Se-
gún De Piero (2005), la relación entre las 
organizaciones del tercer sector y el sec-
tor privado tiende a ser la de beneficencia, 
y comprenden a la ayuda directa como un 
espacio sin alcance político. Por último, la 
relación de la sociedad civil con la acade-
mia ha permitido visibilizar el trabajo que 
realiza el tercer sector frente al bienestar 
social y a las alternativas frente al Estado. 

Para efectos de este estudio, se va a tomar 
como referente el concepto de las Nacio-
nes Unidas (2022a) sobre las organiza-
ciones de sociedad civil u organizaciones 
no gubernamentales, el cual plantea que 
son cualquier grupo de ciudadanos vo-
luntarios sin fines de lucro con la capaci-
dad de organizarse a nivel local, nacional 
o internacional. En este contexto, se en-
tiende que las organizaciones civiles y no 
gubernamentales tienen el rol de incidir en 
el gobierno y en el sector privado para la 
solución de problemas, así como la super-
visión de políticas públicas y fomentar la 
participación política a nivel comunitario. 
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2.1. Estado de la desigualdad en
América Latina y el Caribe

América Latina y el Caribe está atrave-
sando por un momento de inflexión entre 
dos culturas o realidades opuestas. Según 
la CEPAL (2018), como se mencionó an-
teriormente, la cultura del privilegio se ha 
enraizado durante varias décadas en las 
sociedades e instituciones latinoameri-
canas, sin embargo, con las democracias 
del siglo XXI se ha ido instaurando la cul-
tura de la igualdad y posteriormente de la 
equidad, como resultado de las deman-
das ciudadanas cada vez crecientes. 

En ALC, una de las regiones más desiguales 
del mundo después de la región del MENA2 y 
de África Sub-Sahariana, se identifica que la 
desigualdad está presente en varias dimen-
siones como en el nivel de ingresos, educa-
ción, empleo, salud, género, y también en 
situaciones de privación de derechos hu-
manos, apropiación de recursos naturales, 
en la concentración del poder, entre otras.

La desigualdad de ingresos es uno de los 
problemas de la región y según el informe 
de desigualdad global 2021 de World In-
equality LAB, la participación del top 10% 
de la población de ALC recibe el 55% de 
los ingresos de la región; mientras que en 
el mundo el top 10% de la población recibe 
el 52% de los ingresos mundiales (Chan-
cel, et al., 2022). Es decir que en la región 
se registra niveles de desigualdad por 
encima del nivel mundial y por encima de 
Europa que se ubica como la región más 
igualitaria, en donde el 10% más rico reci-
be el 36% de los ingresos (ver Gráfico 1).

En términos de riqueza, se confirma lo 
mencionado anteriormente ya que la 
desigualdad es aún más pronunciada 
que en los ingresos. El top 10% más rico 
de la población mundial posee el 76% de 
toda la riqueza y en AL el top 10% de la 
población más rica capta el 77% de la ri-
queza total, lo que la posiciona como la 
región con mayor desigualdad en térmi-
nos de riqueza.

Gráfico 1. 
Participación del ingreso nacional por región (%), 2021

Fuente: Chancel et al. (2022).

2	 MENA es un acrónimo del inglés (Middle East and North Africa) que se refiere a la región de Oriente Medio y África del Norte.
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Gráfico 2. 
Pobreza y pobreza extrema en ALC, (% de la población)

Fuente: CEPAL (2022a).

De La Mata et al. (2022) indica que du-
rante los primeros años del siglo XXI se 
observó una reducción y desaceleración 
importante de la desigualdad de ingresos 
en ALC, sin embargo, esta tendencia se 
entorpeció por la llegada del COVID-19 
que generó efectos negativos, al mismo 
tiempo que se sentían efectos negati-
vos del cambio climático y de conflictos 
geopolíticos. De hecho, ALC fue una de 
las regiones más afectadas por la pan-
demia con la pérdida en un año del equi-
valente al 30% de su progreso previo al 
COVID-19 desde 1990 (progreso medido 
a través del Índice de Desarrollo Huma-
no – IDH) (PNUD, 2022a). En contraste, 
la pandemia en 2020 marcó el aumento 
más pronunciado en la participación de 
la riqueza de los multimillonarios globa-
les registrados (Chancel, et al., 2022) y 
según Oxfam (2022) en el contexto de la 
pandemia cada 26 horas surge un nue-
vo milmillonario en el mundo y los hom-

bres más ricos del mundo han duplicado 
sus fortunas. Al mismo tiempo, la tasa de 
pobreza extrema mundial incrementó de 
8,4% en 2019 a 9,13% en 2020, lo cual im-
plica un aumento de más de 70 millones 
de personas, el aumento más grande en 
un año desde 1990, que suma un total de 
700 millones de personas en esta situa-
ción en todo el mundo (Banco Mundial, 
2022b).

La pandemia del COVID-19 causó un re-
troceso nunca antes visto en la pobreza 
a nivel mundial y ALC no es la excepción 
al pasar de 30,4% en 2019 a 32,8% en 
2020, mientras la pobreza extrema en la 
región pasó de 11,4% en 2019 a 13,1% en 
2020 según la CEPAL (2022a).

Al 2021 la región registra un 32,3% de po-
breza y 12,9% de pobreza extrema, ambas 
cifras por encima de niveles registrados 
en el periodo 2010 - 2019.
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Aunque los impactos de 
la pandemia y de las crisis 
económicas en general 
tienden a medirse en términos 
monetarios, hay costos sociales 
que se transforman en deuda 
social si no se solucionan 
oportunamente.

La pandemia del COVID-19 trajo consigo 
generaciones con pérdida de aprendiza-
je y tasas de mortalidad más altas que sin 
duda tendrán repercusiones importantes 
en el futuro de las sociedades y en el cre-
cimiento económico. Es muy probable que 
la pobreza alcance a millones de personas 
en el futuro y que se observen repercu-
siones en la productividad y en menores 
ingresos de quienes sufrieron el cierre 
extendido de escuelas (Banco Mundial, 
2022a). Asimismo, en términos de acce-
so a servicios básicos en la región existe 
un 25% de la población que no tiene una 
fuente de agua potable en todo momento 
y libre de contaminación, y según estima-
ciones de la CEPAL, el 66% de la población 
en ALC no tiene servicios de saneamiento 
gestionados de forma segura.

Otra forma de analizar las desigualdades 
entre países y regiones considerando in-
dicadores de salud, educación e ingre-
sos al mismo tiempo es a través del IDH3. 
Al analizar este indicador se observa las 
grandes diferencias entre regiones que 
se han mantenido a lo largo del tiempo y 
que dan cuenta del trabajo pendiente en 
materia de equidad (ver Gráfico 3). Resul-
ta impresionante que todavía en el siglo 
XXI las características de un niño en África 
Subsahariana causen que este tenga una 
expectativa de vida al nacer de 60 años, 
mientras que en ALC sea de 72 años y en 
el Este de Asia de 75,6 años. Estas dife-
rencias se dan por el acceso a salud y me-
dicamentos, ingresos, acceso a educa-
ción, y otros factores como género, etnia, 
lugar de residencia, entre otros. Según las 
Naciones Unidas (2023), algunas com-
binaciones de estos factores han llevado 
con frecuencia a una desventaja que co-
mienza temprano en la vida.

Otras situaciones similares se observan 
en las variables educativas que toma el 
IDH ya que una persona en ALC tiene un 
promedio de 9 años de escolarización, en 
contraste con los 10,6 años en Europa y 6 
de África Subsahariana.

3	 El IDH incluye indicadores como la esperanza de vida al nacer, los años de escolaridad de los adultos de 25 años y más y los 
años esperados de escolaridad de los niños en edad de ingresar a la escuela, y el ingreso nacional bruto per cápita (PNUD, 
2022).
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Gráfico 3. 
Índice de Desarrollo Humano por regiones

Fuente: PNUD (2022a).

Aunque este índice facilita el análisis del 
desarrollo humano no refleja las desigual-
dades en su totalidad, ya que hace falta in-
cluir otros indicadores en el análisis como 
la pobreza, protección social, empleo, 
etc., que determinan las oportunidades 
que tiene una persona a lo largo de su vida.

Ante las brechas socioeconómicas exis-
tentes, la protección social es un meca-
nismo que pretende garantizar los dere-
chos de todas las personas, con énfasis 
en las poblaciones más vulnerables. Esta 
necesidad de protección se evidenció 
sobre todo en la pandemia en donde el 
COVID-19 exigió la respuesta de los go-
biernos para proteger a la población. Sin 
embargo, la llegada de la pandemia agudi-
zó las diferencias entre países ricos y po-
bres y provocó una respuesta más lenta de 
los países de bajos ingresos, lo que a su 
vez puso en peligro la seguridad de todos. 

Evidencia de lo anterior se observa en el 
acceso a vacunación contra el COVID-19. 
En septiembre de 2021, la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) se fijó la meta 
de vacunación del 70% de la población 
global para mediados de 2022, en un mo-
mento en donde solo el 3% de las personas 
de los países de bajos ingresos se había 
vacunado con al menos una dosis, frente 
al 60,2% de los países de altos ingresos. 
Para marzo de 2022, 6 meses después 
de fijada la meta, se observó como de los 
10.700 millones de dosis suministradas en 
todo el mundo, solo el 1% había llegado a 
los países de bajos ingresos. Es decir, que 
a esa fecha 2.800 millones de personas 
en el mundo seguían esperando recibir 
su primera vacuna. Según un estudio el 
PNUD, si los países de bajos ingresos hu-
bieran alcanzado la misma tasa de vacu-
nación que los de altos ingresos en sep-
tiembre de 2022, su PIB habría aumentado 
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Gráfico 4. 
Población al 2020 cubierta por al menos una prestación de protección social 
(excluida la salud), %

Nota: Cifras de 2020 o último año disponible. 
Fuente: OIT (2021a). 

en USD 16.270 millones, que a su vez ha-
bría servido para atender otros problemas 
urgentes (Naciones Unidas, 2022b). 

A mayo de 2023, 3 de cada 4 personas o 
el 72,9% de personas de países de ingre-
sos altos han sido vacunados con al me-
nos una dosis, mientras que en los países 
de ingresos bajos solo 1 de cada 3 per-
sonas o el 33,84% han sido vacunados 
contra el COVID-19 (Global Dashboard for 
Vaccine Equity)4. 

La importancia de la protección social 
ante estos eventos se intensifica pero no 
se limita al ámbito de salud, sino que abar-
ca varias dimensiones de la vida. En este 

sentido, aunque la pandemia obligó a los 
gobiernos a dar respuestas a la ciudada-
nía, los esfuerzos siguen quedándose cor-
tos. Según cifras de la OIT, en 2020 ALC 
registró un 56,3% de la población cubierta 
por al menos una prestación de protección 
social (ver Gráfico 4), esto quiere decir 
que un importante 43,7% en la región no 
está protegido ante contingencias como 
enfermedad, desempleo, accidentes del 
trabajo o enfermedades profesionales, 
responsabilidades familiares, maternidad, 
discapacidad, pobreza, invalidez, y vejez. 
Esta falta de protección no solo se obser-
va en ALC sino que en regiones como Áfri-
ca, los Estados Árabes y Asia también se 
observan grandes brechas. 

4	 Para mayor información sobre equidad en la administración de vacunas en el mundo consultar el Tablero global para la equidad 
de las vacunas.

https://data.undp.org/vaccine-equity/
https://data.undp.org/vaccine-equity/
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Cuando el acceso a la protección social se 
distribuye de manera desigual, otros ries-
gos y desastres pueden exacerbar des-
igualdades existentes, debilitar la capaci-
dad de respuesta a crisis e incrementar la 
demanda de asistencia humanitaria. Ade-
más, la exclusión de determinados grupos 
y poblaciones de la toma de decisiones, 
junto con la falta de recursos económicos 
y de acceso a servicios también aumenta 
su exposición y vulnerabilidad ante ries-
gos ambientales. Es decir, la desigualdad 
se transforma en un círculo vicioso que se 
sigue reproduciendo dado que los países 
que generalmente enfrentan desastres 
naturales ven reducida su capacidad de 
respuesta existente y futura. 

De acuerdo al reporte de Riesgo Mundial5 
de 2021, los eventos naturales extremos 
como terremotos, tormentas, inundacio-
nes, sequías y el aumento del nivel del mar 
no solo dependen del cambio climático 
sino también de las condiciones y capa-
cidades de la sociedad. En este reporte 
se menciona que el riesgo a sufrir algún 
tipo de desastre natural es particularmen-
te alto en sociedades vulnerables. En los 
resultados por regiones, el Índice de Ries-

go Mundial (IRM) encuentra que Oceanía 
es el continente con mayor riesgo a nivel 
mundial (IRM 15,6), seguido de África (IRM 
8,93), América (IRM 7,88), Asia (IRM 5,8) y 
Europa (IRM 3,27). Estos resultados se ob-
tienen del análisis de las siguientes dimen-
siones: exposición a eventos naturales 
extremos, vulnerabilidad, susceptibilidad6 
(probabilidad de sufrir daño), capacidad 
de respuesta7 (para reducir consecuen-
cias negativas) y adaptación8. 

Según el IRM en 2021, el continente ame-
ricano obtuvo un puntaje de 7,88 para 34 
países, con un riesgo ligeramente menor 
que África (ver Gráfico 5). Un total de 13 
países de América Central y del Sur, como 
Dominica (IRM 27,42), Antigua y Barbuda 
(IRM 27,28), Guyana (IRM 21,83), Guate-
mala (IRM 20,23) y Costa Rica (IRM 17,06) 
se ubican en la categoría de mayor riesgo. 
En términos de vulnerabilidad, Haití es el 
único país de la región en la categoría muy 
alta (puesto 15 en el ranking mundial) y la 
mayoría de los países del continente tiene 
una vulnerabilidad alta y media, mientras 
que dentro de los países menos vulnera-
bles se incluye únicamente a Estados Uni-
dos y Canadá.

5	 El IRM evalúa el riesgo de desastres para 181 países y cubre el 99% de la población mundial. El índice fue desarrollado por 
Bündnis Entwicklung Hilft en cooperación con la Universidad de las Naciones Unidas en Bonn y se calcula desde 2018 por el 
Instituto de Derecho Internacional de la Paz y los Conflictos Armados (IFHV) de la Universidad Ruhr de Bochum.

6	 Susceptibilidad incluye indicadores de: infraestructura pública, nutrición, pobreza, distribución de ingresos.   
7	 Capacidad de enfrentar el evento incluye indicadores a nivel de gobiernos como corrupción, índice de fragilidad, políticas de 

administración de riesgos, servicios médicos, seguridad social.
8	 Adaptación incluye: indicadores de educación, equidad de género, protección del ambiente, estrategias adaptativas, e inver-

sión en salud.
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Por otro lado, los resultados del IRM por ni-
veles de ingresos evidencian que los paí-
ses de ingresos altos e ingresos medios 
altos presentan menor riesgo que los paí-
ses de ingresos medios bajos y bajos. Asi-
mismo, al analizar las emisiones de CO2 
per cápita versus la distribución de ingre-
sos se evidencia que a nivel mundial el 
50% inferior emite en promedio 1,6 tonela-
das por año y aporta el 12% al total de emi-
siones. El grupo que tiene el 40% de los 
ingresos mundiales emite 6,6 toneladas y 
aporta con el 40,4% del total. Por su parte 
el 10% superior emite 31 toneladas y apor-
ta el 47,6% del total; mientras que el 1% de 
la población mundial emite 110 toneladas 
(16,8% del total). Esto quiere decir que el 
1% de la población mundial, 77 millones de 
personas, emite más que toda la mitad in-
ferior de la población (3.800 millones de 
individuos). Las cifras de desigualdad no 
se detienen ahí, sino que el Reporte de In-
equidad Mundial señala que actualmente 

además de la gran desigualdad entre paí-
ses en las emisiones de carbono, también 
existen desigualdades aún mayores en las 
emisiones entre individuos (Chancel, et 
al., 2022).

Lo que todas estas cifras dejan ver es que 
al final del día, las desigualdades no son 
realidades lejanas que deben tratarse en-
tre países y mucho menos entre regiones, 
lo que estas cifras indican es que las des-
igualdades en todas las dimensiones se 
generan entre ciudadanos. Es decir, que 
no se debe buscar muy lejos el origen de 
estas, ya que surgen y se reproducen en 
el día a día, en cada ámbito del ser huma-
no y por tanto las soluciones también se 
encuentran en esos niveles. La siguiente 
sección intenta analizar cómo la sociedad 
civil ha ido evolucionando en el camino 
para aportar a la reducción de desigualda-
des y la construcción de sociedades más 
justas y resilientes. 

Gráfico 5. 
Índice de Riesgo Mundial, 2021

Fuente: IFHV (2021).
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2.2. Las organizaciones de la 
sociedad civil en América 
Latina y el Caribe

El cambio de temporalidad y de épocas 
debido a distintos factores políticos, cul-
turales y sociales, ha llevado a que la so-
ciedad en general adquiera nuevas formas 
de interrelacionarse con los diferentes 
sectores, surgiendo así el Tercer Sector 
(Rodríguez, 2005). Aunque no hay una 
fecha establecida de la aparición de las 
organizaciones de la sociedad civil (OSC) 
en la región, se toman las coyunturas po-
lítico-sociales de los años 60s hasta los 
80s como referencia de las primeras OSC 
(Quinde, 2017). 

Entre las causas de su aparecimiento es-
tán los principios de solidaridad y bien co-
mún; es decir,

la sociedad civil surge como 
un espacio fuera de lo estatal 
para cambiar la realidad pública 
que interpela a los territorios y 
poblaciones, “que permitan pasar 
de la situación actual a la situación 
deseada” (Di-Ciano, 2016, pág. 1).

En este sentido el siglo XX estuvo marca-
do por el protagonismo de grandes acto-
res asociados a la estructura económica, 
como obreros y campesinos, que forma-
ron colectividades y cuya preocupación 
central era la distribución o el control del 
proceso económico y sus recursos cen-
trales. Sin embargo, con la llegada de los 

nuevos fenómenos socio-políticos que 
interpelan al mundo contemporáneo, la 
sociedad civil organizada trajo consigo 
respuestas a los nuevos objetivos de la 
sociedad (Marín Aranguren, 2017).

Estos nuevos actores sociales ya no están 
asociados únicamente a su ubicación en la 
estructura de producción ni definidos por 
el trabajo, sino que alinean sus demandas 
a ejes más básicos de la vida y se han es-
tablecido como agentes del desarrollo al 
interior de una sociedad en temas como: la 
identidad personal, los derechos humanos, 
las condiciones de subsistencia, la defensa 
del ambiente para la vida y las formas de vida 
de los pueblos (Nun, 1989). La experiencia 
política, social y cultural que han tenido di-
ferentes países ha generado que las OSC 
se estructuren con el objetivo de atender a 
dichos problemas que suscitan bajo dife-
rentes contextos. Por lo tanto, en las OSC 
se ve un potencial cambio a las realidades 
que acometen y se siguen reproduciendo 
en el mundo como la desigualdad social, y 
otras situaciones y eventos adversos como 
la pandemia de COVID-19 que tuvo efec-
tos multidimensionales mencionados en la 
sección anterior9. 

Hoy en día se destacan los denominados 
nuevos movimientos sociales que involu-
cran y promueven procesos de reafirma-
ción de la identidad y la redefinición de la 
ciudadanía, más allá de las demandas de 
los colectivos. Los nuevos movimientos 
sociales de la región se sostienen también 
desde la revalorización y la recuperación 

9	 En el Informe del COVID-19 en América Latina y el Caribe de ONU Mujeres, se identifica a la región de ALC como un contexto 
de diferentes problemáticas socioeconómicas antes de la pandemia y que se agravó con la nueva coyuntura que experimen-
taba el mundo entero. También se mencionó en el IV Foro de CEPAL la necesidad de reforzar la cooperación interregional 
frente a la pandemia del COVID-19 y la búsqueda del cumplimiento de la Agenda 2030.
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de la cultura, afirmando la identidad de los 
pueblos y sectores sociales históricamen-
te excluidos como mujeres e indígenas. 
Estos movimientos sociales también inter-
pelan la privatización de la relación socie-
dad-naturaleza, propia de la globalización 
neoliberal. Tensionan el mercado y la so-
ciedad del consumo que busca la apro-
piación de todo y de todos como objetos. 

De la mano del trabajo de las OSC en es-
tos importantes objetivos sociales, la auto-
nomía también aparece como una meta a 
alcanzar, apoyada de la conformación de 
redes, plataformas y otras estructuras. En 
esta línea, desde 2018 se ha reevaluado la 
funcionalidad e incidencia -en diferentes 
aspectos- que tienen estas organizacio-
nes, y con el objetivo de darles una nue-
va visibilidad dentro de la región se crea 

el Mecanismo de Participación de la So-
ciedad Civil en América Latina y el Caribe 
para el Desarrollo Sostenible (MeSCALC) 
para darle una mayor representatividad a 
las OSC de la región dentro de la Agenda 
203010. A través de este mecanismo y de 
foros regionales como la Quinta Reunión 
del Foro de los Países de América Latina y 
el Caribe sobre el Desarrollo Sostenible, las 
OSC han avanzado en una mayor vincula-
ción en torno a varios objetivos de la Agen-
da, generándole un nuevo perfil a la so-
ciedad civil organizada frente a los planes 
de desarrollo sostenible que se plantean 
e implementan dentro de cada país (CE-
PAL, 2022b). De esta forma, las OSC de 
la región se han vinculado con diferentes 
actores (por ejemplo, con diferentes pode-
res del Estado), con el objetivo de incidir y 
aportar en los planes de desarrollo locales. 

10	 La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible fue consensuada en el 2015 por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
teniendo como objetivo la sostenibilidad económica, social y ambiental de los países miembros de la ONU.

Con esta nueva proyección y representación a nivel regional, las OSC han ge-
nerado objetivos en común para trabajar temáticas de diferentes contextos pro-
pios de Latinoamérica, mostrando un gran potencial como “agente de desarro-
llo” en políticas públicas que busquen:

1)	 Promover el desarrollo humano en cada país;

2)	Aportar al desarrollo del capital social local y

3)	Participar en el desarrollo local (MeSCALC, 2021). 

En función de estos objetivos, las OSC se alinean y aportan a la reducción de la des-
igualdad desde un enfoque de generación de mejores oportunidades y de desarro-
llo de los países.
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Estos tres enfoques han sido el denomina-
dor común que ha motivado al MeSCALC a 
articularse más en los procesos de cambios 
sociales y políticos al interno de la región11 
(CEPAL, 2017). Por último, vale la pena 
mencionar que los procesos de las OSC 
en favor de cambios sociales son guiados 
por varios principios: la protección de los 
derechos humanos; estándares de partici-
pación laboral con igualdad de género; sin 
ningún tipo de discriminación y en paridad; 
sustentabilidad económica; con integridad 
ecológica; interrelación de las tres dimen-
siones del desarrollo social, económico y 
ambiental; con un enfoque intergeneracio-

nal e intercultural; con apertura para imple-
mentar nuevas agendas y con rendición de 
cuentas en cada organización.

Todos estos principios marcan el camino 
de las OSC en la región, y como se verá 
en los casos de estudio más adelante, 
existen muchos ejemplos de OSC que, en 
la búsqueda de sociedades más equita-
tivas, crean nuevas formas de responder 
a grandes problemas. Esto es, en otras 
palabras, OSC que se apoyan en la inno-
vación para ofrecer mejores soluciones 
ante las desigualdades de las sociedades 
latinoamericanas.

11	 Revísese el documento oficial de CEPAL sobre la creación de este mecanismo de participación de las OSC a nivel regional. 

https://foroalc2030.cepal.org/2018/sites/default/files/mecanismo_de_participacion_fpalcds_final_002.pdf
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Una vez comprendidos los conceptos, el 
contexto de la desigualdad en la región y 
el rol de las organizaciones de la sociedad 
civil, se desarrollan a continuación cuatro 
casos de estudio sobre Argentina, Ecua-
dor, Guatemala y Perú. En cada caso de 
estudio se aplica un enfoque de investi-
gación cualitativa y cuantitativa de corte 
exploratoria y descriptiva. 

En los casos de estudio se realiza una revi-
sión de información de fuentes secunda-
rias oficiales para analizar la evolución de 
indicadores de desigualdad que explican 
la situación actual de los cuatro países. 
Posteriormente se realiza una revisión bi-
bliográfica o del estado de arte en torno 
a las OSC, para identificar sus diferentes 
dinámicas, los roles que cumplen y las for-
mas de incidencia dentro de cada país. 

Como parte de los casos de estudio se 
realizó una recolección de datos primarios 
a través de entrevistas exploratorias que 
permita un acercamiento directo a las per-
sonas-objetivos con el fin de recolectar 
información clave y, también, analizar opi-
niones en torno a los temas a tratar.

Estas entrevistas se enfocaron en recoger 
información en torno a las OSC y su rol 
dentro del país, al mismo tiempo de pro-
ducir un marco referencial desde las per-
sonas entrevistadas para otros temas de 
interés sobre las OSC.

Finalmente, en cada caso de estudio se 
detallan tres iniciativas innovadoras de la 

sociedad civil. Las iniciativas innovadoras 
de carácter social nacen desde el diag-
nóstico contextual de una población, en 
relación a una temática, para impulsar me-
canismos y estrategias que tengan más 
incidencia en comparación con proyec-
tos de implementación que no consideran 
este diagnóstico previo12. Para este estu-
dio las iniciativas fueron seleccionadas en 
función de las siguientes características: 

Soluciones innovadoras 

Con resultados y efectos 
medibles

Incidencia

Escalables a política pública

Articulación con grupos de 
interés 

En la identificación de las iniciativas se 
busca contar con proyectos presentes 
en zonas urbanas y rurales, con el uso 
de la tecnología como una característi-
ca importante aunque no excluyente, en 
las que además se utilicen metodologías 
participativas, que tengan efectos medi-
bles en la población objetivo e incidencia 
en el sector público institucional o en el 
sector privado.

12	 Conceptualización de David Peat (2010) en su texto “Acción Suave: Alternativas innovadoras para un mundo en crisis”.
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4.1.
Argentina: desigualdades 
socioeconómicas y el rol 
de la sociedad civil 

Argentina es un país que se caracteriza 
por poseer una de las mayores super-
ficies de la Tierra13, y cuenta con una 
población de 46.044.703 de personas 
divididas en 24 jurisdicciones (INDEC, 
2022). Esta caracterización es muy 
importante, dado que permite identi-
ficar el contexto de un extenso territo-
rio que posee serias diferencias intra 
e inter jurisdiccionales. En términos de 
desarrollo socioeconómico, hace cua-
tro décadas Argentina presenta ciclos 
reiterados de desarrollo seguidos por 
fuertes desbalances, que se manifies-
tan en dificultades para crecer de forma 
sostenible y sostenida. El crecimiento 
económico en términos de PIB ha sido 
volátil, combinando periodos de muy 
alto crecimiento con caídas abruptas y 
prolongadas como la del año 2000 con 
-10,9%, en el 2005 con -5,9% o la del 
año 2020 con -9,9% (Banco Mundial, 
2023a). 

La contracara de estos desbalances y 
en especial de las crisis macroeconó-
micas es el aumento y la persistencia de 
elevados índices de pobreza, desigual-

dad y crecimiento de la informalidad, 
que no logran disminuirse sustantiva 
y sostenidamente a pesar de distintas 
políticas sociales implementadas a lo 
largo de los años. A esta realidad, se 
suma que la pandemia por el COVID-19 
encontró al país en una situación eco-
nómica y social frágil:

“la economía no había 
repuntado tras dos años de 
recesión, la inflación superaba 
el 50% y la pobreza afectaba al 
35,5% de la población” (PNUD, 
2020, p. 4).

La pandemia generó una contracción 
del empleo registrado que agravó la si-
tuación preexistente y reforzó razones 
estructurales que limitan la efectividad 
de las políticas sociales para hacer 
frente a la desigualdad.

Las dificultades y desafíos del país son 
muchos por lo que en el presente caso 
de estudio se recurre a distintas dimen-
siones de la sociedad que están íntima-
mente relacionadas para proponer una 
mirada de Argentina más allá de la co-
yuntura y reflexionar sobre el papel de 
la sociedad civil como un actor esen-
cial que, en alianza con el Estado y los 
actores privados, contribuye a palear 
las dificultades que son vastas. 

13	 Ocupando el octavo lugar a nivel mundial, el cuarto en el continente americano (luego de Canadá, Estados Unidos de América 
y la República Federativa de Brasil) y el segundo entre los países latinoamericanos. Según el Instituto Geográfico Nacional, la 
extensión de las tierras emergidas, alcanza los 3.761.274 km2 incluyendo los ámbitos terrestres, cuya soberanía es reclamada 
por el Estado nacional. De ellos, 2.791.810 km2 corresponden a la parte continental americana, 965.597km2 al continente an-
tártico y 3.867 km2 a las islas australes (Georgias del Sur y Sándwich del Sur) (República Argentina, s.f.). 



Aportes de la sociedad civil para la construcción de equidad en América Latina

35

4.1.1. Desigualdades 
socioeconómicas 

En el año 2022, en el marco del 20 aniver-
sario de la medición del IDH en Argentina, 
el PNUD publicó el Mapa del Desarrollo 
Humano (2022b) del país en donde se 
pueden identificar dos momentos rele-
vantes. Un primer momento, marcado por 
un aumento del IDH del 0,834 al 0,84714 

para el periodo comprendido entre 2010-
2016 y un segundo momento con una re-
ducción del índice para el marco temporal 
2017-2021 que desciende hasta 0,842.

Se trata de una variación negativa que lle-
va al índice a disminuir a valores cercanos 
a los de 2011 y que en parte se explica por 
la frágil situación económica del periodo 
pre pandemia y los efectos de la irrupción 
del COVID-19 en el país.

Al analizar las categorías que abarcan el 
IDH se evidencian grandes diferencias en-
tre ellas ya que mientras salud y educación 
son categorías que mejoran15 en el tiempo, 
la dimensión de ingreso muestra mayores 
descensos. De esta manera, la fuerte vola-
tilidad macroeconómica del país y el des-
censo constante en el nivel de ingresos de 

la población explica los niveles elevados 
de pobreza con picos realmente altos en 
periodos como la hiperinflación de 1989 
con 47,3%.

Además, en la última década la reducción 
de la pobreza se ha estancado hasta alcan-
zar niveles del 37,3% en 2021 (Banco Mun-

Gráfico 6.
Índice de Desarrollo Humano de Argentina

Fuente: PNUD (2023a).

14	 Téngase presente que el valor del IDH está comprendido en un rango de 0 y 1; cuanto más se aproxima a 1, mayor es el nivel 
de desarrollo humano.

15	 Cabe aclarar que en el estudio del PNUD citado los datos de la esperanza de vida para el año 2021 no incorporan las con-
secuencias producidas por la pandemia debido a que al momento de realizarse su medición no estaban aún publicados los 
datos oficiales, y se estimó en base a proyecciones (véase Anexo metodológico para más detalle).
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dial, 2023a), en parte por la volatilidad de los 
ingresos y otros factores asociados como 
la incertidumbre, y la debilidad institucional, 
que en conjunto no han permitido a la po-
blación estar preparada ante los recurren-
tes episodios de crisis (Gasparini, Tornarolli, 
y Gluzmann, 2019). Adicionalmente, en Ar-
gentina desde hace más de una década, la 
desigualdad en la distribución de los ingre-
sos o coeficiente de Gini, se ha mantenido 
en niveles superiores a 0,40 y al 2020 este 
indicador se ubicó en 0,423. 

Es evidente entonces que Argentina es un 
país con un desarrollo humano desbalan-
ceado al que se debe sumar otros factores 
agravantes como la informalidad laboral, 
que según el PNUD (2020) presenta “un 
número duro en las últimas décadas que 
se ubica entre el 35% y el 40% de los y las 
trabajadoras”, y que, al igual que la pobre-
za no se revierte sustancialmente en los 
mencionados periodos. En esta dimen-
sión, las grandes brechas se observan 
también en el nivel de ingresos por género, 
ya que, según el Observatorio de las Vio-
lencias y Desigualdades por Razones de 
Género, al 2021 las mujeres en Argentina 
recibieron un ingreso en promedio 28,1% 
menor que el ingreso de los hombres. Esta 
brecha es aún mayor si se analiza los in-
gresos del empleo informal, en donde las 
mujeres reciben un 34,6% menos que los 
hombres, mientras que en el empleo for-
mal o registrado las mujeres reciben ingre-
sos 23,9% menores que el de los hombres. 
Además, Gasparini, Tornarolli, y Gluzmann 
(2019) encuentran que, al comparar la 

participación laboral por nivel de pobre-
za y género, en el caso de los hombres no 
existe diferencias significativas, mientras 
que solo la mitad (46,7%) de las mujeres 
adultas en condición de pobreza crónica 
participan del mercado laboral frente a las 
mujeres no vulnerables (90,4%).

Por otro lado, la tasa nacional de partici-
pación en el mercado laboral se redujo del 
47,2% en 2019 al 42,3% en 202016, mien-
tras que la tasa de desocupación pasó del 
9,7% al 11,7% en el mismo periodo, y en 
particular, para las mujeres, la tasa de des-
ocupación pasó del 10,8% al 13,1%. 

En esta misma línea, se observa 
que el 63,8% de la población 
accede al menos a una prestación 
de protección social (al 2020) 
sin incluir el sistema de salud. Lo 
que implica que un 36,2% de la 
población permanece excluida de 
la protección social (OIT, 2021a). 

En términos de educación también se 
observan brechas ya que solo el 58% de 
los mayores de 25 años terminaron la se-
cundaria, según los datos de la Encuesta 
Permanente de Hogares (EPH) en la zona 
urbana (Observatorio de Argentinos por 
la Educación, 2022). La decisión de con-
tinuar con estudios superiores está de-
terminada en gran medida por el nivel de 
ingresos y el acceso, una muestra de esto 
es que menos del 30% de los jóvenes de 
los dos deciles más bajos de ingresos de-
cide continuar con algún tipo de estudio. 

16	 Según datos del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (2021).
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Gráfico 7.
Gasto público social en educación, USD per cápita y como porcentaje del PIB

Fuente: CEPAL (2022a).

En relación a la dimensión salud, se obser-
van cifras más alentadoras ya que el país 
registra un 9,5% de gasto público en salud 
al 2019 que se ubica por encima del 6,8% 
de la región (CEPAL, 2022a). Sin embar-
go, aun cuando este indicador ha perma-
necido relativamente alto y creciente en 
la última década, el Informe de Naciones 
Unidas sobre los efectos de la pande-
mia en Argentina (2020) evidencia que 
la pandemia exacerbó vulnerabilidades 
estructurales preexistentes y profundizó 
la desigualdad. Esto se evidenció espe-
cialmente en asentamientos informales en 
donde la pobreza está muy concentrada.

Según las Naciones Unidas (2020a) el 
89% de asentamientos a inicios de la pan-
demia no contaba con un centro médico 
al cual acudir y el 11% de los hogares de 
asentamientos precarios no disponía de 
insumos de bioseguridad básicos como 
alcohol y gel debido a su alto precio. A su 
vez, se identificó que 3,6 millones de ho-
gares fueron afectados por las medidas, y 
que el aislamiento causó que un gran por-
centaje de hogares sufriera una reducción 
en sus ingresos que se acentuó de manera 
desigual en hogares vulnerables con me-
nor capacidad de hacer frente a las medi-
das, como: el 65% de hogares en villas y 

Al analizar la población que efectivamente 
asiste a la universidad entre 19 y 25 años 
se observa que solo el 12,4% de los jóve-
nes del decil más pobre de la población 
asiste a la universidad, frente al 46% de 
los jóvenes del decil más rico. Además, la 
desigualdad se acentúa mientras avanzan 
los años de educación universitaria ya que 

la permanencia se concentra en los deci-
les superiores (Observatorio de Argenti-
nos por la Educación, 2022). En contraste, 
el gasto público en educación en Argenti-
na no ha superado los USD 190 per cápita 
o el 1,5% del PIB en los últimos cinco años, 
proporción que queda corta frente al pro-
medio de ALC de 4% para 2021.
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asentamientos con reducción de ingresos, 
hogares con personas con discapacidad 
(65%), beneficiarios de la Asignación Uni-
versal por Hijo (70%) y hogares con cinco 
o más miembros (75%) (Naciones Unidas, 
2020). 

Otra dimensión en la que se observan bre-
chas es en el medio ambiente y los efec-
tos del cambio climático. Si bien Argentina 
emite 4,12 toneladas (t) per cápita al año 
de CO2, una cifra por encima de las emi-
siones de países como Ecuador (2,32 t), 
Bolivia (1,93 t), Colombia (1,78 t), y Gua-
temala (1,15 t), estos niveles son mucho 
menores que los de países contaminantes 
como Estados Unidos (14,85 t) y China 
(8,04 t). Aun así, el Ministerio de Ambien-
te y Desarrollo Sostenible de Argentina ha 
identificado algunos riesgos del cambio 
climático:

Potencial crisis de agua en zonas 
como Mendoza, San Juan y 
Comahue;

Precipitaciones extremas e 
inundaciones;

El retroceso de caudales medios 
de los ríos de la cuenca del Plata;

Aumento del nivel del mar, entre 
otros riesgos.

Adicionalmente, se debe tomar en cuen-
ta que los efectos finales del cambio cli-
mático se evidencian, como se mencionó 
en anteriores secciones, en la calidad de 
vida y de respuesta de las poblaciones 
más vulnerables que no cuentan con he-
rramientas para hacer frente a los cambios 
climáticos que desde ya se observan. 

Es evidente entonces que son necesarias 
políticas integrales que tomen en cuenta 
la multidimensionalidad de las desigual-
dades y sumen a los distintos actores 
para lograr niveles básicos de legitimidad 
y consenso a la hora de su implementa-
ción efectiva. Los desafíos para el futuro 
son grandes y por tanto resulta de suma 
relevancia la visibilización, inclusión y ar-
ticulación con la sociedad civil para poder 
desarrollar estrategias que permitan con-
tribuir a la reducción de la desigualdad en 
el país de manera articulada con los de-
más sectores del país. 

4.1.2. La sociedad civil en 
Argentina 

En Argentina la propagación de las OSC 
se da en la década de los noventa de la 
mano de las medidas políticas, económi-
cas y sociales que surgen del Consenso 
de Washington, la reducción del Estado 
y por la incapacidad estatal de proteger 
y fomentar el ejercicio de los derechos 
como la igualdad (Facciuto, 2009).

De la mano de estas políticas se concibió 
la idea de que el sector privado sería el 
generador de ganancias que regresarían 
a la población a través del bien común y 
a través de fundaciones creadas por em-
presas. El objetivo principal de estas figu-
ras sería la donación de recursos a otras 
organizaciones de la sociedad civil enfo-
cadas en la reducción de desigualdades. 
Al mismo tiempo, a partir de esta década, 
el Estado empieza a reconocer al tercer 
sector a través de la Secretaría de Desa-
rrollo Social, como interlocutor en el sector 
social. Esto se evidenció en el primer cen-
so nacional de organizaciones comunita-
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rias y en la implementación de programas 
con participación de las OSC (González y 
Campetella, 2014).

De esta manera, las OSC adquieren ma-
yor visibilidad y empiezan a desplegar 
estrategias adaptativas según menciona 
Vallarino (2009). Con el tiempo las OSC 
empiezan también a ser reconocidas por 
su capacidad de articular con diferentes 
actores y por su rol potencial en la integra-
ción social y participación en los asuntos 
públicos. Además, las OSC pasan a ser 
consideradas como actores eficientes en 
la administración de recursos escasos y 
son convocadas en donde se busca trans-
parencia y control sobre los funcionarios 
públicos (Campetella y González, 2000).

En este sentido, las OSC en 
Argentina desempeñan un 
papel crucial en el desarrollo 
de la sociedad, la promoción 
de los derechos humanos, el 
bienestar del país y la reducción 
de las desigualdades sociales y 
económicas. 

Además, en los últimos años, según Se-
bastián Cañón, presidente del Foro del 
Sector Social, la relación de las OSC con 
el sector privado también ha evoluciona-
do hasta comprender de mejor manera 
el impacto social que las actividades de 
una empresa tiene sobre una comunidad 
y que es justamente en este espacio en 

el que las OSC “pueden dar una mano y 
aportar a una relación armoniosa entre las 
comunidades y el sector privado” (Entre-
vista a Sebastián Cañón del Foro del Sec-
tor Social, 2023).

Por otro lado, en un esfuerzo por conocer 
más a fondo la realidad de las OSC de Ar-
gentina, RACI17 (2021) realizó una encuesta 
a 270 organizaciones distribuidas a lo lar-
go del país y se encontró que el 63% de las 
OSC encuestadas atienden en promedio a 
más de 100 personas. Es decir, que solo un 
30% de las OSC se dedica a la atención de 
poblaciones pequeñas (menores de 100 
personas), mientras un gran porcentaje 
de OSC trabaja con grupos de 100 hasta 
5.000 personas cada una, entendiendo al 
apoyo como las actividades que las OSC 
desarrollan en materia de promoción y ga-
rantía de derechos humanos (económicos, 
sociales y culturales, género, inmigrantes, 
discapacidad, derechos de los trabaja-
dores, libertad de expresión, libertad de 
prensa, etc.), fortalecimiento de la socie-
dad civil (apoyo a emprendedores socia-
les, voluntarios, activismo, ayuda comuni-
taria), educación, reducción de la pobreza 
e inclusión, cultura y salud (epidemias, re-
producción, maternidad, VIH/Sida, investi-
gación médica, asistencia médica básica), 
entre otras actividades.

La encuesta también pone al descubierto 
que la pandemia dio a relucir las fortalezas 
internas de las OSC como: el compromi-
so del equipo de trabajo, la adaptabilidad 
para migrar el trabajo a una modalidad 
virtual y la posibilidad de mantener un 

17	 RACI es una federación compuesta por 180 organizaciones de la sociedad civil de Argentina que trabaja para fortalecer y 
promover acciones coordinadas con el sector, con el objetivo de contribuir, de manera articulada, a la transformación social 
de Argentina y de la región.
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contacto fluido con la población objeti-
vo (RACI, 2021). En esta línea, Sebastián 
Cañón menciona que la pandemia tam-
bién agilizó “algunos procesos que ya se 
estaban dando en cuanto a capacidad de 
reacción” y que las OSC mostraron una 
capacidad de adaptación mucho más ágil 
que la del Estado (Entrevista a Sebastián 
Cañón del Foro del Sector Social, 2023). 
Sin duda la pandemia impuso limitaciones 
al trabajo cotidiano de las OSC y provo-
có la pérdida de referentes, pero también 
evidenció la capacidad de las OSC “para 
reinventarse en tiempos de crisis” (Entre-
vista a Agustina Gradin de FLACSO Ar-
gentina y a Adriana Roffman del Observa-
torio del Conurbano, 2023). 

Todo esto se da en un escenario en el 
que los recursos no se han incrementado 
sustantivamente o se han mantenido igual 
para las OSC tanto en Argentina como a 
nivel regional. Sin embargo, el trabajo de 
las OSC en la reducción de desigualdad 
sigue en pie y respondiendo a los desafíos 
y obstáculos que surgen a diario. 

4.1.3. Aportes de la sociedad 
civil para la construcción 
de equidad 

Las iniciativas de la sociedad civil en Ar-
gentina que trabajan en reducir la des-
igualdad son numerosas y cada vez en 
aumento. A continuación, se mencionan 
algunos ejemplos de iniciativas innovado-
ras que surgen de la sociedad civil y que 
han tenido efectos importantes en la co-
munidad o territorio en donde se ejecutan 

y que han llevado a generar cambios pro-
fundos en la vida de los beneficiarios. 

Por un lado se detalla la experiencia de 
Chicas en Tecnología cuyo principal obje-
tivo es fomentar la participación de niñas y 
adolescentes en la ciencia y la tecnología 
como una herramienta para acortar la bre-
cha de género y como una forma de otor-
garles otras oportunidades en términos 
de inserción en el mercado laboral y con 
ello contribuir a disminuir las desigualda-
des sociales y económicas. Por otro lado, 
se detalla la experiencia de Fundación La 
Base que desde hace 18 años trabaja en el 
acompañamiento a grupos asociativos y 
empresas recuperadas para brindar herra-
mientas técnicas, financiamiento y capa-
citaciones, desde una perspectiva de gé-
nero integrada al financiamiento solidario. 
Esta fundación aporta a fortalecer la au-
togestión y el trabajo democrático. Final-
mente, se presenta la experiencia de Nilus 
que trabaja para reducir los costos de vida 
de las personas de bajos ingresos a través 
de la desintermediación de alimentos con 
un efecto evidente en el medio ambiente.

4.1.3.1. Chicas en Tecnología18 (CET)

Es una organización de sociedad civil ar-
gentina que desde 2015 busca visibilizar y 
reducir las brechas de género en discipli-
nas relacionadas con la ciencia y la tecno-
logía en Argentina, la región y el mundo. El 
trabajo de la organización se fundamenta 
en 6 pilares, siendo uno de ellos la innova-
ción tecnológica y, además, se alinea a 7 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 
de la Agenda 2030: reducción de des-

18	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Chicas en Tecnología.

https://chicasentecnologia.org/
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igualdades, educación de calidad, igual-
dad de género, trabajo decente y creci-
miento económico, industria, innovación e 
infraestructura, paz, justicia e instituciones 
sólidas y alianzas para lograr los objetivos. 

Desde esta organización se ejecutan varios 
proyectos intensivos en tecnología como 
“Programando un Mundo Mejor (PUMM)” 
con fines sociales y fomento de habilida-
des emprendedoras para jóvenes mujeres 
de 14 a 21 años. Las participantes trabajan 
en equipo para identificar problemas reales 
de su entorno y, en consecuencia, diseñar y 
construir una aplicación para solucionarlo de 
manera creativa, innovadora y con impacto.

Chicas en Tecnología 
trabaja con jóvenes en 18 
países de América Latina y 
en ese recorrido se ha ido 
generando un trayecto de formación 
integral en donde las jóvenes tienen 
diferentes etapas de acercamiento a 
las áreas tecnológicas.

Una de sus líneas de acción gira en torno 
a la motivación para aquellas que quieren 
descubrir de qué se trata la tecnología sin 
tener conocimientos previos. En definiti-
va, esto se enmarca como un proceso de 
exploración y de abrir el mundo tecnoló-
gico para poder visibilizar este tipo de re-
corridos, donde la falta de información es 
una gran barrera. Un segundo eje de este 
trayecto implica propuestas de formación 
inicial para que estas jóvenes puedan ga-
nar habilidades para llevar adelante su pri-
mer desarrollo tecnológico.

Además, entre las propuestas de forma-
ción y de sensibilización se busca promo-
ver una agenda de trabajo que evidencie 
la problemática detrás de la falta de par-

ticipación de mujeres en estas áreas y la 
importancia que tiene la motivación desde 
las primeras edades, según comenta Pau-
la Coto, directora ejecutiva de la Organi-
zación (Entrevista, 2023). Esto cobra vital 
importancia en un contexto nacional en 
donde, si bien existen muchos puestos de 
trabajo vacantes vinculados a la tecnolo-
gía, aún no está suficientemente visibiliza-
da la falta de participación de mujeres en 
estas áreas y el potencial que en ellas se 
encuentra. 

Los efectos de esta organización son evi-
dentes y medibles ya que solo en 2022 ha 
logrado crear 300 soluciones tecnológicas 
con impacto social de la mano de 4.000 
jóvenes de 15 países de la región. En 2022 
se incluyeron 1.120 nuevas integrantes y la 
organización ha logrado articular el trabajo 
con más de 120 organizaciones para faci-
litar el acceso de las jóvenes a redes, cur-
sos, talleres, becas, y mentorías. 

El trabajo de la organización también se 
centra en crear oportunidades para difundir 
e inspirar a las jóvenes a dar sus primeros 
pasos en la tecnología con la participación 
de empresas reconocidas de la industria, y 
en lo público ha logrado difundir la eviden-
cia sobre la brecha de género en tecnolo-
gía e incidir sobre la problemática al parti-
cipar en espacios de encuentro del sector 
público como en la Cámara de Diputados 
de la Nación. Las acciones y esfuerzos de 
CET le han merecido varios reconocimien-
tos, como el de “entidad que promueve 
los derechos de personas jóvenes” en el 
concurso Acciones Positivas 2022, el re-
conocimiento de “Idea Innovadora” en los 
Premios a la Innovación Nelson Mande-
la-Graça Machel 2021, y fueron ganadoras 
del “Inspiring & Innovating Science Awards 
2020” de Nature Research Awards, entre 
otros reconocimientos.  
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4.1.3.2. Fundación La Base19

La Base surge a finales del año 2004 lue-
go de un período de crisis económica en 
Argentina donde el número de empre-
sas recuperadas20 había crecido. Con la 
misión de fortalecer estos procesos de 
autogestión productiva, se construyó un 
Fondo Solidario para poder realizar un 
acompañamiento financiero a estas coo-
perativas y empresas recuperadas. Así, 
desde La Base, lograron brindar nuevas 
oportunidades a estos actores que que-
daban por fuera del sistema de fuentes de 
financiación tradicionales. 

Desde la organización se buscó construir 
una metodología para fortalecer colec-
tivos de trabajadores autogestionados 
(empresas recuperadas, cooperativas de 
trabajo, grupos asociativos), apostando 
a la horizontalidad y el trabajo democrá-
tico. Mencionan que sus herramientas de 
acompañamiento se apoyan en las finan-
zas solidarias en general, y el mesocré-
dito en particular; también en asistencias 
técnicas y capacitaciones. A través de 
mesocréditos o préstamos destinados a 
colectivos autogestionados cuyos mon-
tos permiten responder a sus necesida-
des y a la lógica de sus organizaciones, 
brindan financiamiento para fortalecerlos. 
Un aspecto a destacar según Leila Litman, 
es que este vínculo se forma y fortalece 
a través de la confianza, construyendo 
el proyecto a ser financiado en conjunto 
(Entrevista a Leila Litman de Fundación La 
Base, 2023).

Desde la organización se reconoce que el 
apoyo no puede ser solamente financiero 
y por eso se destacan actividades de asis-
tencia técnica en temas como gestión, 
producción, comercialización, comunica-
ción, género, entre otros. Estas activida-
des tienen lugar gracias a una “metodo-
logía propia que implica la construcción 
de vínculos personales y de confianza 
y un abordaje integral de los proyectos 
productivos” (Entrevista a Leila Litman de 
Fundación La Base, 2023). 

Uno de los puntos centrales e 
innovadores de esta iniciativa 
según comenta Litman, 
tiene que ver con incorporar 
perspectiva de género a las finanzas.

Así, se trabajan las desigualdades que 
atraviesan tanto las mujeres como las per-
sonas de otros grupos minoritarios, pen-
sando “en clave feminista desde las finan-
zas solidarias” (Entrevista a Leila Litman 
de Fundación La Base, 2023).

Con la lógica de siempre mantener el espíri-
tu de solidaridad y cooperativismo, La Base 
trabaja desde la construcción de respeto, 
de igualdad y de valorización del conoci-
miento de los y las trabajadores de las coo-
perativas para poder visibilizar a este sector. 

Se debe mencionar que posteriormente a 
la constitución de la fundación en 2008, 
se sumó la gestión de fondos públicos 
de la Comisión Nacional de Microcrédito 

19	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: La Base.
20	 Empresas o fábricas recuperadas se refiere a una forma de gestión organizacional en donde los trabajadores dirigen el pro-

ceso de producción después de un conflicto con la gerencia o su retirada como consecuencia de una situación de crisis.

https://labase.org/argentina/
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(CONAMI), ampliando su capacidad de 
acompañar a las unidades productivas au-
togestionadas. En sus primeros 15 años de 
historia, otorgaron más de 1.200 créditos 
a 208 cooperativas de trabajo, ubicadas 
en Ciudad de Buenos Aires y Gran Buenos 
Aires. El modelo presentado se expandió 
geográficamente en Argentina y el mundo, 
llegando así a la Provincia de Buenos Aires, 
Santa Fe y Mendoza, Nicaragua (2009) y 
Estados Unidos (2011), teniendo en cuenta 
el contexto y la realidad de cada territorio.

4.1.3.3. Nilus21

Nilus nace en 2016 como una OSC y pos-
teriormente en 2019 migra a un esquema 
de empresa B con el objetivo de generar 
acciones más sostenibles en el tiempo. 
Ady Beitler, su Co-Fundador y CEO, traba-
jó como Gerente de Proyectos en el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) durante 
9 años y al haber experimentado 3 años en 
Haití ayudando en la reconstrucción tras 
el terremoto de 2010, pudo comprobar de 
primera mano cómo los precios de los ali-
mentos son desproporcionadamente ca-
ros para las personas con menos ingresos, 
lo que dio origen a la idea central de Nilus. 

Esta organización busca resolver la inse-
guridad alimentaria de la población vul-
nerable reduciendo el costo de acceso a 
alimentos y artículos de primera necesi-
dad mediante el desarrollo de tecnología. 
Desde Nilus combinan las necesidades de 
distintos miembros de una comunidad en 
un único pedido al por mayor que les per-
mite bajar los costos y acceder a precios 

mayoristas, obteniendo ventajas logísti-
cas y de escala (Entrevista a Ady Beitler y 
Rosario Traverso, 2023).

El objetivo de esta iniciativa es hacer fren-
te a la inseguridad alimentaria facilitando 
el acceso a alimentos saludables a bajo 
costo. Además, ofrecen oportunidades 
a líderes de la comunidad, en su mayoría 
amas de casa, que buscan tener no sólo 
un ingreso suplementario sino también la 
oportunidad de hacer una diferencia den-
tro de sus comunidades.

Sabiendo que muchos alimentos aptos 
para el consumo son desechados por 
razones estéticas, desde Nilus compran 
frutas y verduras directamente a los pro-
ductores. Así, el sistema alimentario se 
vuelve más eficiente y se reduce su huella 
de carbono. Además, estos alimentos es-
tán a disposición del consumidor final y de 
otros actores, dándoles la oportunidad de 
acceder a alimentos de calidad con pre-
cios con descuentos. 

Nilus busca combatir la inseguridad 
alimentaria y bajar los costos de la 
pobreza desarrollando tecnología 
aplicada a sistemas de compra 
comunitaria.

La compra comunitaria es un 
sistema logístico basado en la 
tecnología que sirve para atender zonas 
subóptimas desde el punto de vista 
logístico, porque son demasiado pequeñas 
y remotas para prestarles servicio. 
(Entrevista a Ady Beitler y Rosario Traverso 
de Nilus, 2023)

21	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Nilus.

https://www.nilus.co/
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La compra comunitaria es un concepto 
que se venía “implementando en China, 
siendo muy eficaz en ciudades de cuar-
to nivel y comunidades rurales que son 
especialmente sensibles a los precios y 
operan en entornos comunitarios cerca-
nos” (Entrevista a Ady Beitler y Rosario 
Traverso, 2023). La iniciativa fue incubada 
en el Laboratorio de Innovación de Har-
vard, adaptándose el modelo a los barrios 
vulnerables de América Latina. Hoy en día 
este modelo se está implementando en 
Argentina desde diciembre de 2019 y en 
Ciudad de México desde abril de 2020 
y en Perú a partir de 2023 gracias a una 
alianza con la aceleradora de innovación 
del Programa Mundial de Alimentos.

Hasta la actualidad, ha alcanzado a más 
de 80 mil personas por mes. A su vez, 
aproximadamente 2.000 mujeres generan 
ingresos extra todas las semanas, benefi-
ciando también a sus comunidades con 
los alimentos y productos que no conse-
guirían en sus barrios dada la situación de 
bajos recursos en la cual se encuentran. 
En total, llevan “rescatados más de 3,7 
millones de alimentos, lo que implica 3,7 

toneladas de CO2 equivalentes evitadas.” 
(Entrevista a Ady Beitler y Rosario Traver-
so, 2023)

Según Beitler, esta iniciativa que nace des-
de la sociedad civil, tuvo un alcance tan 
importante, creciendo de forma sostenida 
hasta llegar a un crecimiento de 400% en 
el 2022 y que requirió su transformación 
al ámbito privado. Esta idea innovadora ha 
generado más de 8.000 pedidos al mes, 
que se traducen en la entrega de más de 
19 millones de alimentos nutritivos y de 
calidad, y un ahorro de las familias de más 
de un 25%. Actualmente, Nilus está certifi-
cada como empresa B, preocupada por el 
impacto social, económico y ambiental de 
sus acciones. 

El factor clave de esta estrategia, según 
indica uno de sus fundadores, es enten-
der que el mercado es un instrumento 
muy potente de impacto social y que para 
resolver un problema tan grande como el 
hambre, se requieren de personas y orga-
nizaciones comprometidas y que trabajen 
en la sostenibilidad de estas empresas 
sociales.
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4.2.
Ecuador: desigualdades 
socioeconómicas y el rol 
de la sociedad civil 

Ecuador ha experimentado desafíos sig-
nificativos en términos de desigualdad 
durante los últimos diez años, y a pesar 
de que se ha observado un crecimiento 
económico en este periodo, la distribu-
ción de los beneficios no se ha repartido 
de forma equitativa, contribuyendo así a 
la persistencia de la desigualdad.

Esto a su vez ha generado el aumento 
de la pobreza, y el deterioro de los in-
dicadores del mercado laboral, salud y 
educación, entre otros, que además se 

han recrudecido por los impactos de 
la pandemia del COVID-19.Las conse-
cuencias de la desigualdad, por largo 
tiempo estudiadas  (Wilkinson, 2009), 
ya se observan en la sociedad ecuato-
riana a través de indicadores de salud, 
delincuencia, violencia, acceso a un 
empleo digno y en los niveles de per-
manencia en el sistema educativo.

Aunque la Constitución del Ecuador 
está orientada a buscar la garantía de 
derechos, deberes y oportunidades 
para todos, en la práctica las políticas y 
normas no se cumplen por completo y 
las acciones del Estado son insuficien-
tes. Esto ha provocado que la desigual-
dad obstaculice el desarrollo y bienestar 
social (Berg, Ostry y Zettelmeyer, 2012). 

4.2.1. Desigualdades 
socioeconómicas 

Según cifras de la CEPAL (2022a), Ecua-
dor es un país con altos niveles de des-
igualdad, con un coeficiente de Gini de 
0,466 que ha ido en ascenso desde 2017, 

implicando un mayor nivel de desigualdad 
en la distribución de los ingresos. Si bien 
el país presenta una menor desigualdad 
que países como Brasil (0,537) y Colom-
bia (0,528), después de la pandemia por 
COVID-19, Ecuador registra niveles por 
encima del promedio regional de 0,460.

Gráfico 8.
Coeficiente de Gini de Ecuador y América Latina

Fuente: CEPAL (2022a). 
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Tabla 1.
Concentración del ingreso y de la riqueza por sectores sociales 2021 en Ecuador

Fuente: WID (2023).

Además, según la Base de Datos Mundia-
les de Inequidad (WID, 2023), el 10% más 
rico en Ecuador concentra el 48,4% de los 
ingresos y el 57,2% de la riqueza. Estos 
datos indican una alta desigualdad en la 
distribución de ingresos y riqueza, ya que 
solo un pequeño porcentaje de la pobla-

ción posee una gran parte de los recursos 
económicos. Este análisis es relevante 
dado que la concentración de la riqueza 
puede tener un impacto negativo en la re-
ducción de la pobreza y el mejoramiento 
de las condiciones de vida de la mayoría 
de la población.

Por otro lado, según el Banco Mundial, 
el país ha registrado pequeñas tasas de 
crecimiento económico, 4,2 en 2021 y 
2,9% en 2022, y los beneficios de este no 
han sido equitativos, por lo que las bre-
chas en ingreso, educación, salud y ac-
ceso a servicios básicos han contribuido 
a la persistencia de la desigualdad. Es 
por esto que, en el análisis de desigual-
dades, los ingresos son solo una parte de 
una compleja realidad, ya que también 
se debe considerar las capacidades y 
las oportunidades de las personas para 
vivir una vida digna. Así, por ejemplo, en 
términos del IDH el Ecuador se sitúa en 
0,740 al 2021, ubicándose en el puesto 
95 de un total de 191 países y territorios 
(PNUD, 2022a). Este indicador a partir de 
2016 registró valores en torno a 0,760. Sin 
embargo, en 2020 se redujo hasta 0,731, 

seguramente debido a los efectos de la 
pandemia del COVID-19 y sus repercu-
siones en la economía y los indicadores 
sociales. 

Por su parte, la pobreza 
durante los últimos años ha 
sido un desafío persistente 
y complejo, influenciado por 
diversos factores estructurales 
y socioeconómicos.

De acuerdo al Instituto Nacional de Es-
tadísticas y Censos (INEC) a junio 2022 
(INEC, 2022), la pobreza a nivel nacional 
se ubicó en 25,0% y la pobreza extrema en 
10,7%. Las poblaciones de las zonas rura-
les son las más afectadas ya que la pobre-
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Gráfico 9.
Porcentaje de población en hacinamiento en Ecuador

Fuente: CEPALSTAT.

za alcanza al 42,9% frente al 16,7% de la 
población que vive en zonas urbanas. De 
igual manera, la pobreza extrema (22,7%) 
en zonas rurales supera ampliamente a la 
de zonas urbanas (5,2%). Esta situación es 
aún más difícil para las mujeres ya que el 
28,5% se encuentra en pobreza y el 11,2% 
en pobreza extrema, frente al 26,8% de los 
hombres en pobreza y el 9,8% en pobre-
za extrema, evidenciando que las mujeres 
son, sistemáticamente, más pobres que 
los hombres en el país. 

Otra característica importante de la po-
breza se relaciona con la etnia, ya que las 
personas indígenas han prevalecido en 
situación de pobreza de forma estructu-
ral en Ecuador con el 59% en situación 
de pobreza al 2021, seguidos por un 31% 

de afroecuatorianos, y un 29% de montu-
bios22. Mientras que la población menos 
representativa en esta condición son las 
personas autoidentificadas como blancas 
y mestizas (22%).

En términos de condiciones de vida de la 
población, el hacinamiento23 tiene un im-
pacto significativo en la calidad de vida ya 
que afecta la salud, bienestar emocional 
y oportunidades de desarrollo. En el país 
este indicador alcanza al 33% de la po-
blación, que se ve afectada por no tener 
acceso a privacidad en su propio hogar, 
que puede sufrir de estrés, dificultades en 
el desarrollo infantil y una mayor vulnerabi-
lidad en situaciones de emergencia como 
la vivida en la pandemia por problemas de 
vulneración de derechos.

22	 Los montubios son un pueblo de origen campesino que habita en las zonas rurales de las provincias costeras del país como 
Guayas, Los Ríos, El Oro y Manabí.

23	 De acuerdo a la CEPAL se considera hacinamiento a la situación de aquellos hogares donde viven más de dos personas por 
habitación destinada en forma exclusiva para dormitorio.
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En el contexto laboral el país ha experi-
mentado diversos desafíos y transforma-
ciones en los últimos años, relacionados 
con la informalidad, la desigualdad sala-
rial, el desempleo y el subempleo. Según 
la información de la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT, 2021b), se reporta 
una tasa de desempleo del 7,6%, con un 
impacto significativo en los jóvenes. Ade-
más, se estima que más del 40% de los 
trabajadores se encuentran en la econo-
mía informal, lo que limita su acceso a la 
seguridad social. De hecho, al 2021 solo el 
47,9% de la población cuenta con al menos 

una prestación de protección social, ya sea 
contributiva o no contributiva (OIT, 2021b).

Otro de los desafíos del mercado laboral en 
Ecuador es la brecha en las tasas de ocu-
pación nacional diferenciadas por sexo 
que se detallan en el siguiente gráfico. Si 
bien antes de la pandemia se observaba 
una tendencia al incremento general en la 
tasa de ocupación para hombres y muje-
res, la pandemia causó descensos impor-
tantes, en donde las mujeres sufrieron un 
doble shock por la brecha previa existente 
y el efecto negativo de la pandemia.

En la dimensión de educación Ecuador ha 
experimentado diversos cambios para tra-
tar de promover la equidad educativa en 
cuanto al acceso de grupos vulnerables 
como personas en situación de pobreza, 
comunidades indígenas y grupos afrodes-
cendientes. Esto se ha traducido en tasas 
por encima del 90% de matriculación en 
educación primaria y secundaria baja, y 
un 79% de matriculación en el nivel Bachi-

llerato. Sin embargo, es importante consi-
derar que la tasa matriculación puede no 
reflejar otros desafíos educativos, como la 
calidad de la misma, la desigualdad en el 
acceso y la finalización de los estudios. En 
ese contexto, la población indígena y afro-
ecuatoriana tiene el menor porcentaje de 
asistencia al bachillerato con 59% y 53,1% 
respectivamente (Ministerio de Educa-
ción, 2020).

Gráfico 10.
Tasa de ocupación nacional en Ecuador, por sexo (%)

Fuente: OIT.
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Gráfico 11.
Gasto en salud en el PIB y gasto de bolsillo en salud en Ecuador (%)

Fuente: INEC (2023).

Asimismo, la deserción 
estudiantil es una consecuencia 
de problemas estructurales 
presentes en el país relacionados 
a la pobreza por ingresos y al 
acceso a servicios y bienes 
públicos, pero también al género. 

Ecuador es el tercer país con la tasa más 
alta de embarazo adolescente en la región, 
siendo esta la cuarta razón que obliga a las 
adolescentes a abandonar sus estudios 
(INEC, 2018). Por otro lado, se debe consi-
derar que el empobrecimiento de las fami-
lias por el contexto económico de los últi-
mos años ha generado un mayor riesgo en 
la población infantil, amenazada por la ex-
plotación laboral, trata de personas, violen-
cia doméstica y embarazos no deseados, 
entre otros (Care y ONU Mujeres, 2020).

Esta coyuntura afecta el acceso a servicios 
de educación y potencia las posibilidades 
de deserción escolar, sobre todo para las 

niñas y adolescentes. En este marco la 
cuarentena y las medidas de aislamiento 
impuestas por la pandemia del COVID-19 
colocó a la niñez ecuatoriana en una ma-
yor vulnerabilidad, pues se estima que un 
tercio de niñas y adolescentes en el país 
sufre de violencia doméstica (Care y ONU 
Mujeres, 2020).

Por su parte, en el ámbito de salud, Ecua-
dor ha ido incrementado la inversión en 
este sector a lo largo de los años, y aunque 
al 2019 el gasto público en salud se ubicó 
en 7,8% del PIB, la acción del Estado sigue 
siendo insuficiente. Esto se refleja en que 
el gasto de bolsillo en salud de los ecua-
torianos llega al 31% del gasto total que se 
destina a este rubro. Esto está en línea con 
las cifras de la CEPAL (2022a) que indican 
que, en promedio, los hogares de la región 
cubren más de un tercio del financiamiento 
de la atención de salud con pagos directos 
de bolsillo, lo cual implica que un importan-
te porcentaje de la población cubre gastos 
catastróficos y están en riesgo de quedar 
en situación de pobreza debido a esto.
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A este escenario se le debe sumar indi-
cadores alarmantes como la desnutrición 
crónica infantil que durante 2020 alcanzó 
al 23% de niños menores de cinco años a 
nivel nacional, siendo las zonas rurales las 
más afectadas. Asimismo, el porcentaje 
de nacidos vivos con bajo peso al nacer 
(menos de 2.500 gramos) se ha incre-
mentado desde el 2014, pasando de 8,5% 
a 9,1% en el 2018. Los índices son preo-
cupantes en términos de capital humano, 
la malnutrición es un estado patológico 
resultante de una dieta deficiente en uno o 
varios nutrientes esenciales o de una mala 
asimilación de alimentos, que afecta a la 
vida adulta en términos de productividad 
y oportunidades de ingreso. La desnutri-
ción infantil es uno de los efectos directos 
del hambre y se ha convertido en uno de 
los principales mecanismos de transmi-
sión intergeneracional de la pobreza y la 
desigualdad en países de América Latina, 
según afirma la CEPAL (2007).

De igual manera, el país tiene la tercera 
tasa más alta de embarazo adolescente 
en la región y tiene una tasa específica de 
nacidos vivos de mujeres adolescentes 
de 10 a 14 años en el 2018 de 2,2 (equi-
valente a la tasa global de fecundidad del 
país). En cuanto a las niñas menores de 14 
años, ocho de cada 100 adolescentes en 
esa edad se quedaron embarazadas de 
personas mayores de 30 años, y el 80% 
de embarazos en esa edad fue resultado 
de violencia sexual (UNICEF, 2020).

Otra dimensión en la que se observa des-
igualdad es en el medio ambiente. Ecua-
dor es uno de los 17 países con más bio-
diversidad del mundo y el primero si se 
considera la densidad existente de es-
pecies naturales por cada kilómetro cua-
drado (PNUD, 2023b). Aun con toda esta 

riqueza natural, Ecuador está en una po-
sición de alta vulnerabilidad dado su nivel 
de desarrollo y su localización geográfi-
ca. El país enfrenta amenazas vinculadas 
al cambio climático como el incremento 
en intensidad y número de sequías, el in-
cremento en lluvias, altas temperaturas y 
heladas, el incremento del nivel del mar, lo 
que ocasiona cambios para la población 
que vive cerca de las costas, así como 
degradación y aumento de incendios fo-
restales en los bosques de la Amazonía 
(FARO, 2020). Al 2019 ya había perdido 
el 40% de los glaciares en los últimos 30 
años y dos de las siete coberturas glacia-
res con las que cuenta el país ya se encon-
traban en riesgo inminente. De la mano del 
cambio de temperatura en el país se han 
identificado 26 especies de mosquitos 
que transmiten la Malaria y ponen en ries-
go de las poblaciones más expuestas y 
vulnerables que son por lo general las de 
menores recursos económicos.

Todo esto ocurre en un contexto de uso 
indiscriminado de energía, ya que la ma-
triz eléctrica de Ecuador está formada por 
un 49% de termoeléctricas, 46% de hi-
droenergía y 2% de energía renovable no 
convencional. Además, el país genera al 
año 4,1 millones de toneladas de residuos 
sólidos de donde solo el 6% es recicla-
do (PNUD, 2019). Pese a esta estructura 
energética, el Ecuador aporta con solo 
0,2% de las emisiones globales de gases 
de efecto invernadero (Banco Mundial, 
2023a), sin embrago se ubica en el pues-
to 55 de 181 países en el Índice de Riesgo 
Mundial con un riesgo alto a sufrir desas-
tres (IFHV, 2021).

Es evidente que todos los factores men-
cionados recrudecen los problemas es-
tructurales de Ecuador con impactos so-
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cioeconómicos que golpean a diversos 
grupos de la población y su capacidad 
de respuesta. La crisis sanitaria derivada 
de la pandemia del COVID-19 presionó al 
sistema de salud pública en Ecuador, po-
niendo en peligro los avances logrados en 
los últimos años, pero también afectó otras 
dimensiones como la económica, educa-
tiva, laboral y en general incrementó las 
desigualdades. Es en este contexto y ante 
la falta de capacidad de respuesta de la 
población y del Estado que la acción de la 
sociedad civil se torna indispensable para 
aportar a la construcción de una socie-
dad más equitativa, con acceso a mejores 
oportunidades y con soluciones innovado-
ras generadas desde y hacia la ciudadanía.

4.2.2. La sociedad civil en 
Ecuador 

A lo largo de su historia Ecuador ha teni-
do importantes experiencias en torno a 
luchas sociales, y tener consciencia de 
ello permite comprender, de mejor forma, 
la dinámica actual del espacio cívico y la 
manera en que las personas pueden orga-
nizarse y hacerse visibles frente al aparato 
estatal. Las OSC han tenido una transfor-
mación significativa en su rol dentro del 
país24, con base en los cambios políticos y 
administrativos en cada presidencia25.

La evolución de las OSC es un hecho rele-
vante para abordar la funcionalidad de és-
tas dentro de la construcción de políticas 
y normativas enfocadas en la(s) pobla-
ción(es). Si bien las políticas internas del 
Ecuador han tenido variaciones en función 
de la época en las que han sido aplicadas, 
la formación de organizaciones o del ter-
cer sector se ha suscrito a necesidades 
sociales que se demandan dentro de es-
tos espacios o contextos. Es decir que la 
construcción de estos grupos de perso-
nas que comparten un objetivo social en 
común se entiende a partir de los temas a 
los que se han articulado. 

Desde una perspectiva histórica lineal, en 
el gobierno revolucionario nacionalista de 
1972, con una administración militar, du-
rante pleno “boom petrolero”, el país co-
menzó a generar más ingresos en donde 
el Estado ejercía como administrador y, la 
sociedad civil, como benefactora de estos 
recursos económicos. Bajo este contexto, 
se comenzaron a generar organizaciones 
como el movimiento indígena26, algunos 
sindicatos, organizaciones de trabajado-
res y grupos de fortalecimiento de la be-
neficencia social27, que, desde sus inicios, 
se formaron para combatir las consecuen-
cias de una inequitativa distribución de los 
recursos.

24	 Esta idea se menciona en relación con el postulado de Habermas (1999) al referirse a que la composición de la sociedad civil 
se da por organizaciones, asociaciones y movimientos que surgen de manera espontánea, al ajustarse al decurso histórico 
del país.

25	 Se toma los mandatos presidenciales como referentes de momentos o situaciones específicas, donde se vivió una coyuntura 
que permitió la conformación de organizaciones  de la sociedad civil.

26	 En 1986, varios activistas y representantes indígenas, formaron la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador 
(CONAIE). 

27	   Hoy en día se conocen como organizaciones que se enfocan en asistencia social de personas en situación de vulnerabilidad.
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Años después, en 1976, con el retorno de 
la democracia a la política local, las OSC 
comenzaron a ampliarse y a enfocarse en 
problemas que se suscitaban dentro del 
país como el alza de las tarifas del trans-
porte público, la creación de nuevos parti-
dos y promulgación de nuevas leyes tribu-
tarias. Estos problemas demandaron que 
los ciudadanos encuentren en las organi-
zaciones, una forma de respuesta al apa-
rato Estatal. Estas dos fechas (1972 y 1976) 
son referencia para entender cómo las 
OSC se fueron afianzando con sus bases y 
objetivos sociales. En los años posteriores, 
dentro del asentamiento de la democracia, 
se fueron generando nuevos movimien-
tos sociales que buscaban una formalidad 
como intermediarios entre la sociedad civil 
y el aparato administrativo. Los movimien-
tos sociales correspondían a grupos es-
tudiantiles organizados, a la existencia de 
más partidos de izquierda y la participación 
de movimientos indígenas desagregados. 
En torno al proceso de formalización de 
las organizaciones, un factor principal fue 
la habilitación del Ministerio de Bienestar 
Social28 como organismo público que bus-
caba generar bases de información sobre 
cada una de las organizaciones que iban 
apareciendo o que se involucraban al con-
texto ecuatoriano y sus objetivos sociales. 

Hoy en día se ha visto que la evolución 
de las OSC en el país ha sido crucial para, 
dentro de cada coyuntura, darles un sig-
nificado en función de sus objetivos y 
motivaciones que aporten al desarrollo 
local. Momentos de conmoción social 
al interior del país (como paros sociales 
[198329; 200530;201931; 202232]) y coyun-
turas internacionales (recesiones globa-
les, el COVID-19, guerras internacionales, 
migración masiva33) permiten que enten-
damos de mejor forma el accionar indivi-
dual o colectivo de las organizaciones, y 
su evolución, en función de que atienden 
diferentes contextos o temas específicos: 
varias organizaciones se han categorizado 
según la temática que trabajan dentro del 
país, como por ejemplo temas sociales, 
medioambientales, de género, entre otros. 

En este sentido, el crecimiento 
de las OSC dentro del país 
también se ha dado de forma 
paulatina y esporádicamente: en 
específico, el crecimiento de las 
organizaciones con base en la 
ampliación de sus raíces con los 
distintos movimientos sociales y 
en conjunto con la cooperación 
internacional (Quinde, 2017).

28	 El 7 de agosto de 1979, bajo el Registro Oficial No. 208, se creó el Ministerio de Bienestar Social y mediante el Decreto Ejecu-
tivo No. 580, se cambió la razón social del MBS por Ministerio de Inclusión Económica y Social.

29	 1983: Paro Nacional convocado por el Frente Unitario de Trabajadores (FUT), frente a las medidas económicas adoptadas por 
el expresidente Osvaldo Hurtado (1981-1984).

30	 2005: Movimiento golpista civil unificado que se desarrolló el 13 de abril logrando la destitución del expresidente Lucio Gu-
tiérrez por alejarse de sus bases sociales, sus alianzas políticas y por su cambio de políticas nacionales y afianzamiento con 
políticas exteriores.

31	 2019: Paro Nacional convocado por la CONAIE frente al Decreto Ejecutivo No. 883 sobre medidas de austeridad adoptado y 
firmado por el gobierno del expresidente Lenin Moreno (2017-2021).

32	 2022: Paro Nacional convocado por la CONAIE y el FUT frente a las políticas económicas adoptadas por el actual presidente 
Guillermo Lasso (2021-2024).

33	 El factor coyuntural internacional de migración masiva se refiere a la última ola de migración venezolana la cual, en el 2018, se 
calculó que dos millones y medio de venezolanos comenzaron a salir del país bajo el nombre de “éxodo venezolano”. Al 2022 
más de 500 mil personas venezolanas viven en Ecuador (R4V, 2023).
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En este sentido, se ha podido agrupar los 
enfoques que tienen estas OSC en tres 
dimensiones o tópicos: OSC activistas 
(medioambiental, animalistas, que “de-
fienden causas”); OSC que proveen ser-
vicios; y OSC que trabajan en incidencia 
(políticas públicas y normativas para de-
sarrollo).

Según el estudio de Ulloa, Mancheno y 
Martínez (2022) de una encuesta realiza-
da a 378 OSC de 6 provincias de Ecuador 
(Pichincha, Chimborazo, Manabí, Loja, 
Guayas y Sucumbíos) se conoce que el 
84,3% de OSC encuestadas tienen per-
sonalidad jurídica, lo que da cuenta de 
“la importancia de la formalización de las 
organizaciones en el país” (pág. 14). De 
estas organizaciones, un 68,7% son fun-
daciones, el 21,4% son las corporaciones 
de primer grado (asociación, club, comité, 
colegio profesional o centro), 6,3% tienen 
otros tipos de personalidad jurídica, 2,7% 
son corporaciones de segundo grado (fe-
deración, cámara o unión) y un 0,9% son 
organizaciones de tercer grado (confede-
ración o unión nacional).

Como parte de los resultados de la en-
cuesta se identifican los diferentes niveles 
de alcances territoriales de las OSC: 

(Ulloa, Mancheno, y Martínez, 2022).

Esta información es importante porque da 
cuenta del alcance territorial de las acti-
vidades, así, por ejemplo: las principales 
actividades que realizan las OSC a es-
cala nacional se refieren a la “prestación 
de servicios” (18,7%) y “capacitaciones y 
asistencia técnica” (15,1%). De igual forma, 
los ejes temáticos que más se desarrollan 
dentro de las OSC a escala nacional son 
los derechos humanos y educación (que 
corresponde a las problemáticas coyuntu-
rales más presentes en el país).

34	 Este valor corresponde al total de organizaciones 69.446 en la plataforma SUIOS menos las disueltas y liquidadas 1.319 a 
marzo de 2023.

De acuerdo al Sistema Unificado de 
Información de las Organizaciones 
Sociales (SUIOS) del Ministerio de 
Gobierno, se conoce que en el país 
actualmente están registradas

8 123
ORGANIZACIONES SOCIALES
que trabajan con algún grado de 
articulación.

Un ejemplo de esta articulación es la 
Confederación Ecuatoriana de Organizaciones de 
la Sociedad Civil (CEOSC) que vincula a diferentes 
organizaciones territoriales o temáticas de la 
sociedad civil ecuatoriana.

Conformada por

72
ORGANIZACIONES 
MIEMBROS

34

31,2 %

29,2 %

28,9 %

10,7 %

PROVINCIAL

NACIONAL

CANTONAL

PARROQUIAL

5121
REGIÓN 
SIERRA

REGIÓN 
COSTA
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Con respecto a la gestión y administración 
de las OSC a nivel nacional, el estudio de 
Ulloa, Mancheno y Martínez (2022) iden-
tifica que el 50,6% de las OSC encues-
tadas son dirigidas por mujeres; el 45,9% 
por hombres. De igual forma, del total de 
personas que trabajan en estas OSC, un 
55,5% son mujeres. Además, en sus di-
ferentes actividades y temáticas, también 
tienen preferencias por “tipo de trabajo”: 
un 53,5% prefiere el “voluntariado”, y un 
26,5% trabaja con la figura de “prestación 
de servicios”. Con respecto al tipo de fi-
nanciamiento, el 52% de las OSC a esca-
la nacional no posee donantes, y esto se 
da en provincias con menos “relevancia 
territorial” como Chimborazo, Loja, Mana-
bí y Sucumbíos a diferencia de Guayas y 
Pichincha, en donde se observa una ma-
yor concentración de donantes externos. 
El 48% de OSC recibe aportes de sus 
miembros como forma de financiamiento, 
el 15,3% a través de la prestación de ser-
vicios y el 14,9% a través de proyectos de 
cooperación internacional. 

Todas estas organizaciones (incluidas las 
que todavía no tienen una figura jurídica 
o no están registradas) componen el es-
pacio cívico en Ecuador y se rigen por un 
Decreto Ejecutivo (No. 739), que, según 
Ana Patricia Muñoz, le da discrecionali-
dad al gobierno para disolver cualquier 
OSC (Entrevista 2023). Esto se da porque 
en los últimos veinte años, la sociedad ci-
vil y el Estado han mantenido una relación 
conflictiva sin un marco jurídico e institu-
cional específico para el sector, generan-
do así un escenario en donde no existe 
garantías para la participación y asocia-
ción ciudadana.

Esta realidad proviene de un primer periodo 
entre 1995 y 2006 caracterizado por la ano-
mia legal y un segundo periodo entre 2007 
y 2016 en el que devino en una híper-regu-
lación de las OSC por parte del Estado, se-
gún analizan Jarrín y Auz (2018) en su “Es-
tudio sobre asociación y participación de la 
sociedad civil en el Ecuador”. Estos autores 
sostienen que es necesario un marco nor-
mativo que garantice y brinde estabilidad al 
desarrollo de las OSC en el país. 

Otro de los retos que menciona Diego 
Martínez de FORUM (Entrevista, 2023), 
tiene que ver con el actual ambiente po-
larizado que se vive en el país, que exige 
un trabajo de todos los sectores de la so-
ciedad para reconstruir el tejido social. En 
esta materia los movimientos indígenas 
del país tienen experiencia de larga data 
de acuerdo a Stalin Herrera, ya que estos 
grupos son el mejor ejemplo de una socie-
dad civil organizada que han luchado por 
sus derechos por décadas. Ejemplo de la 
cohesión y resiliencia de este movimiento 
se pudo observar durante la pandemia del 
COVID-19 en la producción e intercambio 
de alimentos entre regiones del país (cos-
ta y sierra) y en el control de la enferme-
dad (Stalin Herrera, director del Instituto 
de Estudios Ecuatorianos).Justamente la 
pandemia impuso condiciones complejas 
de afrontar para las OSC ya que algunas 
de ellas

“tuvieron que cerrar sus puertas” 
y otras demostraron su capacidad 
para adaptarse y generar 
metodologías que les permitió estar 
presentes en sus ámbitos de acción 
(Verónica Suárez de la CEOSC).
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Entre las OSC que lograron salir 
adelante, la pandemia aceleró 
procesos tecnológicos y acercó y 
generó articulaciones a través de la 
conexión virtual que “ha aumentado 
la participación y convocatoria” 
(Gustavo Redin de CEDENMA35).

Además, la pandemia también fomentó 
en algunos segmentos, como la atención 
a personas en movilidad humana, la ar-
ticulación de algunas OSC para trabajar 
en conjunto y evitar la duplicidad de ac-
ciones. Un ejemplo de esto es el Grupo 
de Trabajo para Refugiados y Migrantes 
(GTRM) (Verónica Escobar, presidenta 
de FUDELA) que si bien a nivel nacional 
es liderado por agencias de las Naciones 
Unidas, a nivel más local las OSC de base 
son quienes se organizaron y articularon 
acciones de acuerdo al ámbito de acción 
para responder a la población de manera 
integral en un momento de incertidumbre 
y vastas necesidades.

En definitiva, comprender la evolución de 
las OSC permite identificar que los objeti-
vos por los que florecieron no distan mu-
cho de los objetivos que hoy persiguen, 
y que se pueden traducir en la reducción 
de desigualdades para generar mejores 
condiciones de vida, y un libre ejercicio de 
derechos de todas las personas. En este 
sentido, el siguiente apartado busca pre-
sentar algunos ejemplos de la labor de las 
OSC en el país.

4.2.3. Aportes de la sociedad 
civil para la construcción 
de equidad

En el mundo las OSC tienen la misión de 
encontrar mecanismos estratégicos e in-
novadores para contribuir en los ejes y 
rangos de acción que poseen. Ecuador 
no es la excepción ya que en el país se 
implementan ideas y proyectos de inno-
vación social que permiten el mejora-
miento de algunos aspectos de la socie-
dad ecuatoriana.

A continuación, se mencionan tres inicia-
tivas sociales innovadoras36 que trabajan 
en diferentes temáticas que son parte de 
la agenda pública nacional como: el em-
barazo en adolescentes, el fortalecimien-
to de la educación en zonas rurales y la 
falta de oportunidades de desarrollo per-
sonal de los jóvenes en el país.

4.2.3.1. Proyecto Zona Libre de 
Embarazo Adolescente 
(ZLEA)37 

ZLEA es un proyecto de Plan International 
que surge en 2014 en Ecuador y que tie-
ne por objetivo disminuir el embarazo en 
niñas y adolescentes, reducir la violencia 
sexual y apoyar la consolidación de los 
proyectos de vida de esta población, res-
petando y promocionando sus derechos 
individuales.

35	 Coordinadora Ecuatoriana de Organizaciones para la Defensa de la Naturaleza y el Medio Ambiente.
36	 Se entiende este tipo de proyectos innovadores de acuerdo a los que buscan abordar problemas sociales de manera creativa 

y novedosa, donde se aporte en la disminución o erradicación de un problema presente.
37	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Zona Libre de Embarazo Adolescente.

https://plan.org.ec/zonas-libres-de-embarazo-adolescente/
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Para lograr estos objetivos el proyecto 
promueve el fortalecimiento de capaci-
dades y la participación de la comunidad, 
la familia y los servicios de salud. Es de-
cir, se busca a través de capacitación y la 
conformación de clubes de adolescen-
tes, mejorar el conocimiento de las ado-
lescentes en torno a este tema conside-
rado tabú, mejorar su confianza, lograr el 
reconocimiento de sus derechos sexua-
les y reproductivos, así como promover 
su participación, liderazgo e incidencia 
en política. Este proyecto se ha desa-
rrollado en comunidades de la Sierra, en 
13 cantones de Guamote (Provincia de 
Chimborazo) y 3 de cantones de Gua-
randa (Provincia de Bolívar), en donde su 
población es mayoritariamente indígena 
y próximamente se aplicará en la provin-
cia de Cotopaxi.

En términos de beneficiarias, 
el proyecto ha alcanzado 
a más de 24 mil niñas y 
adolescentes, 11.500 madres 
y padres en 298 comunidades del 
Ecuador con resultados que dejan ver 
una reducción del 73% de embarazo 
adolescente en niñas menores de 
15 años entre 2014 y 2018 y una 
reducción del embarazo del 57% en 
adolescentes entre 15 y 17 años.

Además, los resultados también se obser-
van en las niñas y adolescentes que han 
participado en el proyecto y han pasado 
a presidir clubes de adolescentes en sus 

barrios y comunidades, o son represen-
tantes de redes de clubes a nivel cantonal 
y provincial, y son parte de movimientos 
nacionales como el movimiento “Por Ser 
Niña” desde donde trabajan en acciones 
de incidencia a nivel local y nacional en 
materia de derechos sexuales y reproduc-
tivos. Adicionalmente, en los territorios en 
donde se aplicó el proyecto se observa 
una reducción de matrimonios adolescen-
tes y deserción escolar (Plan International, 
2021). De la mano de estos resultados y 
tras 7 años de implementación del pro-
yecto, ZLEA pasó a ser un modelo pro-
gramático que puede replicarse en otros 
países y entornos como en Paraguay y El 
Salvador, según comenta Catalina Vaca 
de Plan International (Entrevista, 2023). 

La sostenibilidad del proyecto proviene de 
alianzas con instituciones locales y nacio-
nales y de instituciones públicas como el 
Ministerio de Salud Pública, el Ministerio 
de Educación y los Consejos Cantona-
les de Protección de Derechos (entida-
des responsables de la formulación de 
políticas públicas a nivel cantonal). Esta 
articulación ha permitido la generación 
de instrumentos normativos locales38 y 
el proyecto ha recibido varios reconoci-
mientos de diversas organizaciones como 
el Ministerio de Salud Pública y el Pacto 
Global de Naciones Unidas Red Ecuador 
que reconoció al proyecto como una bue-
na práctica que contribuye a la realización 
del Objetivo de Desarrollo Sostenible 5 
sobre igualdad de género. Así mismo, 
ZLEA ha sido elevado a política pública al 

38	 En Guamote, Plan International desempeñó un papel activo en la creación de la Ordenanza Intercultural de Prevención y Erra-
dicación del Trabajo Infantil para el cantón en 2016. Además, Plan brindó apoyo técnico en la formulación de una ordenanza 
en Guamote que reformó e instituyó el Sistema Cantonal de Protección de Derechos.
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ser tomado por el Ministerio de Educación 
como estrategia de prevención de em-
barazo adolescente para las escuelas de 
todo el país (Plan International, 2021).

El proyecto ZLEA ha logrado responder a 
la problemática de manera efectiva, con 
la participación activa de las niñas y ado-
lescentes con un enfoque que impacta 
de manera significativa al evitar la inte-
rrupción de la educación debido a emba-
razos adolescentes, limitación de opor-
tunidades, y riesgos de complicaciones 
durante el embarazo y el parto que ponen 
en peligro la vida de la madre y sus hijos. 
Con esto además el proyecto contribuye 
a romper el círculo de la pobreza y de la 
violencia de género. 

4.2.3.2. Fútbol para el Desarrollo: La 
cancha de las Oportunidades39 

Esta iniciativa de Fundación de las Améri-
cas (FUDELA)40 surge en 2009 para res-
ponder de manera integral a las proble-
máticas de adolescentes y jóvenes del 
país que enfrentan obstáculos relaciona-
dos con su desarrollo personal, materiali-
zado en un escaso acceso a educación. 
Esta limitante impone a su vez restriccio-
nes a un crecimiento integral y generan 
negativismo de los mismos jóvenes so-
bre su futuro, impactando así sus proyec-
tos de vida.

Por otro lado, estos obstáculos converti-
dos en desventajas acumuladas desde la 
falta de acceso a educación, se exacerban 
para los jóvenes y adolescentes en situa-

ción de movilidad humana (casi la mitad de 
participantes) que sufren mayor desigual-
dad, y ven limitado su desarrollo económi-
co. Todo esto se traduce en vulneración de 
derechos que aportan a mantener los cír-
culos de pobreza intergeneracional.

En este marco, FUDELA utiliza el fútbol 
como una herramienta para brindar pro-
tección, prevención, inclusión educativa, 
apoyo emocional, para fortalecer habilida-
des blandas, promover medios de vida y 
liderazgo. Como menciona la presidenta y 
cofundadora de FUDELA, Verónica Esco-
bar “se trata de llegar con herramientas y 
procesos que conecten con las personas 
porque queremos que se generen impac-
tos” (Entrevista, 2023). Además, busca 
dar respuesta a los desafíos post pande-
mia y a la normalización de la violencia en 
Ecuador. Geográficamente el proyecto 
se ejecuta en 12 provincias, con especial 
énfasis y regularidad en provincias como 
Carchi, Imbabura, Esmeraldas, Sucumbíos 
y Pichincha. En cuanto a la población aten-
dida solo desde 2019 se registran más de 
7.000 participantes directos, 8.000 bene-
ficiarios indirectos y cada año se suma un 
promedio de 850 a 900 personas.

Entre las innovaciones del proyecto está 
FUDELA PLAY, una plataforma que crea y 
difunde contenido entretenido, saludable 
y recreativo para niños, niñas y adoles-
centes que refuerza su actividad mental 
y física, y que ha llegado a más de 400 
participantes. Además, como parte de la 
iniciativa, el modelo de empleabilidad “A 
Ganar” ha contado con 800 jóvenes que 

39	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Fútbol para el Desarrollo.
40	 Fudela nace del trabajo conjunto de voluntarios que formaban parte del proyecto “A ganar”, una iniciativa liderada por Pelé y 

con el apoyo del BID para trabajar en temáticas vinculadas al fútbol y el empleo.  

https://fudela.org.ec/
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han formado parte del proceso de mejora 
de condiciones de empleabilidad.

En términos de incidencia, FUDELA ha 
logrado promover la dimensión social del 
deporte a través de procesos de sensi-
bilización y participando en espacios de 
articulación con el Ministerio del Deporte 
como el Consejo Consultivo liderado por 
dicho Ministerio, y al colaborar con inicia-
tivas como el proyecto emblemático del 
Gobierno “Hincha de Mi Barrio”. 

De esta manera el proyecto ha logrado 
mejorar las condiciones de vida de 
adolescentes, jóvenes y familias a 
través de la prevención de situaciones 
de riesgo, fomentando un buen uso 
del tiempo libre de la mano del fútbol 
como un poderoso vehículo 
para desarrollar habilidades y 
valores para la vida.

FUDELA logra llevar a cabo esta iniciativa 
con el apoyo de varios cooperantes y ac-
tores que aportan capacidades y recursos 
clave como el Ministerio del Deporte, las 
agencias de Naciones Unidas, coopera-
ción internacional, actores locales como 
la Liga de Quito e IDV Dragonas, redes in-
ternacionales como Common Goal, Fund 
FIFA e ITTF, además del sector privado y 
medios de comunicación.

Todo este trabajo articulado busca final-
mente establecer capacidades sólidas, 
especialmente entre los líderes jóvenes, 
para que puedan encontrar apoyo en 

lo educativo y emocional y generar sus 
propios planes de vida. De esta manera, 
la iniciativa no busca solamente brindar 
atención, sino que busca “generar capa-
cidades locales y empoderar a las comu-
nidades para que esos mismos grupos 
puedan seguir trabajando sin las organiza-
ciones, con capacidades instaladas” (En-
trevista a Verónica Escobar presidenta de 
FUDELA, 2023).

4.2.3.3. Comunidades de Aprendizaje41

Desde 2017 la Fundación para los Avan-
ces y las Reformas de Oportunidades 
(FARO) implementa, con el apoyo de va-
rios aliados, el modelo de Comunidades 
de Aprendizaje (CdA)42 en instituciones 
educativas públicas con el objetivo de 
contribuir a la transformación educativa 
mediante experiencias de aprendizaje que 
aumentan el desempeño académico, me-
joran la convivencia dentro y fuera de las 
aulas y promueven la equidad educativa. 
Este proyecto también se enfoca en mejo-
rar el diálogo, los resultados académicos 
y la participación ciudadana mediante la 
implementación de prácticas innovadoras 
e inclusivas.

En otras palabras, CdA es un modelo de 
transformación social y educativa que 
busca aprovechar los insumos de la edu-
cación que se vincula con la comunidad 
para cerrar brechas educativas. Esto se 
hace a través de un modelo dialógico que 
involucra a toda la comunidad para descu-
brir las causas y orígenes de los conflictos 
que surgen en ella, a fin de encontrar so-

41	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Comunidades de Aprendizaje.
42	 El modelo de Comunidades de Aprendizaje nace en España y actualmente se implementa en varios países de América Latina 

(Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, México y Perú) y de Europa.

https://grupofaro.org/areas-de-trabajo/comunidades-de-aprendizaje/
https://www.comunidaddeaprendizaje.com.es/proyecto/historia
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luciones desde la propia comunidad. Es 
decir “la escuela se vuelve un centro de 
transformación social para toda la comu-
nidad, entendiéndola como algo mucho 
más amplio” (Entrevista a Matilde Valare-
zo y Aarón Sánchez de FARO, 2023). En 
lo social, el modelo busca que la escuela 
sea un espacio seguro de convivencia y 
se trabajan temas de violencia, resolución 
de conflictos familiares, problemas socia-
les e incluso de emprender para cambiar 
la realidad socioeconómica de las fami-
lias. El modelo no es impuesto, sino que 
“la comunidad tiene una voz y plantea 
sus necesidades y soluciones” (Entrevis-
ta a Matilde Valarezo y Aarón Sánchez de 
FARO, 2023).

El modelo CdA, por lo 
tanto, trata de abordar la 
necesidad de transformar 
la educación desde las 
aulas y al mismo tiempo diseñar 
acciones colectivas que involucren 
a toda la comunidad en la creación, 
implementación, transferencia, 
interacción y evaluación conjunta de 
los procesos de innovación educativa.

Esto se logra promoviendo iniciativas para 
fomentar una cultura de innovación en las 
escuelas, donde docentes, estudiantes, 
padres y otros actores educativos traba-
jen de manera colaborativa para desarro-
llar enfoques educativos más dinámicos y 
eficaces. 

El proyecto inició con 30 instituciones 
educativas en 2017 hasta llegar a 50 ins-

tituciones en 11 cantones de Manabí, 
Tungurahua y Pichincha al 2022. De este 
total, 19 mantienen de forma autónoma 
el modelo de CdA, lo que se ve como un 
resultado positivo y exitoso en materia de 
educación pública tras la potenciación de 
las unidades educativas y la generación 
de resultados sociales dentro de sus co-
munidades. Además, de la mano de la im-
plementación del modelo CdA se aportó 
a la capacitación y desarrollo profesional 
de los docentes, mejorando así la cali-
dad de la educación. Aproximadamente 
20.000 directivos, docentes, estudian-
tes, familiares y funcionarios del Ministe-
rio de Educación recibieron formación en 
Comunidades de Aprendizaje a través de 
plataformas virtuales.

El proyecto ha beneficiado a un total de 
1.946 docentes, 47.634 estudiantes y 
135.000 familiares, contribuyendo a los 
ODS 4, 5, 10, 16 y 17. Entre los resultados 
más importantes se observa que el 83% 
de las unidades educativas intervenidas 
ha disminuido el absentismo escolar. El 
75% de estas instituciones ha reportado 
un aumento de la participación familiar en 
las distintas actividades convocadas. El 
92% de las instituciones refleja una dismi-
nución del abandono escolar. 

En términos de incidencia, el Ministerio de 
Educación ha incorporado las Actuacio-
nes Educativas de Éxito (AEE) de Comuni-
dades de Aprendizaje en el Modelo Uni, Bi 
y Pluridocentes (UBP) del país a fin de que 
estas metodologías brinden a los docen-
tes opciones para establecer vínculos con 
la comunidad y generar mejores resulta-

43	 Instrumento que evalúa el desarrollo de las aptitudes que los estudiantes deben alcanzar al culminar la educación intermedia, 
necesarias para poder acceder a estudios de educación superior.
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dos de aprendizaje. Según el Instituto Na-
cional de Evaluación Educativa (INEVAL), 
cuatro instituciones educativas interve-
nidas por CDA en la provincia de Manabí 
obtuvieron puntuaciones destacadas en el 
examen nacional “Ser Bachiller”43 durante 
el año lectivo 2019-2020, lo cual eviden-
cia la eficacia de estas intervenciones en 
la mejora integral de los centros educati-
vos y los estudiantes. Esto demuestra que 
el compromiso de directivos, docentes, 
estudiantes y familias se refleja en la forma 
en que gestionan los procesos de forma-
ción y aprendizaje.

La sostenibilidad del proyecto se apoya, 
por un lado, en actores públicos como el 
Ministerio de Educación como ente rector 
del sector educativo en el país, y de los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados 
(GAD), y por otro en la cooperación de 
CREA (Community of Research on Exce-
llence for All) y el Instituto Natura, así como 
en aliados locales como Fundación Cris-
fe, Fundación Tierra Nueva, entre muchas 
otras OSC que aportan en la implementa-
ción del modelo de acuerdo a las necesi-
dades de cada territorio.
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4.3.
Guatemala: desigualdades 
socioeconómicas y el rol 
de la sociedad civil 

Guatemala es un país ubicado en Amé-
rica Central que tiene una extensión de 
108.892 km2, una población de más de 
17 millones de habitantes al 2021 y es 
uno de los países de América Latina con 
más presencia de pueblos indígenas 
como los pueblos Mayas, Xinka, Garí-
funa y afrodescendientes. En términos 
de desarrollo humano, el país ocupa el 
puesto 135 de 191 países en el Índice de 
Desarrollo Humano al 2021 y presenta 

una elevada concentración de la riqueza 
(Naciones Unidas, 2020).

En cuanto a crecimiento, entre 2010 y 
2019 Guatemala registra un ritmo esta-
ble con un 3,5% en promedio, y se po-
siciona como la economía más grande 
de América Central con un PIB de USD 
86 mil millones al 2021. Aun así, el país 
enfrenta retos importantes en materia 
de desarrollo que están relacionados a 
altos niveles de desigualdad, al acceso 
a servicios, y a la falta de capacidad de 
adaptación y respuesta a eventos climá-
ticos extremos como inundaciones, se-
quías, deforestación y degradación del 
suelo (Banco Mundial, 2023a).

4.3.1. Desigualdades 
socioeconómicas

En la última estimación oficial de pobreza 
por ingresos de 2014, Guatemala regis-
tró un 50,4% de la población en situación 
de pobreza y un 15,4% de la población en 
pobreza extrema, ubicándose por encima 
del promedio regional para ese mismo año 
de 27,8% y 7,8%, respectivamente (CE-
PAL, 2022a). De acuerdo al Banco Mun-
dial (2023b), las estimaciones para 2019 
proyectaban que un 54% de la población 
se encontraría en situación de pobreza 
debido a la falta de oportunidades labo-
rales, a los eventos naturales frecuentes 

que afectan al país, la falta de eficacia del 
Estado en la provisión de servicios públi-
cos como salud y educación, entre otros. 
Además, es importante mencionar que las 
condiciones de vida, específicamente en 
lo que se refiere a hacinamiento para 2014, 
son una muestra del nivel de la desigual-
dad y calidad de vida, ya que el 72,8% de 
los hogares vive en condiciones de haci-
namiento44, siendo esta la cifra más alta de 
ALC (CEPAL, 2022a).

Otras brechas se observan en el acceso a 
servicios ya que en 2020 sólo el 56% de 
la población tuvo acceso a agua potable, 
y aunque este indicador ha ido mejorando 
desde 2010 (incremento de 4 puntos por-

44	 Dato más reciente disponible.
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Gráfico 12.
Índice de Desarrollo Humano de Guatemala

Fuente: PNUD (2023).

centuales entre 2010-2020) todavía existe 
un 44% de la población que no cuenta con 
agua dentro de su vivienda, disponible en 
todo momento y libre de contaminación 
(CEPAL, 2023b). Estos indicadores hacen 
evidente la precariedad en la que vive una 
gran proporción de guatemaltecos.

Esta precariedad también se encuentra 
reflejada en estudios e indicadores de 
desigualdad que abarcan en su análisis 
diferentes dimensiones como educación, 
salud, ingreso per cápita, entre otros. Este 
es el caso del Índice de Desarrollo Huma-

no que entre 2010 y 2021 pasó de un valor 
de 0,605 a 0,627 para Guatemala, es de-
cir un incremento de 0,022 (PNUD, 2023). 
Al 2021 el país ocupa el puesto 135 de 191 
países en términos de desarrollo humano 
y presenta una elevada concentración de 
la riqueza. En 2014 (último dato dispo-
nible para Guatemala), el coeficiente de 
Gini fue de 0,483 según el Banco Mundial 
(2023b), mientras que el mismo indicador 
obtenido de la Encuesta Nacional de Con-
diciones de Vida (ENCOVI) 2014 y corre-
gida por cuentas nacionales fue estimado 
en 0,63. 

Dentro de esta realidad existen desigual-
dades que parecen estar condicionadas 
por el sexo. En la dimensión de empleo, 
el 60,5% de la población de la zona urba-
na y el 57,9% de la zona rural forma par-
te de la fuerza de trabajo de Guatemala 
al 2019 (última cifra disponible). De esta 
población, la proporción de mujeres en 
edad de trabajar a nivel nacional que tie-
nen un empleo remunerado se redujo de 

37,7% en 2011 a 36,7% en 2019; mientras 
que la tasa de ocupación en los hombres 
pasó de 82,2% en 2011 a 82,1% en 2019 
(OIT, 2021b), haciendo evidente las difi-
cultades que enfrentan las mujeres en lo 
laboral. Por otro lado, únicamente el 14,5% 
de la población guatemalteca se encuen-
tra cubierta por al menos una prestación 
de protección social, excluyendo la salud 
(OIT, 2023).
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Gráfico 13.
Tasa de ocupación laboral por sexo (tasas anuales medias)

Fuente: OIT (2021b).

En el sector educación, aunque se obser-
van mejoras, siguen existiendo retos im-
portantes. Si bien la tasa de matriculación 
en el nivel de educación primaria en 2020 
alcanzó el 89,4%, un valor muy por encima 
de niveles de los años setenta, esta cifra 
está todavía por debajo del 95,5% regis-
trado en 2011 y por debajo del promedio 
de ALC de 96,4%. Lo mismo se observa 
en el 65,3% de matriculados en secunda-
ria baja en 2020 frente al promedio de la 
región de 93,7%; así como en el porcentaje 
de matriculados en el nivel de secundaria 
alta de 37%, frente a un 79,1% de la región 
(CEPAL, 2023). En esos mismos años, el 
gasto público en educación en relación 
con el PIB fue de 3,3% en 2020, frente al 
4,2% de la región (Banco Mundial, 2023b). 

La salud es otro de los servicios funda-
mentales que se reciben del Estado y tie-
ne indicadores alarmantes en el país. La 
prevalencia del retraso en el crecimiento 
en niños y niñas menores de 5 años en 
2020 se ubicó en 42,8% como la tasa 

más alta de ALC (OMS, 2021). Por su 
parte, aunque el gasto en salud en 2021 
representó el 1,54% del PIB de Guatema-
la y esta proporción ha ido aumentando 
desde 2019, todavía se encuentra muy 
por debajo del promedio de la región de 
2,94% (CEPAL, 2023).

Sin duda, la baja inversión 
pública y la falta de acceso 
a salud de calidad impactan 
negativamente en los resultados 
de salud en la niñez, que a su vez 
afectan de forma permanente 
su desarrollo cognitivo, 
reproduciendo así las brechas 
de la desigualdad. 

Adicionalmente, durante la pandemia, el 
90% de las dosis de vacunas aplicadas en 
el país corresponden solo al inicio y no a 
la culminación de un protocolo completo 
de vacunación de COVID-19 (Our World in 
Data, 2023).
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Con tan baja inversión del Estado en temas 
prioritarios, no es sorpresa que los guate-
maltecos migren a otros territorios donde 
puedan desarrollarse de manera integral.

El Instituto de Política Migratoria 
(MPI) estima que en 2020 existían 
113 millones de inmigrantes 
guatemaltecos viviendo en Estados 
Unidos, un 44% más que en 2013 
(Migration Policy Institute, 2022).

La Agencia de Cooperación Internacional 
del Japón (JICA, 2022) indica, en su estu-
dio de movilidad humana, que las princi-
pales razones de los guatemaltecos para 
migrar se relacionan con la búsqueda de 
una mejora en las condiciones de vida 
84,9%; por violencia o inseguridad 32,2%; 
y la reunificación familiar 5,3%. Las perso-
nas que migran tienen un sólido compro-
miso con seres queridos que se quedan 
y esto ha generado que “la suma de las 
remesas anualmente enviadas a Guate-
mala [hayan] aumentado 19 veces en los 
últimos 20 años” (JICA, 2022: 40). Incluso 
la migración irregular ha continuado y au-
mentado, a pesar del riesgo adicional que 
supone recorrer el trayecto caracterizado 
por extorsiones, secuestros, tortura, des-
apariciones y muerte. 

Por otro lado, en términos de desigualdad 
ambiental es preciso mencionar que, aun-
que Guatemala es un bajo emisor de dió-
xido de carbono, sufre graves efectos del 
cambio climático. En 2010 el país emitió 
0,76 toneladas de dióxido de carbono per 
cápita, y para 2021 alcanzó 1,15 toneladas 
por persona; mientras que, para el mismo 

año, el promedio mundial fue de 4,69 to-
neladas (Our World in Data, 2023). Pese 
a que el nivel de contaminación de Gua-
temala en términos de emisión de CO2 
es relativamente bajo, según el índice de 
riesgo mundial (IFHV, 2021) para 2021, 
Guatemala es uno de los 10 países del 
mundo con mayor riesgo a sufrir desastres 
naturales de un total de 181 países anali-
zados. En este índice, Guatemala obtuvo 
un puntaje de 20,23 que la ubica por enci-
ma del riesgo calculado para el continen-
te americano de 7,88. En esta línea no se 
puede olvidar que el clima tiene un impac-
to directo en la vida de las personas que 
viven por debajo del umbral de la pobre-
za, ya que se ven seriamente afectadas al 
momento de un desastre natural pues los 
recursos limitados no les permite respon-
der adecuadamente o estar preparados 
ante dichos estragos.

Esto se confirma en el cálculo del 
índice que ubica a Guatemala en 
un riesgo alto y muy alto en las 5 
categorías que lo conforman:

1)	 Exposición,

2)	Falta de capacidad de respuesta,

3)	Vulnerabilidad,

4)	Susceptibilidad,

5)	Falta de capacidades adaptativas.

En este sentido, Guatemala es un 
país altamente vulnerable que sufre 
las consecuencias generadas por 
países altamente contaminantes.
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Gráfico 14.
Emisiones de CO2 per cápita en Guatemala (toneladas)

Fuente: Our World in Data (2023).

En definitiva, la desigualdad en el nivel de 
ingresos, de acceso a servicios básicos 
y de oportunidades afecta a un conjun-
to de dinámicas y profundiza las brechas 
sociales. Pero esta realidad en Guatemala 
además afecta su capacidad de evitar de-
sastres y de responder a las consecuen-
cias de los mismos. Es en este marco que 
el rol de las OSC se torna indispensable 
para dar respuesta a los grupos más vul-
nerables que no logran ser atendidos por 
los entes estatales. 

4.3.2. La sociedad civil en 
Guatemala 

La evolución de las OSC en Guatemala 
se encuentra directamente vinculada con 
cuatro hitos históricos. El primero se re-
fiere a las OSC durante la Revolución de 
Octubre en 1944 que se caracterizaron 
por estar conformadas principalmente por 
campesinos, indígenas, mujeres, estu-
diantes, trabajadores y grupos religiosos. 
Estas primeras organizaciones eran lide-

radas por actores que se organizaron tras 
la protección de la Constitución de la Re-
pública de ese año que brindó garantías 
en libertad de expresión, abolió el trabajo 
forzado y permitió el derecho al voto de 
las mujeres analfabetas. En un segundo 
momento, el Estado (durante el conflicto 
armado interno de 1960 a 1996) se dis-
tinguió por la represión a las OSC y por 
la ejecución extrajudicial de defensores 
de derechos humanos con mayores con-
secuencias en el área rural donde incluso 
desaparecieron comunidades completas. 
Algunas de estas organizaciones fueron 
perseguidas por el registro de violaciones 
a derechos que han sido clave para el país 
porque permitieron exponer las atrocida-
des cometidas durante el mismo período 
(ODHAG, 1998). 

Tercero, Guatemala en 1996 firma los 
Acuerdos de Paz e ingresa a una nueva 
era democrática donde el Estado reco-
noce que, para cumplir sus fines, necesita 
coordinarse junto con la ciudadanía, sobre 
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todo la organizada. Estos acuerdos fueron 
firmados por el Gobierno de Guatemala, 
la Unidad Revolucionaria Nacional Gua-
temalteca (URNG) y un representante de 
las Naciones Unidas (SEPAZ, 2006). Los 
acuerdos abarcaban reconocer, garanti-
zar y proteger los derechos humanos, la 
identidad y los derechos de los pueblos 
indígenas, la democratización para el for-
talecimiento del poder civil y funcionali-
dad del Estado, y realizar medidas para 
abordar aspectos socioeconómicos (Fun-
dación PROPAZ, 2022). Las OSC fueron 
importantes para impulsar estos acuerdos 
y concretar la firma. Después de la firma, 
las OSC en este periodo se caracterizan 
por dar seguimiento a los Acuerdos de Paz 
y además exigir la transparencia y la rendi-
ción de cuentas (SEPAZ, 2006; Entrevista 
a Jorge Lavarreda de CIEN, 2023). 

Finalmente, el cuarto hito se relaciona con 
la acusación de asociación ilícita, defrau-
dación aduanera y enriquecimiento ilícito 
al presidente Otto Pérez Molina y otros 
funcionarios de gobierno que realizó la 
Comisión Internacional contra la Impuni-
dad en Guatemala (CICIG) en 2015. Esta 
instancia fue creada en 2006 y financiada 
por las Naciones Unidas (UN) y trabajó jun-
to con el Ministerio Público de Guatemala 
(MP). Ese momento desencadenó mar-
chas masivas en todo el país y por meses, 
un despertar ciudadano en el que se auto 
reconocieron como sujetos de derechos. 
Esto dio lugar a la creación de nuevas OSC 
y otras formas de organización que incor-
poraron las redes sociales, tecnologías y 
estructuras más horizontales (Entrevista a 
María Luisa Méndez representante de Paz 

Joven, 2023). Además, desde 2015 a la 
actualidad, aumentó la articulación en re-
des temáticas y de trabajo con el gobier-
no y la iniciativa privada (Entrevista a Jorge 
Lavarreda representante de CIEN, 2023).  

Ante la falta de adecuada respuesta del 
Estado, en Guatemala al igual que otros 
países, se han ido creando organizacio-
nes sociales que buscan subsanar necesi-
dades acumuladas en grupos marginados 
como mujeres, indígenas, jóvenes, entre 
otros. Además, en este sector se iden-
tifican innovaciones y alianzas entre las 
OSC, el Estado y empresas para impulsar 
proyectos con temáticas específicas, de 
la mano del intercambio de experiencias 
y metodologías que amplíen el alcance de 
los impactos, por ejemplo, la alianza por la 
nutrición, según comenta Jorge Lavarreda 
de CIEN (Entrevista, 2023). 

Aunque en la actualidad las OSC en Gua-
temala siguen trabajando por el beneficio 
común, las relaciones con el Estado toda-

Las transformaciones históricas en 
Guatemala han dado como resultado 
las OSC que hoy conviven en el 
espacio cívico del país.

Según el Registro 
de Personas 
Jurídicas (REPEJU) 
del Ministerio 
de Gobernación 
de la República 
de Guatemala 
(MINGOB), al 24 
de mayo de 2023, 
se tiene: 

2 004
ORGANIZACIONES 
NO GUBERNAMENTALES

532
FUNDACIONES

146
SOCIEDADES CIVILES

9 262
ASOCIACIONES CIVILES
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vía se encuentran fragmentadas dado que 
son antagonistas heredados de los con-
flictos históricos. En este sentido, en 2007 
se promovió una reforma a la Ley de orga-
nizaciones no gubernamentales en Gua-
temala que vulnera las libertades de las 
ONG y que fue propuesta por el Organis-
mo Ejecutivo y aprobada por el Congre-
so de la República de Guatemala bajo el 
Decreto 4-2020 (LEGIS, 2022; Entrevista 
a Raúl Bolaños y Margarita Abascal, exper-
tos en OSC, 2023). Esta reforma incluye: la 
centralización y discreción en la decisión 
de liquidación de organizaciones (art. 10 y 
art. 16), la criminalización de los miembros 
de la ONG al establecer que cualquier 
manifestación o reunión pública puede 
ser considerada como desorden públi-
co (art. 13), y al exigir el acceso a datos 
financieros de las OSC (art. 11). El mayor 
riesgo que menciona LEGIS (2022) sobre 
estos dos mecanismos es que le provee al 
gobierno la facultad de cancelar de forma 
arbitraria a una ONG. 

Lo anterior demuestra que 
el Estado, en la práctica, 
legaliza mecanismos 
políticos contra las OSC 
que consideran parte de la 
oposición.

Previo a la aprobación de esta norma, las 
OSC se movilizaron para evitar que fue-
ra aprobada, pero aun así el Congreso 
la aprobó. Posterior a su aprobación, las 
OSC han organizado actividades para 
difundir las disposiciones legales finales, 
han creado grupos en redes sociales para 

compartir fechas importantes para no vio-
lar ningún plazo o acciones de las norma-
tivas, generando así un espíritu de fuerza 
y solidaridad que permita sobrellevar las 
limitaciones normativas.

Por otro lado, durante la pandemia del CO-
VID-19, el funcionamiento de las OSC en 
Guatemala fue complejo ya que se dificul-
tó mantener la comunicación y coordina-
ción de las organizaciones comunitarias. 
La participación ciudadana disminuyó 
junto con el poder de convocatoria y la 
precariedad de las condiciones de la po-
blación aumentó. Además, líderes comu-
nitarios se vieron en la necesidad de mi-
grar y como resultado, se desarticularon 
varias redes. La división se dio porque las 
fuerzas y el financiamiento se concentra-
ron alrededor de la vacunación y biosegu-
ridad dejando a otras OSC con limitados 
recursos. Solo las redes de ayuda huma-
nitaria se fortalecieron, ya que en la cri-
sis tuvieron que innovar para superar las 
restricciones de movilidad, rediseñar su 
forma de intervención, generar alianzas y 
otro tipo de coordinaciones. También re-
cibieron mucho apoyo de la ciudadanía y 
de la cooperación internacional. Hay que 
tomar en cuenta que, antes de ese perio-
do, las OSC no destinaban grandes recur-
sos a insumos de “bioseguridad”, “gastos 
telefónicos” o “equipos telefónicos”, que 
finalmente tuvieron que flexibilizarse para 
realizar compras y dotar de insumos a la 
población en mayores condiciones de 
vulnerabilidad. Por otro lado, el trabajo vir-
tual proliferó, pero no todas las OSC o los 
beneficiarios de las intervenciones con-
taban con las condiciones para realizar el 
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trabajo a distancia. Sin lugar a dudas esta 
pandemia generó una crisis en los medios 
de sobrevivencia de la población guate-
malteca (Entrevistas a Acevedo, Bolaños, 
Lavarrera, Martínez, Melgar, Méndez y Pé-
rez, 202345).

En la actualidad existe una alta 
polarización entre la sociedad 
guatemalteca. Esta se ve también 
reflejada en las OSC porque 
compiten entre sí mismas y con el 
sector privado para obtener recursos.

Existe una sensación de vulnerabilidad 
ante los cambios de requisitos dados por 
la reforma del decreto 4-2003, que se 
mencionó anteriormente, y que brinda la 
posibilidad al Gobierno de cancelar a las 
ONG. Es por ello que varias han optado 
por trabajar con fondos ajenos al Estado 
para no verse involucradas en casos de 
corrupción. En años recientes se han dado 
espacios como el de “Gobierno abierto” 
para que el gobierno pueda dialogar con 
las OSC, pero la falta de consecución de 
compromisos terminó por desgastar el 
espacio. También se han hecho esfuerzos 
para contrarrestar la narrativa del Gobier-
no y transparentar los recursos de las OSC. 
No queda duda que uno de los principales 
retos es construir el tejido fuerte y sólido, 
o en otras palabras, el espacio cívico, para 
que las OSC puedan continuar su valio-
so aporte a la reducción de las desigual-
dades (Entrevista a Lavarreda, Bolaños y 
Abascal, 2023). 

4.3.3. Aportes de la 
sociedad civil para 
la construcción de 
equidad 

Las respuestas que las OSC pueden dar 
a los problemas de la sociedad son alta-
mente personalizadas porque estas se en-
cuentran inmersas en ciertas temáticas, en 
determinados territorios y con poblaciones 
específicas que permiten que se generen 
iniciativas entendiendo la problemática y 
adoptando metodologías y mecanismos 
nuevos para abordar diversos problemas 
sociales, proceso también conocido como 
innovación. Esta es una característica de 
las OSC que facilita la implementación de 
programas y que fomenta la participación 
y el sentido de pertenencia de las comu-
nidades o territorios atendidos. A conti-
nuación, se detallan algunas de estas ini-
ciativas de la sociedad civil que identifican 
problemas específicos de sus contextos y 
han realizado adaptaciones para respon-
der a las necesidades de los ciudadanos.

4.3.3.1. EspantaCacos, tecnología para 
resolver delitos en la calle46

EspantaCacos es una iniciativa del progra-
ma Jóvenes Contra la Violencia (JCV) / Gua-
temala Asociación por una Vida Digna, que 
trata de aportar a la prevención de la violen-
cia, mediante la promoción de una cultura 
de denuncia de actos delictivos en la ciudad 
de Guatemala de la mano de la tecnología, 
en un país en donde se dan 17 homicidios 

45	 Véase el Anexo 8.1: Lista de entrevistas.
46	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: EspantaCacos.

https://www.youtube.com/watch?v=3QtjlvsDPGQ
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intencionales por cada 100 mil habitantes. 
La iniciativa consiste en una aplicación para 
teléfonos inteligentes para fomentar la cul-
tura de denuncia entre los guatemaltecos. 

La ciudadanía puede reportar 
en la aplicación los casos de 
violencia o actos delictivos 
que han sufrido o de los que 
han sido testigos, información que 
es enviada a la Policía Nacional Civil 
para la elaboración de planes de 
prevención. Además, esta información 
sirve para generar mapas interactivos 
con los puntos calientes de la ciudad 
utilizando análisis de Big Data. 

Posteriormente, en estos sitios donde 
ocurrían más actos delictivos se coloca-
ron espantapájaros vestidos de agentes 
de policía para llamar la atención y pre-
venir a la ciudadanía y autoridades.  Esta 
iniciativa logró más de 1.200 denuncias 
de ciudadanos entre 2015 y 2016 y logró 
la firma de un Convenio de Cooperación 
con Acuerdo Gubernativo, con el Minis-
terio de Gobernación, el cual fue firmado 
por el presidente de la República y el Mi-
nistro de Gobernación de Guatemala, con 
el objetivo de darle respuesta institucional 
según el ámbito de su competencia a los 
reportes ciudadanos recibidos por medio 
de la plataforma tecnológica (Entrevista a 
Javier Toledo de JCV, 2023).

El proyecto fue posible gracias al apoyo 
de alianzas con diferentes sectores: KE-
MOK, una empresa de análisis de Big Data 
apoyó con el análisis de las denuncias re-
cibidas; se obtuvo un financiamiento de 
USD 20 mil por parte de la Fundación Na-

cional para la Democracia – NED (por su 
nombre en inglés, National Endowment 
for Democracy) y de empresarios locales. 
Obtuvo también el apoyo de otras orga-
nizaciones de sociedad civil, la acade-
mia, medios de comunicación y el tiempo 
donado por voluntarios. La iniciativa tuvo 
una duración de 5 años, desde 2012 a 
2016 y no solo benefició a la población, 
sino que también se beneficiaron Agentes 
de la Policía Nacional Civil que recibieron 
capacitaciones en temas de atención al 
ciudadano, inteligencia emocional y so-
bre su rol comunitario.

Si bien la iniciativa ya no se implementa 
por falta de financiamiento y de voluntad 
política para continuar con la misma, se 
puede mencionar algunos de los resulta-
dos alcanzados más relevantes:

a)	 La construcción de una herramienta 
digital para reportar actos delictivos;

b)	La construcción de un mapa interac-
tivo;

c)	 El análisis de big data sobre los pun-
tos calientes en donde se reportan 
más asaltos;

d)	La denuncia de 30 puntos en la Ciu-
dad de Guatemala donde se coloca-
ron los EspantaCacos; 

e)	 El alcance mediático con 41 notas a 
nivel nacional, 14 notas a nivel inter-
nacional, 2 millones de lectores, 110 
minutos en radio y televisión (Entre-
vista a Javier Toledo de JCV, 2023).
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4.3.3.2. Instituto Puente, un modelo 
de educación rural para la 
inclusión al desarrollo47

El Consejo Comunitario de Desarrollo Ur-
bano y Rural (COCODE)48 de Punta Brava 
en alianza con otras organizaciones socia-
les, tiene a su cargo el proyecto Instituto 
Puente. Este es un proyecto que desde 
2015 busca establecer un modelo de edu-
cación rural para brindar educación perso-
nalizada para la inclusión al mercado labo-
ral desde la creación de emprendimientos 
sociales y fuertemente comunitarios. El 
reto del proyecto es cerrar las brechas 
educativas y económicas que inhiben al 
talento humano joven de las áreas rurales 
e incluir a miembros de las comunidades 
en el desarrollo sustentable (Entrevista a 
Edwin Xol del Instituto Puente, 2023). 

Su alcance geográfico abarca a seis po-
blados a la orilla del Lago de Izabal ubi-
cados en el municipio de Los Amates y 
que reúnen 1.200 personas incluyendo 
jóvenes de cuatro aldeas (Río Banco, Pun-
ta Brava, Pueblo Nuevo y Boca Ancha) y 
2 caseríos (Puntas Hondas y Playa Teco-
mates). Los participantes de esta inicia-
tiva son adolescentes y jóvenes entre 12 
y 18 años de ambos sexos egresados de 
primaria, secundaria y carrera (ciclo del 
diversificado).

Este proyecto posee un financiamien-
to a través de fuentes mixtas con apo-
yo económico del sector público; fon-
dos privados nacionales que van desde 
donaciones pequeñas (USD 13 o Q100 
mensuales); donaciones en especie o en 
efectivo; fondos privados internacionales 
(que pueden alcanzar más de USD 67 mil 
o Є60 mil para equipamiento); las contri-
buciones de padres de familia (USD 10 
por familia al mes) y el transporte acuático 
y terrestre que brinda la Municipalidad de 
Los Amates (aproximadamente USD 512 
o Q 4.000 al mes). Estas fuentes mixtas 
de financiación permiten la estabilidad 
del proyecto y contar con un maestro para 
todo el año. Si bien la iniciativa cuenta con 
aliados de varias organizaciones mediante 
convenios, sin duda su éxito consiste en la 
apropiación y el respaldo de la comunidad 
al COCODE de Punta Brava que le brinda 
una red de colaboración e intercambio. 
Además, la sostenibilidad del proyecto 
proviene de los distintos aportantes que 
ha generado independencia, autonomía 
y credibilidad (Entrevista a Edwin Xol del 
Instituto Puente, 2023).

Esta iniciativa cuenta también con un 
componente ecológico, ya que la infraes-
tructura del centro fue construida con ma-
teriales acordes al contexto climático y 
provenientes de la zona como el bambú y 

47	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Instituto Puente.
48	 Estos consejos son el ente coordinador de participación a nivel comunitario. Están conformados por los residentes de la 

comunidad, participan y priorizan las políticas, programas, proyectos planes y programas en beneficio del desarrollo de su 
comunidad. Esto se enlaza a la estructura de Sistemas de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural contenidas en la ley que lleva 
el mismo nombre (Decreto 11-2002).

https://institutopuenteapb.wordpress.com/nosotros/somos/
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con espacios pensados en la comodidad 
de los jóvenes según indica Xol (Entrevis-
ta, 2023).  

El Instituto Puente aplica una 
metodología de enseñanza teórica 
– práctica ya que no solo ofrece 
educación científica y técnica, sino 
que busca desarrollar la capacidad de 
análisis y de resolución de problemas 
de los jóvenes a través 
de actividades, como por 
ejemplo la fabricación de 
sus propios escritorios.

Aprenden también sobre computación 
y otras prácticas que guían a los jóvenes 
hacia el descubrimiento de sus talentos. 
Además, la iniciativa está comprometida 
con la enseñanza sin importar el rango 
etario, por lo que también se trabaja en la 
alfabetización de adultos residentes de 
toda la comunidad.

Por otro lado, el Instituto cuenta con un 
diseño planteado pertinente para su con-
texto y ha demostrado alta eficiencia en la 
inversión pública para su creación, cons-
trucción y mantenimiento. Estos resulta-
dos en diferentes áreas han permitido el 
reconocimiento y el involucramiento de 
actores como: a) Ministerio de Educa-
ción, b) Sindicato de la Municipalidad de 
Los Amates y la c) Municipalidad de Los 
Amates. En lo público se ha logrado gene-
rar una resolución departamental para ser 
reconocido como instituto público para 

poder funcionar y permitir el acceso a los 
beneficios del Estado (libros, alimentación 
y docentes). 

Adicionalmente, la incorporación de un 
diseño arquitectónico bioclimático ha ins-
pirado al equipo municipal de la zona para 
que su inversión educativa mejore y esto 
se ve reflejado en cuatro edificios públi-
cos de reciente creación y el acompaña-
miento para que otros centros educativos 
rurales busquen establecer el mismo mo-
delo de educación, basada en la impor-
tancia de selección de docentes altamen-
te comprometidos y bajo la participación 
de la comunidad49 (Entrevista a Edwin Xol 
del Instituto Puente, 2023).

4.3.3.3. COCULTURA50, una apuesta 
por el desarrollo desde el arte

En 2013 la Asociación Civil Caja Lúdica 
impulsó la creación de una Cooperativa 
Integral de Ahorro y Crédito, Cultura Co-
munitaria de Responsabilidad Limitada 
(COCULTURA, R.L.) que ha alcanzado a 
varias comunidades de Ciudad Quetzal 
del municipio de San Juan Sacatepéquez, 
la zona 1 y 18 de Ciudad de Guatemala, Vi-
lla Nueva y Amatitlán del departamento de 
Guatemala y el municipio de Aguacatán en 
el departamento de Huehuetenango. A di-
ferencia de cooperativas que brindan tra-
dicionalmente apoyo a emprendimientos 
de productos o servicios determinados, 
esta cooperativa brinda oportunidades a 

49	 Otros recursos se pueden encontrar en el siguiente enlace.
50	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: COCULTURA.

https://www.youtube.com/watch?v=1uv7UGInXCY
https://coculturarl.org/quienes-somos/
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artistas y estudiantes de arte que pertene-
cen a áreas marginadas para transformar 
sus ideas en emprendimientos sosteni-
bles por medio de formación en inclusión 
financiera y acceso a financiación. 

A su vez, la cooperativa se financia desde 
las aportaciones de los asociados (USD 
3,2 o Q25 por mes y una cuota única de 
ingreso de USD 6,40 o Q50) y sus aho-
rros; aportes de miembros del modelo de 
inclusión financiera (USD 1,28 o Q10 por 
mes y una cuota única de ingreso de USD 
6,41 o Q50); aportes de participantes no 
asociados (USD 3,20 o Q25 por mes y un 
aporte único para asociarse USD 38,46 o 
Q300); y otros aportes que provienen de 
donaciones de agencias de cooperación 
internacional como la Fundación Intera-
mericana y la Organización Internacional 
para la Migración que han alcanzado apo-
yos de USD 6.409 o Q50.000 (Entrevista 
a Paulina Rosales de COCULTURA, 2023).

Como resultado de este proyecto se 
ha logado la inclusión financiera de 
sus miembros a través del modelo de 
la cooperativa que incluye 
apoyo psicosocial mediante 
didáctica lúdica. 

Además, la capacitación técnica 
que se ofrece a los artistas se adapta de 
manera personalizada para complementar 
las habilidades de cada persona y de su 
emprendimiento.

Esto último se realiza en alianza con el Ins-
tituto Técnico de Capacitación y Produc-
tividad (INTECAP). El programa incluye 
también capacitaciones sobre el uso de 

tecnología y el desarrollo de estrategias 
de ventas y administración de cada em-
prendimiento para finalmente brindar ac-
ceso al financiamiento.

A la fecha, esta iniciativa ha logrado incluir a 
400 personas en el modelo de inclusión fi-
nanciera, 100 personas más se encuentran 
en proceso de formación y se han desarro-
llado 5 mil emprendimientos durante todo 
el proyecto. En los últimos años, la coo-
perativa ha enfocado sus esfuerzos en in-
corporar a mujeres a su modelo, las cuales 
han logrado monetizar su tiempo, cono-
cer sobre administración financiera y han 
podido aplicar a préstamos, generando 
una transformación en el reconocimiento 
y credibilidad que tienen frente a sus pro-
pias familias y su comunidad (Entrevista a 
Paulina Rosales de COCULTURA, 2023).

Las organizaciones comunitarias de los 
territorios que atiende la cooperativa han 
colaborado en la incidencia del proyecto 
para que el Estado participe del mismo a 
través de instituciones como la Sección de 
Formación y Capacitación para el empleo 
(SECAFOR) del Ministerio de Trabajo, la 
Dirección General de Acreditación y Certi-
ficación (DIGEACE) del Ministerio de Edu-
cación, la Casa de la Cultura y los Núcleos 
Familiares Educativos para el desarrollo 
(NUFED) del Movimiento de Trabajadores 
Campesinos. A través de esta iniciativa se 
han creado vínculos para trabajar en con-
junto con las poblaciones a fin de estable-
cer nuevos programas que incluyan el mis-
mo modelo de inclusión financiera. 
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4.4.
Perú: desigualdades 
socioeconómicas y el rol 
de la sociedad civil

4.4.1. Desigualdades 
socioeconómicas 

Después de 30 años de implementación 
del modelo neoliberal, centrado en la pro-
moción de la inversión privada, particular-
mente en el sector extractivo y sustentado 
en el crecimiento económico generado51,  
sus defensores mostraban el avance en la 
reducción sostenida de la pobreza y del 
coeficiente de GINI. Este discurso se vio 
confrontado con los datos del World In-

equality Lab (WIL), procesados por Lati-
nometrics, que ubicó al Perú entre los paí-
ses más desiguales del mundo. Si bien en 
el siguiente gráfico se registra una reduc-
ción del coeficiente de GINI, que implica 
una mejora en cuanto a la concentración 
de ingresos en el país, el nivel de con-
centración sigue siendo alto. Entre 2010 
y 2021 este indicador pasó de 0,471 a 
0,426, y aunque la reducción ha sido sos-
tenida, 2020, el año de la pandemia por el 
COVID-19, implicó un aumento importante 
en la desigualdad.

51	 Ejemplo de este discurso puede encontrarse en la reciente publicación  del exministro de economía, Waldo Mendoza, que 
asocia el crecimiento del PBI per cápita y la reducción de la pobreza a la implementación del modelo económico vigente en la 
Constitución peruana (Mendoza, 2023).

Gráfico 15.
Coeficiente de Gini de Perú

Fuente: CEPAL.
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El discurso dominante en torno al creci-
miento económico en Perú, así como la 
invisibilización de la desigualdad, son cla-
ro ejemplo de los mecanismos que Tilly 
(2000) describe para la difusión social y 
adaptación de la vida cotidiana a las con-
diciones de desigualdad. Dicho autor ase-
gura que, desde la emulación y la capaci-
dad de adaptación, las desigualdades se 
vuelven habituales. Descarta la idea de la 
desigualdad, como una condición de los 
individuos, colocándola como efecto de 
relaciones sociales, de vínculos que ge-
neran desigualdad, algunos de los cuales 
perduran en el tiempo, se tornan persis-
tentes – como las relaciones entre hom-
bres y mujeres, o entre clases sociales, 
amparados en mecanismos generadores 
de inequidad como la explotación y el 

acaparamiento de oportunidades. Para Ti-
lly estos mecanismos son implementados 
desde los gobiernos, controlados en parte 
por las clases dirigentes, aunque plausi-
bles de ser transformados por los movi-
mientos sociales si se logra altos niveles 
de conciencia de la situación generada y 
de alternativas reales de movilidad.

En el caso peruano se observa el uso de es-
tos mecanismos. Si bien hay considerables 
mejoras en la condición de vida de los perua-
nos, es innegable que los más beneficiados 
no han sido los más vulnerables, sino quie-
nes ya estaban en la cúspide de la pirámide 
social. Según la Base de Datos Mundiales de 
Inequidad (WID, 2022), los niveles de con-
centración del ingreso y la riqueza en el Perú 
son altos, especialmente en la riqueza.  

Como recuerda Scanlon (2022), con las 
consecuencias de la desigualdad, es 
central pensar en las causas de esta, en 
particular en los mecanismos institucio-
nales que la generan. En Perú, Francisco 
Durand ha estudiado los mecanismos por 

medio de los cuales los poderes fácticos 
han logrado capturar el Estado a través de 
mecanismos como la puerta giratoria52 o 
la financiación de campañas electorales 
para implementar políticas que resulten 
beneficiosas para ellos.

Tabla 2.
Concentración del ingreso y de la riqueza por sectores sociales 2021 en Perú

Fuente: WID.

52	 Se conoce como puerta giratoria (del inglés revolving door) al movimiento de funcionarios con altos cargos entre el sector 
público, el sector privado y viceversa.

https://es.wikipedia.org/wiki/Puerta_giratoria
https://es.wikipedia.org/wiki/Idioma_ingl%C3%A9s
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Hace 30 años se aprobó la Constitución 
Política del Perú, votada tras un golpe 
de Estado, que instaura por primera vez 
candados rígidos a la intervención del 
Estado en la economía. El debate sobre 
el mantenimiento o no del modelo se ha 

abierto con intensidad. Junto al coefi-
ciente de Gini, los defensores del mode-
lo ponen como ejemplo el avance en el 
Índice de Desarrollo Humano cuya evo-
lución fue positiva hasta la llegada de la 
pandemia.

La caída en el IDH no logró un 
rebote rápido en 2021 como se 
esperaba. Si bien el resultado 
no es malo, si se compara con 
años anteriores y se considera 
a la población que cayó en 
la pobreza tras la llegada 
del COVID-19 es materia de 
preocupación nacional.

Además, Perú registró una de las tasas 
más alta de fallecidos en la pandemia, y la 
economía se contrajo 11 puntos, la caída 
más fuerte de la región. La afectación a la 
población ha sido muy grande, mostrando 

la vulnerabilidad de la llamada clase me-
dia y la precariedad del Estado. En 2022 
la FAO declaró a Perú como el país con la 
mayor inseguridad alimentaria de Suramé-
rica, con más de la mitad de su población 
sin capacidad de asegurar una alimenta-
ción adecuada.

En términos de pobreza la reducción de 
la proporción de población en esta condi-
ción es notable al pasar de 24,6% en 2010 
a 19,3% en 2021. Esta tendencia se rompe 
en 2020, año de la pandemia, en el que se 
reporta una elevación a 28,4% de la pobla-
ción que hace retroceder al país a niveles 
similares a los del año 2014. Esta trayec-
toria es similar a la que registra la pobreza 
extrema que en 2021 se ubicó en 4,2%.

Gráfico 16.
Índice de Desarrollo Humano de Perú

Fuente: PNUD.
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Gráfico 17.
Pobreza y pobreza extrema de Perú

Fuente: CEPAL.

El impacto del COVID-19 fue tan duro, par-
ticularmente en las zonas urbanas, por la 
precariedad de las condiciones de habita-
bilidad, que las medidas de inmovilidad y 
confinamiento (de las más duras de toda la 
región), no sirvieron para contener el con-
tagio. El debate entre expertos se centró 
entonces en las razones del fracaso, una 
de las cuales fue el nivel de hacinamien-
to de la población. Según cálculos de la 
CEPAL, la proporción de la población pe-
ruana que vive hacinada es considerable-
mente alta, con un 31,7% de la población 
frente al 31,4% de ALC al 2021.

Si se analiza este promedio de manera 
desagregada por quintiles, las brechas se 
agrandan y más desigualdad sale a la luz. 
Para el 2021, mientras el quintil 5 en la zona 
urbana tiene una proporción de 10,3% de 
hogares en hacinamiento, el quintil 1 al-
canza al 48,8% de los hogares. 

Junto al hacinamiento, otro indicador para 
medir las condiciones de vida de la po-
blación es el acceso a servicios básicos, 

principalmente agua y saneamiento. Los 
siguientes gráficos reflejan que la propor-
ción de peruanos que acceden a ambos 
servicios supera el 80%. Sin embargo, el 
país se ubica por detrás del promedio 
de América Latina con 92,7% de acceso 
a agua, frente al 88% de la población de 
Perú. El acceso a este servicio fue funda-
mental para hacer frente a la pandemia, 
por la necesidad de aseo personal y el 
lavado de los alimentos a consumir. El la-
vado de manos, como uno de los mejores 
mecanismos de prevención del contagio, 
no pudo ser garantizado para el 12% de la 
población peruana. En el caso de sanea-
miento se registran cifras ligeramente si-
milares, ya que 79,8% de la población de 
la región accede a este servicio, frente al 
83,3% de la población de Perú. 

Estos datos ocultan realidades complejas, 
ya que el acceso al agua es medido en 
relación a la conexión con la red pública, 
que ha avanzado de manera considerable. 
Sin embargo, acceder a la red pública no 
es garantía en Perú de consumo de agua 
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segura. El INEI publicó en 2020 un infor-
me sobre las diversas formas de acceso a 
agua y saneamiento en donde se visibiliza 
que un indicador clave es el nivel de cloro 
en el agua. Para 2020 la proporción de la 
población que consume agua proveniente 
de red pública con nivel de cloro adecua-
do es sólo del 38,6%. Si este promedio na-
cional es separado por áreas geográficas, 
se tiene que 48,7% del área urbana consu-
me agua con niveles de cloro adecuados 
frente al 3,2% del área rural (2020).

En cuanto al mercado laboral de Perú, según 
cifras de la OIT, en 2020 la tasa de desocupa-

ción subió a 7,7% frente al 3,9% del 2019. Este 
cambio se debe a la llegada de la pandemia 
que, como se mencionó, contrajo la econo-
mía 11 puntos. A pesar de este retroceso, en 
2021 el PIB se acercó a la “normalidad”, pero 
las cifras de desocupación no tuvieron una 
recuperación similar. Como se ve en el si-
guiente gráfico, si bien el desempleo baja a 
6,1% en 2021, este valor todavía se mantiene 
más de 2 puntos por encima del promedio 
nacional previo a la pandemia. El mismo grá-
fico muestra la desigualdad entre sexos, ya 
que la proporción de mujeres desocupadas 
es mayor que la de los hombres, y esta bre-
cha, ha crecido luego de la pandemia.

Gráfico 18.
Tasa de desocupación total y por sexo en Perú

Fuente: OIT.

La tasa de ocupación de los hombres 
pasó de 78,1% en 2019 a 69,3% en 2020, 
reportando una caída de casi 10 puntos 
porcentuales, mientras en el caso de las 
mujeres la diferencia en porcentaje de po-
blación ocupada fue de 11,4% puntos por-
centuales. Para 2021 se registra una recu-
peración de ambos sexos, sin embargo, la 
distancia entre sexos sigue siendo impor-
tante y se torna, como señala Tilly, en una 
desigualdad persistente.

Aunque los datos muestran un nivel relati-
vamente bajo de desocupación y alto de 
ocupación, estar ocupado no quiere decir 
estar correctamente empleado.

Como afirma Durand (2007), en Perú 
conviven dentro de la economía tres 
sistemas, -legal, informal e ilegal-, 
que se interrelacionan y generan 
interdependencia.
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Medir la proporción del empleo informal 
resulta particularmente relevante. Si el 
promedio de la informalidad en la región 
es un poco menor al 50% de la PEA, según 
datos oficiales del INEI, en Perú el empleo 
informal en el 2020 alcanzó al 69,4%.

Por otro lado, uno de los factores de igua-
lación social más importantes es la educa-
ción. Desde Bourdieu en adelante, las cien-
cias sociales han mostrado la importancia 

de la educación en la movilidad social, por 
lo tanto, es central evaluar en primer lu-
gar el gasto público en educación. Como 
se aprecia en el siguiente gráfico hay un 
incremento sostenido de la inversión en 
educación en relación con el PIB desde 
2010. Esta ha pasado del 2,87% en 2010 
al 4,25% en 2021, aunque aún el país no ha 
logrado alcanzar el 6% que recomiendan 
los organismos multilaterales y que la pro-
pia Constitución peruana contempla. 

Como en el caso de la educación, el 
incremento del gasto público en salud 
es notorio con un 4,72% del PIB en 2010 
a 5,22% en el 2019. Estos incrementos 
se han asociado a la ampliación de la 

cobertura; el último salto considerable 
en 2018 se debe a la universalización del 
Seguro Integral de Salud (SIS) que permite 
la cobertura básica en el sistema público.

Gráfico 19.
Gasto Público en Educación como % del PIB

Gráfico 20.
Gasto Público en Salud como % del PIB

Fuente: Banco Mundial.

Fuente: OMS.
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No obstante, este incremento presupues-
tal no significó que el país tuviera una ca-
pacidad instalada básica de camas de 
cuidados intensivos durante el COVID-19. 
Como reportan Jochamowitz y León 
(2021), la cuarentena inicia en marzo del 
2020 con sólo 220 camas UCI a disposi-
ción del sector público, a lo que se debe 
sumar la incapacidad del gobierno para 
garantizar oxígeno suficiente a los pacien-
tes y un reducido número de médicos y 
enfermeras. A fines del 2022 se reportaron 
4´117.246 casos y 215.960 fallecidos a ni-
vel nacional. Un número muy alto en com-
paración con la región. En efecto, cuando 
el gobierno peruano sinceró las cifras de 
fallecidos en junio del 2021, resultó ser el 
país con la mayor tasa mundial de mortali-
dad por cada 100 mil habitantes, debido al 
COVID-19 (Fowks, 2021).

Perú es uno de los países con más 
alto riesgo ante el cambio climático. 
La ratio de emisión de gases de 
efecto invernadero es baja e incluso 
se ha reducido en el 2020, lo que, 
representa un escenario de injusticia 
climática muy evidente, en donde 
los países que casi no aportan al 
calentamiento global están entre los 
más perjudicados por los efectos 
como cambios de temperatura. 

Además, si el impacto del COVID-19 ha-
bía dejado al país en una situación preca-
ria, social y económicamente, el 2023 ha 
llegado con fenómenos climáticos que 
amenazan la posibilidad de recuperación 
de la población. El inicio del año estuvo 
marcado por la llegada del ciclón Yaku que 
ha dejado a miles de damnificados, sobre 
todo en el norte del país. El incremento de 

las precipitaciones y la consecuente acti-
vación de quebradas ha incrementado los 
niveles de riesgo y vulnerabilidad a los que 
estamos sometidos. El 2023 podría tener, 
además, el golpe del Fenómeno del Niño, 
agravándose la situación de la población, 
sobre todo la de escasos recursos, debido 
a la precariedad de sus viviendas, muchas 
de ellas asentadas en los cursos por don-
de discurren las corrientes de agua y los 
aluviones.

4.4.2. La sociedad civil en 
Perú 

Considerando que la lógica del mode-
lo vigente se levanta desde la promoción 
del crecimiento, para que éste garantice 
luego el bienestar, el objetivo fundamen-
tal del Estado peruano ha sido el auspicio 
de las inversiones privadas, proveyendo 
a los inversionistas nacionales y extran-
jeros de las necesarias garantías, además 
de brindarles trato político preferencial. 
Los principales mecanismos utilizados 
por el Estado para “incentivar las gran-
des inversiones” han sido los Contratos 
de Estabilidad Jurídica, los convenios in-
ternacionales, particularmente los TLC, y 
las concesiones extractivas. Aun cuando 
también se han establecido protocolos, 
estudios ambientales y procesos de con-
sulta, así como distintos mecanismos de 
evaluación ambiental, especialmente a 
partir de los procesos de redemocratiza-
ción que se iniciaron en el 2000, el Esta-
do peruano los ha limitado y en general 
les concede menor importancia, muchas 
veces aceptándolos de modo reactivo, 
ex post, cuando aparecen las protes-
tas o crecen distintas presiones externas 
proambientales y laborales.
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Este esquema, en el siglo XXI, concentró 
aún más la economía liderada

“por un núcleo financiero-urbano y 
otro extractivo, organizados como 
grupos de poder económicos 
(GPE) nacionales y extranjeros 
con inversiones diversificadas” 
(Durand, 2016).

La tendencia a la privatización ocurrió al 
mismo tiempo que la concentración del 
poder económico en un pequeño núcleo 
de los GPE que compró activos del Es-
tado, que se fusionaron gracias a los in-
centivos tributarios de los años 90, por lo 
que algunos de sus miembros terminaron 
siendo dueños de las mejores tierras. Lo 
propio sucedió con las concesiones mi-
neras, energéticas, petroleras, gasíferas 
y forestales, que contaron con contratos 
de estabilidad jurídica y las normas de 
protección de la inversión de los tratados 
de libre comercio. Según Durand (2016), 
hacia el 2014 una docena de grupos con-
trolaba una gran cantidad de empresas 
(441), teniendo en promedio cada uno 38. 
Esta acumulación de poder económico 
tendrá, a su vez, una correlación directa en 
la concentración del poder político en el 
Ejecutivo desde los años 90 que gobierna 
mediante decretos leyes53. 

La captura del Estado no sólo está relacio-
nada con la posibilidad de influir en bene-
ficio del interés privado, sino también con 
la ausencia de voluntad para atender y re-
solver situaciones que no afectan directa-
mente a los sectores más poderosos del 

país. En este esquema, no se generó un 
espacio medianamente importante para 
la acción de las organizaciones sociales; 
más aún, los ámbitos de participación que 
fueron parte de la gobernanza diseñada 
para este caso, pronto se burocratizaron 
y cayeron en desuso, al no ser un espacio 
decisivo para el control de las decisiones. 
En los ámbitos rurales, el impacto combi-
nado de varios procesos, como el cam-
bio climático, las actividades extractivas, 
el despliegue cada vez más decisivo del 
mercado, la inestabilidad de los ingresos y 
otros, demandaron la intervención del Es-
tado, siempre bajo los objetivos descritos 
que, fundamentalmente, giraron en torno 
al crecimiento económico. 

Para Torres (2015), algunas políticas na-
cionales dirigidas hacia los espacios rura-
les (como la mejora de caminos rurales y 
de algunas de las principales carreteras, y 
la penetración de la telefonía) y programas 
de transferencias condicionadas permitió 
que un importante sector de esta pobla-
ción saliera de la pobreza, aunque no ir 
mucho más allá (Webb, 2013). Otro espa-
cio importante para el desempeño de las 
organizaciones sociales en Perú ha sido la 
dinámica en las zonas urbanas en donde 
el ciclo de crecimiento de las primeras dé-
cadas del presente siglo, tiene como uno 
de sus resultados sociales lo que algunos 
han denominado la expansión de las de-
nominadas clases medias, especialmente 
en los ámbitos urbanos. Estos territorios 
crecieron “gracias al crecimiento econó-
mico sostenido y la consecuente reduc-
ción de la pobreza”, como afirma César 

53	 Aunque el distanciamiento entre los poderes Legislativo y Ejecutivo ha sido cada vez mayor desde el 2016, el “decretismo” 
perdura y toma nuevas formas desde entonces, impulsando normatividades sectoriales, como las resoluciones supremas, las 
directivas y otras.  
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Peñaranda, director ejecutivo del Institu-
to de Economía y Desarrollo Empresarial 
de la Cámara de Comercio de Lima IE-
DEP-CCL (El Economista, 2016).

El escenario resultante fue el crecimiento 
y la importancia de los sectores populares 
urbanos, que dieron las bases para una 
nueva clase media emergente, conforma-
da en gran parte por migrantes impulsados 
por el mito de la educación y del progreso. 
Posteriormente, el retroceso paulatino de 
la función social del Estado (acelerado en 
los años noventa), terminó limitando el as-
censo y formación de una nueva elite con 
origen universitario, que expresara los in-
tereses de los sectores emergentes. 

El siglo XX estuvo marcado por el prota-
gonismo de grandes actores asociados a 
la estructura económica, esto es obreros 
y campesinos, que formaron colectivida-
des estables, duraderas, cuya preocupa-
ción central era la distribución o el control 
del proceso económico y sus recursos 
centrales. Estos actores se fueron dilu-
yendo entre los avances que resultaron 
de la conquista de derechos, las reformas 
agrarias, los cambios en la estructura eco-
nómica y en la tecnología, así como el re-
emplazo creciente de la mano de obra por 
operaciones mecánicas, la tercerización y 
el trabajo virtual. Los nuevos actores so-
ciales de los que habla José Nun (1989), 
asociados ya no a su ubicación en la es-
tructura de producción ni definidos por el 
trabajo, articulan sus demandas en con-
textos de identidades múltiples, levantan-
do como ejes de conflicto y de propuesta 
los elementos más básicos de la vida: el 
cuerpo, la identidad personal asociada a 
una tradición, un fenotipo, una lengua, los 
derechos humanos, las condiciones de 
subsistencia, y la defensa del ambiente 

para la vida y de las formas de vida de los 
pueblos. 

Hoy destacan los denominados nuevos 
movimientos sociales que involucran y 
promueven procesos de reafirmación de 
la identidad y la redefinición de la ciuda-
danía, más allá de las demandas de los 
colectivos. Los nuevos movimientos so-
ciales se sostienen también desde la reva-
lorización y la recuperación de la cultura, 
afirmando la identidad de sus pueblos y 
sectores sociales históricamente exclui-
dos como mujeres e indígenas. 

Estos movimientos sociales interpelan la 
privatización de la relación sociedad-na-
turaleza, propia de la globalización neoli-
beral. Tensionan el mercado y la sociedad 
del consumo, que busca la apropiación de 
todo y de todos como objetos, disgrega-
dos. La autonomía aparece como un eje 
que los sostiene y esta es la base de al-
gunas de sus diversas estrategias, como 
la conformación de redes, plataformas y 
otras articulaciones, distanciándose de 
la política tradicional. Han logrado cami-
nar cada vez hacia una mayor autonomía, 
tanto respecto de los estados, como de 
los partidos políticos. Los nuevos actores 
sociales evitan la organización jerarquiza-
da, con división de tareas entre quienes 
dirigen y ejecutan y tienden a reproducir 
la vida cotidiana, relevando la autoorgani-
zación y la autonomía territorial.

En el caso peruano, aun cuando la pre-
sencia de las organizaciones sociales ha 
sido en términos generales muy débil en 
el escenario contemporáneo, no podría 
aseverarse que no han sido protagonistas, 
en muchos sentidos, durante las recien-
tes décadas. Como señala Marisa Glave, 
en entrevista para este estudio (2023), las 
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organizaciones sociales peruanas no han 
trazado una ruta única, pues hay diversi-
dad de relaciones entabladas entre ellas y 
con el Estado peruano, buscando las me-
jores estrategias en una situación de ex-
trema fragilidad. 

Las relaciones de la sociedad civil con el 
sector privado también varían mucho. Los 
ecologistas, por ejemplo, son anticapita-
listas y mantienen una relación de denun-
cia ante la acción empresarial. La tensión 
con los empresarios también es muy fuer-
te en el caso de varias de las organizacio-
nes más consolidadas, como las existen-
tes en el mundo laboral. Salvo en el sector 
construcción, las relaciones con ellas son 
muy tensas. Asimismo, en el sector minero 
se ha bloqueado la negociación por rama 
y lo mismo ha sucedido con los trabajado-
res de las empresas de agroexportación. 
Pero de otro lado, también hay espacios 
de relaciones más fluidas. Por ejemplo, 
están los ecologistas que trabajan con la 
responsabilidad social empresarial (RSE); 
a su vez, también los empresarios buscan 
relacionarse con sectores organizados de 
la sociedad vinculados a la cultura.

Las OSC más “clásicas”, vinculadas a de-
rechos laborales (Confederación General 
de Trabajadores del Perú CGTP) y a as-
pectos más bien identitarios (Asociación 
Interétnica de Desarrollo de la Selva Pe-
ruana AIDESEP) o a productores como la 
Convención Nacional del Agro Peruano 
(CONVEAGRO), han mantenido relacio-
nes sectoriales con el Estado, de acuerdo 
con sus intereses específicos.

“Dependiendo de las coyunturas, 
hay momentos en que las 
relaciones se tensan con el 
Estado, en otros momentos se 
agregan otros actores estatales 
como la Presidencia del Consejo 
de Ministros PCM” (Entrevista 
a Marisa Glave, experta en 
organizaciones sociales, 2023).

De este universo forman parte la Coordi-
nadora Nacional de Derechos Humanos 
(CNDDHH) y sus socias; la Asociación 
Nacional de Centros (ANC); el Grupo 
Propuesta Ciudadana (GPC), que articu-
lan a las ONG y acompañan a las OSC en 
las mesas de negociaciones, entre otras. 
Asimismo, en Perú se tiene la red Muqui 
que trabaja con poblaciones afectadas 
por la minería. 

Junto a ellas han proliferado los nuevos 
movimientos,

“hay muchísimos colectivos de 
mujeres, pero sin estructuras 
sólidas: el movimiento feminista 
no tiene una articulación nacional” 
(Entrevista a Marisa Glave experta 
en organizaciones sociales, 2023).

Están también las organizaciones de sub-
sistencia, que vuelven a aparecer durante 
la pandemia, para resolver problemas de 
desigualdad, así como colectivos ambien-
talistas que buscan preservar agua, cuidar 
el mar, evitar el material plástico, etc. Se-
gún Glave: 
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Estos colectivos no tienen ni bus-
can mucha relación con el Estado, 
como sí lo hacen las organizacio-
nes más tradicionales, como es el 
caso de mujeres (ONG como Flora 
Tristán, Manuela Ramos o DEMUS), 
en temas de violencia de género, 
derechos sexuales y reproductivos, 
y otros. Sus objetivos se enfocan 
más bien a los cambios culturales 
que pueden generar en la sociedad 
(Entrevista a Marisa Glave experta 
en organizaciones sociales, 2023).

Aun así, hay campos en los que la presen-
cia de las organizaciones sociales es deci-
siva. Por ejemplo, han sido y siguen sién-
dolo en el tema de los derechos humanos. 
En esta línea, una primera cuestión que 
debe afirmarse es la presencia visible de 
las organizaciones de víctimas de la vio-
lencia política. Además de un gran número 
de estas, activando en todas las regiones 
del país, está la Coordinadora Nacional de 
Derechos Humanos, la entidad que aglu-
tina la mayor cantidad de organizaciones 
de derechos humanos. Su directorio está 
compuesto por más de 70 organizaciones 
a nivel nacional, que se movilizan princi-
palmente por:

1)	 Situación de la judicialización de los 
casos de violaciones a los derechos 
humanos durante el conflicto armado 
interno;

2)	Criminalización de la protesta y la si-
tuación de los defensores y defenso-
ras de los derechos humanos.

En las últimas décadas y a partir de las 
lógicas descritas, se han ido configuran-
do socialmente organizaciones con per-

files étnicos, especialmente en el espa-
cio amazónico que, frecuentemente, han 
planteado una interpelación radical a los 
gobiernos, como ha sido el caso de los 
pueblos Awajun y Wampi, en Bagua, en el 
2007. En términos generales la moviliza-
ción de los pueblos amazónicos ha girado 
en torno a su oposición a las actividades 
extractivas, como ha sucedido posterior-
mente con las movilizaciones de los pue-
blos amazónicos en Alto Loreto, Satipo y 
La Convención, entre otros. 

Es innegable que uno de los sectores 
sociales más activos durante las últimas 
décadas han sido las organizaciones indí-
genas, ya sea por la aplicación de meca-
nismos como la consulta previa como por 
el ejercicio del derecho al territorio, la de-
fensa de los recursos ante las actividades 
extractivas, la demanda de reparaciones 
por la violencia política y, principalmente, 
el ejercicio de derechos culturales, sinte-
tizados en los varios conceptos de “buen 
vivir” que circulan. En ese sentido, una ca-
racterística de las organizaciones indíge-
nas es su integración en diversos niveles, 
desde lo global hasta lo local. 

Como lo indica Ana Leyva, representan-
te de Red Muqui, un aspecto crucial ha 
sido la capacidad de articulación que 
han tenido las organizaciones sociales 
para aspirar con la acción colectiva a los 
resultados esperados en términos de ob-
jetivos ambientales. No solamente entre 
las organizaciones de pueblos indígenas 
sino también entre ellos y organizacio-
nes que tienen otros objetivos, como los 
pequeños productores agrarios, mujeres 
campesinas, comunidades campesinas y 
otras (Entrevista a Ana Leyva de Red Mu-
qui, 2023).   
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De igual manera, también se ha visto una 
intensa, aunque poco agregada movi-
lización de mujeres, feministas y gru-
pos LGBTIQ+ proponiendo el debate de 
una agenda sobre derechos sexuales y 
reproductivos, colocando temas en el 
debate público que difícilmente se tra-
taban. Ana María Watson (representante 
del Grupo de Iniciativa Nacional por los 
Derechos del Niño GIN) refiere cómo se 
fueron formulando ambientes para que 
grupos a los que “naturalmente” no se les 
reconocía derechos, como niños, niñas y 
adolescentes a quienes se suponía -y aun 
se supone, en muchos sentidos- sujetos 
de tutelaje, empiecen a expresar paula-
tinamente su voz ciudadana (Entrevista a 
Ana María Watson del Grupo de Iniciativa 
Nacional por los Derechos del Niño GIN, 
2023).

En Perú la relación Estado – sector privado 
ha cobrado mayor importancia y ha teni-
do mayor protagonismo dejando de lado 
el fortalecimiento de la sociedad civil. Sin 
embargo, en los últimos años también se 
ha observado la capacidad de moviliza-
ción de algunos grupos de la sociedad 
peruana que trabajan por reducir la des-
igualdad en el país. Una pequeña mues-
tra de esto se presenta en la siguiente 
sección en donde se detallan iniciativas 
que apuestan por el trabajo participativo 
y desde enfoques innovadores.

4.4.3. Aportes de la sociedad 
civil para la construcción 
de equidad 

A continuación, se presentan tres iniciati-
vas que ponen en evidencia que las accio-
nes de las OSC y la articulación de los ac-
tores del espacio cívico pueden, sin lugar 
a dudas aportar a la construcción de equi-
dad. Una de estas iniciativas es el Banco 
de Alimentos de Perú que lucha contra el 
desperdicio de alimentos y el hambre en 
beneficio también del medio ambiente. 
Por otro lado, está Foro Salud que es una 
organización de respuesta social en sa-
lud que promueve el debate, diagnóstico, 
y elaboración de propuestas en torno a la 
problemática de salud para todos y todas, 
en particular para los más pobres y vulne-
rables. Finalmente, se presenta la iniciati-
va Ideele radio que surge del Instituto de 
Defensa Legal y que tiene el objetivo de 
formar periodistas y alentar el ejercicio del 
periodismo comprometido activamente 
con la defensa y promoción de la demo-
cracia y los derechos humanos.

4.4.3.1. Banco de Alimentos54

El objetivo del Banco de Alimentos es re-
ducir el hambre y el desperdicio de ali-
mentos en Perú y reducir las tasas de ane-
mia y desnutrición. Si bien Perú ha sido 

54	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Banco de Alimentos.

https://bancodealimentosperu.org/
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un caso exitoso en la disminución de la 
desnutrición crónica infantil, los resulta-
dos desagregados muestran una inmensa 
brecha entre la población urbana y rural, 
así como entre Lima y otras ciudades. En 
ese sentido, un resultado en los aspectos 
alimentarios y nutricionales es la alta vul-
nerabilidad que tienen los peruanos en la 
accesibilidad, pues emplean, en prome-
dio, alrededor del 40% del total del ingreso 
familiar en la compra de alimentos. 

Sobre ello, además de la desnutrición y la 
anemia (infantil y gestantes), la obesidad 
tiene creciente importancia, debido a la 
expansión del consumo de los alimentos 
ultra procesados, impactando fundamen-
talmente a niños, niñas, adolescentes y 
mujeres gestantes. Según resultados de la 
encuesta demográfica y de salud ENDES 
2021, unos 15 millones de personas, que 
representa el 62% de la población perua-
na mayor de 15 años, tienen sobrepeso 
y obesidad, cuyo aumento de casos se 
afianzó durante la pandemia del COVID-19. 
De ellas, el 36,9% de personas de 15 años 
o más presentó sobrepeso y el 25,8% de 
este mismo grupo de edad tienen obesi-
dad, siendo las mujeres las más afectadas 
en comparación de los hombres. Asimis-
mo, las malas prácticas en la manipulación 
de la cadena alimentaria dan como resulta-
do que por lo menos el 33% de los alimen-
tos sean desechados (INEI, 2021). 

En este sentido la crisis sanitaria solamen-
te otorgó visibilidad a una realidad que ha 
existido desde siempre. En este panorama, 
el Banco de Alimentos busca llegar a to-
das las ciudades del Perú, para ofrecer una 
atención directa y más efectiva a las pobla-

ciones que más lo necesitan. Además, sen-
sibilizan a sus aliados, integrantes de los co-
medores populares y ollas comunes, para 
que puedan consumir conscientemente y 
evitar así el desperdicio de alimentos.

En Perú se desperdician nueve 
millones de toneladas de alimento 
al año, con las que dos millones 
de peruanos podrían 
alimentarse. 

El Banco de Alimentos de 
Perú ha generado un eslabonamiento 
entre los productores y distribuidores de 
alimentos con los consumidores de bajos 
ingresos, para reingresar al circuito y usar 
los alimentos que, de otra manera, serían 
desechados, calculando que, por cada sol 
donado, hace que retornen 18 soles a la 
sociedad equivalentes a cerca de USD 5.

El Banco de Alimentos está conformado 
por un equipo de 12 personas, además de 
un programa de voluntariado que se activa 
mediante el reclutamiento individual o cor-
porativo. Asimismo, ha formado alianzas 
con empresas y ONG de las que reciben 
colaboraciones y servicios, destacando 
entre ellas Nutriedúcate y Munay & Co que 
ofrecen asesorías nutricionales para be-
neficiarios y talleres informativos para las 
personas encargadas de las cocinas, para 
que puedan obtener el mejor resultado de 
los alimentos. Hacen acompañamiento en 
las visitas a las organizaciones benéficas 
y verifican que cumplan con las buenas 
prácticas de manipulación e higiene. Ade-
más, el Banco de Alimentos cuenta con el 
apoyo en áreas como transporte logístico, 
almacenamiento, y otros servicios.
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El Banco de Alimentos trabaja con alrede-
dor de 540 organizaciones, de las cuales 
400 son ollas comunes y comedores po-
pulares55, además de albergues, escuelas 
y otras entidades. Según el Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS, 2022) 
de los 14.124 comedores reconocidos por 
los gobiernos locales, 12.240 estaban en 
funcionamiento (87%) con 635.990 usua-
rios a nivel nacional. 

A diferencia de los programas alimentarios 
del Estado, uno de los objetivos del Banco 
de Alimentos, según su director Salomón 
Lerner, es que la acción ya no sea necesaria: 

No es solo entregar alimentos sino 
promover su salida [de los usua-
rios] de la pobreza y desigualdad 
y esto es parte de procesos de 
educación y cultura (capacita-
ción, fortalecimiento, transmisión 
de conocimientos). […] Como la 
mayoría son mujeres, debemos 
contemplar la violencia hacia ellas, 
las habilidades que tienen para el 
manejo presupuestal, etc. (Entre-
vista a Salomón Lerner del Banco 
de Alimentos, 2023). 

El financiamiento de esta intervención tie-
ne varias fuentes. Lerner revela algunas 
de ellas: “campañas de fundraising apro-
vechando certificaciones, campañas en 
supermercados, campañas con donan-
tes peruanos y del exterior, etc. A veces, 
los comedores populares hacen aportes 

financieros pequeños”. Al respecto, tam-
bién existen consultores que colaboran 
con el Banco de Alimentos que diseñan 
estrategias de recolección de recursos. 
También cuentan con convenios con Na-
ciones Unidas, bancos comerciales y fun-
daciones. 

Finalmente, respecto a resultados en inci-
dencia, el Banco de Alimentos no ha queri-
do ingresar en alianzas con los gobiernos. 
Sin embargo, con las empresas privadas 
sí tiene fuertes alianzas, sobre todo con 
las más grandes como supermercados, 
agroexportadoras y algunos mercados 
pequeños.

4.4.3.2. Foro de la Sociedad Civil en 
Salud56

Es un movimiento social que impulsa el 
ejercicio pleno del derecho a la salud des-
de la construcción de sistemas universa-
les de salud y el adecuado abordaje de los 
determinantes sociales. De esta manera, 
promueve la articulación con todos los ac-
tores de la sociedad que asumen la salud 
como derecho humano y desarrollan la 
vigilancia ciudadana y el control social de 
las acciones de los actores de la salud. El 
Foro Salud surgió en 2002, en medio del 
proceso de democratización al finalizar el 
régimen autoritario fujimorista en el que, 
entre otros procesos, se buscó promo-
cionar la participación ciudadana en las 
diversas instancias de gobierno. En ese 
sentido, fue una iniciativa de profesionales 

55	 Las ollas comunes son iniciativas ciudadanas de apoyo o atención alimentaria, que pueden ser de carácter temporal o perma-
nente, de participación comunitaria. Congregan a personas en situación de vulnerabilidad que no pueden acceder a alimentos 
o que no cuentan con la capacidad económica para adquirirlos. De otro lado, los comedores populares actúan en el ámbito 
del Programa de Complementación Alimentaria (PCA) y son organizaciones sociales de base, consideradas como aliadas 
estratégicas del Estado, que brindan alimentación a bajo costo a poblaciones en situación de vulnerabilidad.

56	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Foro de la Sociedad Civil en Salud.

https://www.facebook.com/ForoSalud/
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de ONG financiados por USAID para ac-
tuar en los consejos regionales de salud. 
Como comenta Luis Lazo,

“Hubo motivaciones fuertes 
[…], se aprovechó la apertura 
de la participación ciudadana. 
También estaba el interés de las 
ONG, especialmente USAID en el 
tema de los derechos sexuales y 
reproductivos” (Entrevista a Luis 
Lazo de Foro Salud, 2023).

Actualmente la iniciativa recibe apoyo de 
la Asociación Nacional de Centros (ANC), 
así como colaboraciones de entidades 
como la Universidad Nacional Mayor de 
San Marcos UNMSM. Según menciona 
Lazo: “La solidaridad nos mantiene vivos: 
las organizaciones sociales trabajan un 
proyecto y llaman a Foro Salud para que 
trabajen con ellos”. A pesar de las limita-
ciones económicas, el Foro Salud siguió 
ampliándose: desde el 2010 surgieron 
otras mesas temáticas, que le dan forma a 
lo que es en la actualidad, con 8 mesas te-
máticas funcionando que son el mecanis-
mo de incidencia. Foro Salud se organiza 
mediante comités por condición de salud 
y por etapa de vida (por ejemplo: salud de 
adulto mayor). En la actualidad, son cerca 
de 5.000 personas que están organizadas 
a nivel nacional, aunque se movilizan acti-
vamente alrededor de 3.000 y 1.000 per-
sonas que hacen vida institucional activa. 
En esencia, es un espacio de voluntariado 
que tiene presencia en casi todas las re-
giones del país.

La pandemia fue un momento desafiante 
para lo que se propone Foro Salud, en tan-
to el ámbito en el que enfoca su interven-
ción es, básicamente, la atención prima-

ria en salud, donde el incumplimiento de 
sus atributos esenciales podría contribuir 
al colapso del sistema de salud. En este 
sentido, la pandemia puso en evidencia 
la enorme precariedad del sistema de sa-
lud peruano, provocando consecuencias 
catastróficas dada su magnitud imprede-
cible. En las etapas iniciales, los centros 
y puestos de salud fueron inhabilitados, 
se limitó la accesibilidad y continuidad 
de la atención y se redujo drásticamente 
la atención presencial, deteniendo toda 
actividad preventiva-promocional y man-
teniendo sólo la atención de urgencias y 
emergencias, limitándose a la referencia 
de todo caso con sintomatología respira-
toria aguda al nivel hospitalario. Ante esta 
situación, Foro Salud promovió decidida-
mente la creación de los comités comu-
nitarios anti COVID-19 (Otero y Puente, 
2020), como una respuesta social que 
buscaba subsanar la falta de acción del 
Estado debido al colapso de su sistema. 
Incluso, aun cuando estos comités fue-
ron materia de normas para su formaliza-
ción, el enfoque del Estado no considera 
al usuario como un protagonista de la ac-
ción; como señala Luis Lazo, coordinador 
nacional de Foro Salud, “los actores socia-
les existen y no se les toma en cuenta”.

Así, estos comités, en 
medio de la emergencia 
sanitaria, tal como se buscó 
concebirlos desde las 
organizaciones sociales, “fueron ejes 
para articular derechos y atención 
a las personas”, en los diferentes 
aspectos en los que impactaba 
el COVID. “Esto fue producto del 
enfoque de Foro, desde una visión 
social, que combina trabajo, salud y 
medio ambiente”.
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Cabe señalar que la experiencia de los 
comités anti Covid-19 fue resultado de un 
intenso trabajo de activismo, concientiza-
ción y articulación interinstitucional, don-
de los liderazgos comunitarios y el acom-
pañamiento de espacios como Foro Salud 
jugaron un rol fundamental. Esto significó 
un enfrentamiento político a nivel local, 
regional y nacional, con las instancias del 
Estado, alrededor de aspectos como, el 
acceso al oxígeno. “A las falencias histó-
ricas se sumaron errores de gestión muy 
grandes”, afirma Lazo.

Además del COVID-19, Foro Salud redobló 
los esfuerzos hacia grupos de personas 
especialmente vulnerables ante la situa-
ción de pandemia, como los portadores de 
TBC o de VIH. En esa línea, una decisión 
importante adoptada en esas circunstan-
cias fue “Lanzarnos a la comunidad”, con 
los comités anti-COVID, foros ambientales, 
etc., redoblando esfuerzos para fortalecer 
vocerías de las organizaciones sociales y 
las coordinaciones con otras organizacio-
nes y redes. Es cierto que hubo un contex-
to habilitante porque la pandemia planteó 
claramente las necesidades del momento. 
Según Lazo, la población se organiza “na-
turalmente” alrededor de sus prioridades 
y durante la crisis sanitaria hubo una clara 
“voluntad” popular de sobrevivir y esto fue 
fundamental:

[normalmente] “si bien la salud es 
primordial, la gente se centra en 
otros temas, más cruciales, como la 
pobreza monetaria o tener trabajo”.

Foro Salud puede mostrar una cantidad 
importante de resultados de su incidencia. 

“Ha tenido logros en derechos 
sexuales y reproductivos, también 
con sus procesos de incidencia 
en aborto terapéutico; el acceso a 
medicamentos en algunas condi-
ciones de salud; también en mate-
ria de seguimiento de TBC y VIH”.

4.4.3.3. Ideele radio57

El Instituto de Defensa Legal IDL, la orga-
nización mayor que acoge a Ideele radio, 
nace en 1983 en medio de la violencia 
política para aportar con información so-
bre el conflicto armado interno, en medio 
de una situación en la que la desinforma-
ción alentaba las violaciones de los de-
rechos humanos. Según Glatzer Tuesta, 
director de Ideele radio, “es cuando nos 
damos cuenta de la importancia de la di-
fusión”. Desde allí, se generó la necesi-
dad de formular análisis y luego ver otros 
rubros como las relaciones entre civiles y 
militares, entre otros temas que tomarán 
forma en la creación de medios de co-
municación como la revista Ideele (Entre-
vista a Glatzer Tuesta, director de Ideele 
radio, 2023).

En el camino, fueron tomando conciencia 
de que, incluso, estos medios de comuni-
cación aportaban a ciertos sectores, ge-
neralmente bien informados, pero otros 
quedaban fuera de la órbita informativa. 

57	 Para más información sobre la iniciativa, revísese su página oficial: Ideele radio.

https://www.ideeleradio.pe/
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“Allí es como ideamos otros formatos, 
como Ideele radio, que luego se emite 
en formato audiovisual, a través de 
redes sociales, sin perder el formato 
original de radio; adoptamos, para 
decirlo de algún modo, una lógica 
híbrida”.

Posteriormente se conformó Ideele Re-
porteros, una unidad de investigaciones 
que difunde evidencias que generan alto 
impacto.

El IDL no difunde solamente sus proyectos 
a través de sus medios de comunicación, 
sino que busca sostenerlos en el tiempo, 
hacerlos competitivos: “El IDL debe ser 
una institución bisagra, entre la gente y el 
poder, para interpelar y contrapesar al po-
der”. En esa línea, sus medios han tenido 
mucho que ver con el desenlace de distin-
tas historias de poder en el país y “esto es 
clave en un país tan centralista”, lo que los 
lleva a desarrollar esfuerzos permanen-
tes y sistemáticos para recoger y difundir 
hechos que acontecen en las regiones y, 
de esa manera, construir contenciones y 
contrapesos a los fake news.

Ideele radio ha tejido una red muy densa 
con emisoras radiales de todas las regio-
nes del país, las que se suman a su señal 
diaria y replican durante el día algunos 
aspectos de la programación que consi-
deran relevantes. Para Glatzer Tuesta, los 
medios de comunicación no han contri-
buido a plantear de manera acertada el 
debate sobre el tema de la desigualdad. 
Han preferido no mirarla y una muestra 
precisa fue la manera como trataron al 
gobierno del expresidente Pedro Castillo. 
“Se ha alentado el discurso del empren-
dedurismo y esto fue contrario a lo que la 
pandemia nos mostró”.

En esa dirección es importante conocer 
cómo se adaptó un medio de comuni-
cación a la crisis sanitaria que originó el 
COVID-19. Tuesta reconoce que fue un 
momento difícil, “pero, no tan dramático 
como para otras instituciones”. 

Sabíamos que podíamos 
desarrollar nuestro trabajo de 
otras maneras, como el traba-
jo remoto desde fuera de las 
oficinas. Pero, aun así, nos afectó en 
el sentido de la protección sanitaria 
de las personas que trabajaban con 
nosotros. Muchos cayeron enfermos. 
Se compartimentalizaron las oficinas, 
habilitamos condiciones para que se 
trabaje en casa. Pero el local de IDL 
nunca dejó de funcionar. Por ejemplo, 
IDL reporteros continuó trabajando y 
las agencias de cooperación con las 
que trabajamos comprendieron nues-
tra necesidad de adecuación: cam-
biamos actividades, pero no objetivos 
y, lo que es más, mantuvimos a todo 
nuestro personal. (Entrevista a Glatzer 
Tuesta, director de Ideele radio, 2023).

Para tratar los aspectos innovadores de 
Ideele radio, hay que considerar que este 
proyecto nace como un espacio de de-
fensa de los derechos humanos en medio 
del conflicto interno, para restaurar ciuda-
danías rotas. Esto hizo que los integrantes 
de sus equipos viajasen mucho a las dis-
tintas regiones del país, donde frecuente-
mente los periodistas locales entrevista-
ban a sus integrantes, lo que servía como 
oportunidad para preguntarles por la ne-
cesidad de mantener relaciones más per-
manentes, con los integrantes de IDL. De 
esta manera, la agenda institucional fue 
creciendo y complejizándose, abriéndose 
la oportunidad de elaborar materiales in-
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formativos para enviarlos a los medios del 
interior, lo que permitió generar una red de 
periodistas y el interés de otros medios. 
Luego, “profundizamos las relaciones y 
los diálogos, generando más productos, 
hasta convenir en la realización de algo útil 
para todos”. Actualmente, hay 102 medios 
de comunicación locales en red con Idee-
le radio, cubriendo prácticamente todo el 
país. Hay que considerar que la radio es el 
medio más usado por la población perua-
na, superando el 90% de alcance. Los me-
dios digitales tienen un alcance del 80% 
en los espacios urbanos, 92% en Lima 
metropolitana y 72,4% en las ciudades del 
interior (Estudio Overmedia, 2023).

El IDL y, por consiguiente, Ideele radio, se 
financian fundamentalmente con recursos 
provenientes de la cooperación interna-

cional manejando recursos propios limi-
tados. La institución mantiene una sólida 
relación con agencias privadas de coo-
peración internacional, como MISEREOR y 
Hanns Seidel Stiftung, así como con espa-
cios como la Comisión Europea, etc.

“Esta situación es una especie 
de decisión institucional, para no 
poner en riesgo la independencia. 
En algún momento, Ideele radio 
tuvo publicidad inocua (con 
editoriales, librerías, campañas 
de multilaterales, etc.), pero no 
seguimos en esa línea”.

La sostenibilidad de Ideele radio es pen-
sada como una fórmula institucional en 
donde existen varios financiadores, 22 
agencias y 32 proyectos.
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de los cuatros 
casos de estudio
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Pese a las diferencias económicas, so-
ciales y culturales de los cuatro países, se 
puede observar en los casos de estudio 
que la desigualdad está presente en to-
das las dimensiones analizadas. Además, 
aun cuando se observan mejoras en algu-
nos indicadores previos al 2020, en todos 
los casos la pandemia generó retrocesos 

nunca antes vistos. En este sentido, ALC 
se encuentra en un camino hacia la recu-
peración de indicadores socioeconómi-
cos en escenarios caracterizados por la 
injusticia, inadecuada distribución de los 
recursos, concentración de poderes en 
grupos reducidos y en donde el ejercicio 
de derechos no está garantizado.

Pese a estos indicadores, los casos de es-
tudio también permiten evidenciar que el 
espacio cívico de los países cuenta con 
una sociedad civil dispuesta a trabajar en 
la construcción de mayor equidad a tra-
vés de iniciativas innovadoras. Además, 
esta labor se realiza desde la participación 

de los mismos beneficiarios, e incluye la 
articulación de actores. A continuación, 
se presenta un resumen de las iniciativas 
innovadoras analizadas, que aportan a la 
construcción de equidad desde sus dife-
rentes espacios y ámbitos de acción:

Tabla 3.
Resumen de indicadores socioeconómicos

Notas:
*América
**Cifras de indicadores corresponden al 2021 o al último año disponible.

Pobreza

Gini

Gasto en salud como % 
del PIB

Gasto en educación como 
% del PIB

Hacinamiento

Riesgo a eventos naturales

El 10% de la población 
acumula el x% de ingresos 
totales

El 10% de la población 
acumula el x% de la 
riqueza total

IDH

Emisiones de gases de 
efecto invernadero totales 
(kt de equivalente de CO2)

35,5%

0,423

1,3%

1,3%

n.d.

3,52 (bajo)

42,8%

58,20%

0,842 (muy alto)

361 mil

28,5%

0,466

2,9%

3,7%

33,3%

8,82 (alto)

48,4%

57,2%

0,74 (alto)

68 mil

50,4%

0,535

1,5%

3,1%

72,8%

20,23 (muy alto)

n.d.

n.d.

0,627 (medio)

33 mil

19,3%

0,426

5,22%

4,25%

31,7%

6,75 (medio)

61,7%

76,8%

0,762 (alto)

89 mil

32,3%

0,460

2,9%

4,0%

31,4%

7,88 (alto)*

55%

77%

0,754

3 millones

INDICADOR* ARGENTINA ECUADOR GUATEMALA PERÚ ALC
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Tabla 4.
Resumen de iniciativas innovadoras

ARGENTINA

ECUADOR

GUATEMALA

PERÚ

Chicas en 
Tecnología

Zona Libre 
de Embarazo 
Adolescente

Instituto 
Puente

Banco de 
Alimentos de 
Perú

Nilus

Fútbol para el 
Desarrollo

EspantaCacos

Foro Salud

La Base

Comunidades 
de 
Aprendizaje

COCULTURA

Ideele radio

Equidad de género

Embarazo adolescente

Acceso a educación y 
transformación de las 
comunidades

Seguridad alimentaria 

Seguridad alimentaria

Adolescentes 
en situación de 
vulnerabilidad y de 
escasos recursos

Inseguridad ciudadana

Acceso a salud

Acceso a 
financiamiento para 
empresas recuperadas

Mejora de la calidad de 
la educación

Acceso a 
financiamiento

Promoción de derechos 
humanos

Acceso a ciencia y tecnología de niñas 
y adolescentes

Participación y liderazgo de las niñas y 
adolescentes

Transformación comunitaria con 
enfoque participativo

Acceso a alimentación, reducción de 
desperdicios y contaminación

Tecnología y reducción de costos de 
alimentos de poblaciones en condición 
de pobreza

Se utiliza el fútbol como vínculo y 
punto de partida para desarrollo 
educativo y personal de los 
adolescentes

Aplicativo móvil para la denuncia de 
delincuencia y espantapájaros de 
agentes policiales para prevención 
de delitos

Iniciativa comunitaria de acceso a 
salud de primer nivel ante el colapso 
del sistema sanitario

Acceso a financiamiento de grupos 
que generalmente no logran acceder a 
financiamiento tradicional

Escuelas como el punto de partida 
para la mejora del bienestar de toda 
una comunidad (enfoque participativo)

Inclusión económica de artistas, 
que generalmente no acceden a 
financiamiento

Formación de periodistas y 
socialización de información sobre 
derechos humanos

PAÍS NOMBRE DE
LA INICIATIVA TEMA COMPONENTE INNOVADOR 

DE LAS INICIATIVAS



Conclusiones
generales



Aportes de la sociedad civil para la construcción de equidad en América Latina

95

A lo largo de este estudio 
se han identificado distintas 
formas de desigualdad 
evidenciando que esta no solo 
se refiere a la pobreza o a los 
ingresos.

La desigualdad es multidimensional y se 
encuentra en todos los sectores, niveles, 
territorios y está atada a varios otros fac-
tores como el género, etnia, edad, nacio-
nalidad, medio ambiente, afectando las 
interacciones sociales e institucionales. 
En América Latina y el Caribe la desigual-
dad se observa en que solo un 10% de la 
población concentra el 55% de los ingre-
sos y el 77% de la riqueza, pero también se 
evidencia en la falta de acceso a servicios 
vitales como agua potable, saneamiento, 

vivienda digna, así como en el acceso a 
salud, educación y oportunidades labo-
rales que dependen de la edad, género, 
ubicación geográfica o nivel socioeco-
nómico. Estos problemas históricamente 
conocidos, empeoraron con la llegada de 
la pandemia por COVID-19 y en muchos 
casos fueron evidenciados al someterse 
a restricciones nunca antes vividas en la 
región ni en el mundo.

La búsqueda continua de resolución de 
estas y otras formas de desigualdad han 
llevado a la sociedad a tomar acción y 
unirse en función de objetivos en común. 
Es así que la sociedad civil en la región se 
convierte en un sector que promueve un 
espacio cívico libre y equitativo en don-
de la participación provenga de todos los 
sectores para que sus voces sean escu-
chadas y atendidas.

En el caso de Argentina, se observa 
un país extenso en territorio, que ha 
tenido dificultades para sostener 
el crecimiento, dejando como 
consecuencia el crecimiento de la 
informalidad (entre el 35% y el 40% de 
los trabajadores) y la pobreza (37,3%).

Por otro lado, los derechos humanos y 
la equidad de género han sido grandes 
componentes de las luchas sociales en 
el país a lo largo de los años. Es así que 
iniciativas como Chicas en Tecnología, 

Nilus y La Base surgen en Argentina para 
aportar a una mayor equidad de género 
en donde las niñas y adolescentes ten-
gan a acceso a la ciencia y tecnología; o 
para a través de la tecnología reducir los 
costos de familias de escasos recursos 
que no logran acceder a alimentos nu-
tritivos; o  para apoyar a los trabajadores 
que han decidido salir adelante después 
de haber sufrido crisis que los ha deja-
do sin un trabajo estable teniendo que 
descubrir nuevas de empleo a través de 
empresas recuperadas.
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En Ecuador, la desigualdad se observa 
en altos niveles de concentración 
de los ingresos y de la riqueza que 
han existido por décadas y que se 
profundizaron en diferentes momentos 
del tiempo dependiendo del gobierno 
de turno.

Esta distribución de recursos que dista 
mucho de ser equitativa y la inoperan-
cia del Estado han generado brechas 
importantes como que el 40% de los 
trabajadores se encuentran en el sector 
informal con escaso acceso a seguridad 
social y a protección frente a contin-
gencias como enfermedades, desem-
pleo, accidentes del trabajo, materni-
dad, discapacidad, invalidez y vejez. La 
salud también es una dimensión que en 
Ecuador requiere de políticas eficientes 
para vencer problemas como el em-

barazo adolescente o la desnutrición 
crónica infantil que reducen las posibi-
lidades de salir de la pobreza y de con-
seguir empleos bien remunerados en el 
futuro. Ante estas problemáticas, han 
surgido iniciativas innovadoras como la 
Zona Libre de Embarazo Adolescente 
que intenta dar herramientas a las niñas 
y adolescentes para que identifiquen 
su potencial; o el proyecto Fútbol para 
el Desarrollo en el que se establece al 
fútbol como vínculo para generar es-
pacios seguros en donde los adoles-
centes encuentren apoyo emocional y 
aprendan de liderazgo; o estrategias de 
transformación educativa que centran 
a las escuelas como el punto de partida 
para la mejora no solo educativa, sino 
de bienestar de toda una comunidad a 
través del modelo de Comunidades de 
Aprendizaje.   

Por su parte en Guatemala, la 
desigualdad se hace evidente al 
encontrar que es el país de ALC con 
más alto porcentaje de retraso en el 
crecimiento de niños menores de cinco 
años, con altos niveles pobreza (54%), 
hacinamiento (72,8%), reducido acceso 
a agua potable (56%) y cobertura en 
materia de protección social (14,5%).

A esta realidad se le debe sumar la falta 
de capacidad para responder a desas-
tres naturales producto del cambio cli-
mático que perpetúa las desigualdades 
en todo nivel y en todas las dimensiones 
de la sociedad. De la mano de estas 
desigualdades y de la inexistente acción 

pública, Guatemala enfrenta también un 
problema de falta de información actua-
lizada de indicadores socioeconómi-
cos, que no permite la toma de  decisio-
nes informadas. Es en este marco que 
las OSC han surgido para, de manera 
innovadora, apoyar a las poblaciones ya 
sea a través de iniciativas transformado-
ras de comunidades como el Instituto 
Puente; o a través del uso de tecnología 
con la iniciativa EspantaCacos para ha-
cer frente a la inseguridad ciudadana; o 
a través de proyectos como COCULTU-
RA que propone soluciones de acceso 
a financiamiento a un segmento de la 
población que no encuentra acceso a 
financiamiento tradicional.
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En el caso de Perú, los indicadores de 
desigualdad hablan de una ineficiente 
distribución de los recursos ya que el 
10% de la población concentra el 61,7% 
de los ingresos y el 76,8% de la riqueza.

Por lo que no sorprende que este país 
tenga la mayor tasa de inseguridad ali-
mentaria de Suramérica; que registre 
un tercio de población en hacinamien-
to o que solo el 48,7% de la población 
del área urbana y 3,2% del área rural 
accedan a agua con niveles de cloro 
adecuados. En respuesta a las nece-
sidades latentes y poco atendidas por 
distintos gobiernos en Perú la socie-
dad civil está íntimamente comprome-
tida con la promoción de derechos, 

en promover condiciones de trabajo 
decentes, en preservar la naturaleza 
(agua, mar y tierra) y especialmente el 
respeto de los derechos humanos. En 
función de esto, es que en este estudio 
se presentaron tres iniciativas, el Banco 
de Alimentos de Perú, el Foro Salud e 
Ideele radio que, en diferentes sectores 
y con distintas metodologías, intentan 
proveer de alimentación nutritiva en el 
primer caso de la mano de la reduc-
ción de residuos; proveer de salud de 
primer nivel en el caso del Foro Salud 
que nace como una respuesta desde 
la comunidad; y fomentar y socializar 
un tipo de periodismo enfocado en la 
promoción de derechos humanos en el 
caso de Ideele radio.

Los estudios de caso y el análisis de la 
desigualdad en los cuatro países permiten 
encontrar realidades similares en torno a 
la desigualdad, así como en el surgimien-
to de OSC como grupos de personas que 
buscan trabajar por objetivos en común. 
En ese sentido, las soluciones que se han 
observado a través del análisis de algunas 
iniciativas innovadoras dan cuenta de so-
luciones fundamentadas en los individuos, 
y en donde las OSC son facilitadores de 
oportunidades para el mejoramiento de la 
calidad de vida, en armonía con los demás 
y con la naturaleza. Es decir, que la partici-
pación activa y plural se convierten en ejes 
centrales de las acciones de la sociedad 
civil para construir equidad.

Además, las características de la sociedad 
civil como innovación y capacidad de adap-
tabilidad han ayudado a sobrellevar eventos 
tan críticos como la pandemia, en donde los 
Estados experimentaron el desborde de los 
sistemas económicos y sanitarios. Esto per-

mite reflexionar que, si bien el sector público 
y la sociedad civil han mantenido histórica-
mente una relación compleja por las deman-
das sociales, son sectores que junto con el 
privado deben necesariamente trabajar arti-
culadamente para construir sociedades en 
donde todos los ciudadanos puedan ejer-
cer sus derechos sin que esto dependa de 
sus características socioeconómicas.

Los entrevistados para este estudio coinci-
den en que desde la ciudadanía no existe 
una conciencia colectiva de la desigualdad, 
aunque sí de los varios problemas resultan-
tes de ella. En este sentido, la sociedad civil 
debe seguir trabajando en visibilizar la rea-
lidad multidimensional de la desigualdad y 
seguir implementando iniciativas innovado-
ras que se planteen desde un enfoque par-
ticipativo para que la misma población iden-
tifique y proponga soluciones adaptadas 
a su realidad y así se logren transformar las 
poblaciones y grupos atendidos venciendo 
los desafíos de una sociedad desigual.
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